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I. INTRODUCCIÓN 
 

1. El fenómeno urbano – normativo en la Ciudad de México. 
 

La Ciudad de México es una de las urbes más complejas y densamente pobladas de América 
Latina, que en 2025 enfrenta un desafío estructural en su territorio urbano por la manera en 
que planea regula y transforma la forma en que se habita, se desarrolla y se construye. A pesar 
de los avances institucionales que derivan de la Constitución de la Ciudad de México ( 2017) 
en la cual se reconoce el derecho a la ciudad a la equidad territorial y a la sustentabilidad como 
principios rectores del desarrollo urbano, la ciudad capital del país, continúa reproduciendo 
un modelo de desarrollo urbano que se encuentra fragmentado, que es excluyente y que 
impacta socialmente de manera desigual (PUEC – UNAM, 2021; ONU – Hábitar, 2022). 
 
Pretender alinear la planeación urbana con principios de  justicia espacial, resiliencia 
ambiental y participación ciudadana en 2023 (SEDUVI, 2023) conforme a la aprobación del 
Programa General de Ordenamiento Territorial (PGOT) y el Plan General de Desarrollo (PGD),  
marcó un hito normativo en la evolución del desarrollo urbano de la Ciudad. Sin embargo estos 
instrumentos, en la práctica, enfrentan importantes limitaciones jurídicas, técnicas e 
institucionales que incluyen desde su baja exigibilidad legal ,una importante desarticulación 
entre niveles de gobierno y una débil vinculación con el presupuesto y la acción pública 
(CENVI, 2022; IMCO, 2021). 
 
En paralelo, el surgimiento de nuevos fenómenos urbanos como: la gentrificación, el 
desplazamiento poblacional, el cambio climático urbano y la captura especulativa del suelo, 
no cuentan con un resplado normativo específico. Este vacío, ha generado el surgimiento de 
conflictos territoriales, procesos de exclusión habitacional, desequilibrios en la provisión de 
servicios básicos y una creciente desconfianza de la ciudadanía frente a los mecanismos de 
planeación urbana (Ortiz Flores, 2020; INEGI, 2020).  
 
La descripción de la situación hasta este punto, pone en evidencia que existen brechas 
normativas que limitan la efectividad del marco legal vigente y por ende nos generan la 
necesidad de realizar una revisión profunda tanto desde el punto de vista del derecho urbano 
como desde la creación de las políticas públicas. 
 

2. Objetivo del estudio 
 

El propósito principal de este estudio, es analizar de manera crítica las brechas normativas que 
existen en el sistema jurídico e institucional, en materia de planeación y desarrollo urbano en 
la Ciudad de México.  Lo anterior con el fin de identificar omisiones temáticas, contradicciones 
legales, retos operativos de implementación, así como actores institucionales clave que 



facilitan o ponen en riesgo, la construcción de un modelo urbano que sea equitativo, 
democrático y sustentable para la población que habita la Ciudad de México. 

Como resultado del análisis de los elementos que facilitan u obstaculizan la construcción de 
un modelo urbano, este estudio propone como resultado del mismo, formular propuestas de 
actualización normativa que permita fortalecer los instrumentos de planeación urbana, 
articular los lineamientos y normativa entre los distintos niveles de gobierno y con esto 
garantizar el cumplimiento del derecho colectivo a la ciudad. 

3. Preguntas de investigación 

La pregunta central de la presente investigación es:  

¿Cuáles son las brechas normativas que persisten en el marco jurídico de planeación y 
desarrollo urbano de la Ciudad de México en 2025 y cómo es que estas afectan la posibilidad 
de garantizar que la regulación sea efectiva, equitativa, sostenible y democrática  enel territorio 
urbano? 

De esta pregunta central se derivan los siguientes cuestionamientos específicos:  

1. ¿Cuáles son los tems que se omiten en la actual legislacion, frente a problemáticas 
como el cambio climático urbano, la especulación del suelo o el desplazamiento 
poblacional? 

2. ¿Cuáles son las principales contradicciones que existen entre los distintos 
instrumentos normativos y los niveles de planeación, planes parciales o normatividad 
vigente en cada delegación? (PGOT, PGD) 

3. ¿En qué medida es que los planes urbanos y programas de desarrollo son 
jurídicamente vinculantes?  

4. ¿Cómo operan los mecanismos de participación ciudadana y qué impacto real tienen 
en la toma de decisiones del desarrollo urbano?  

5. ¿Qué actores institucionales, políticos o económicos influyen en la flexibilización o el 
incumplimiento del marco legal vigente. 
 

4. Diseño metodológico de la investigación 

El objeto de estudio de la presente investigación, tiene un carácter jurídico – político, por lo 
cual el enfoque de la investigación será intensamente cualitativo de corte exploratorio y 
analítico y estará basado en 3 componentes/capas metodológicas principales:  

a) Análisis documental y normativo: 

Esta  capa consistirá en realizar una revisión sistemática de la normatividad vigente en materia 
de planeación y desarrollo urbano que incluya cuando menos:   

• La constitución política de la Ciudad de México de 2017; 
• La Ley de planeación; 



• La Ley de Desarrollo Urbano y otras leyes locales sectoriales  
• El Plan General de Ordenamiento Territorial (PGOT) y el Plan General de Desarrollo 

(PGD), así como los programas parciales, normas técnicas complementarias y algunos 
otros instrumentos técnicos locales.  

Asimismo se revisará la normatividad federal relacionada como: 

• La Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y la Ley de 
Vivienda.  

El análisis de dichos instrumentos normativos se realizará con base en categorías tales como 
obligatoriedad jurídica, articulación intergubernamental, cobertura temática participación 
social y los mecanismos sancionadores correspondientes.  

b) Consulta de bases de datos públicos 

Para complementar el análisis normativo y territorial, se utilizarán fuentes secundarias 
disponibles en línea tales como:  

• INEGI: censos y encuestas de vivienda  
• SEDUVI: geoportales, atlas urbanos y documentos técnicos  
• PUEC- UNAM: estudios de conflicto urbano y gobernanza territorial  
• IMCO  y CENVI: reportes de evaluación institucional y normativa 

 
c) Estudio de casos documentados 

Esta capa de la investigación será una selección de casos representativos de conflicto urbano 
y desarticulación normativa que han sido previamente documentados tanto por universidades, 
como por organizaciones de la sociedad civil o medios especializados. De manera preliminar 
se considera que algunos ejemplos podrían ser:  

a) Los prrocesos de cambio de uso de suelo en Benito Juárez  
b) Los megaproyectos urbanos que se realizaron sin consulta previa, como el Cablebús y 

el Tren Interurbano.  
 

II. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  

1. La importancia del problema de normatividad pendiente para el desarrollo urbano en 
la Ciudad de México en 2025. 

El proceso de crecimiento urbano de la Ciudad de México en el año 2025, continúa 
enfrentando una profunda tensión entre planificación formal y real del crecimiento territorial. 
Esta brecha pone en evidencia que la normatividad vigente resulta todavía insuficiente para 



regular, ordenar y transformar los procesos de urbanización y el uso de suelo, especialmente 
en contextos de alta presión inmobiliaria, desigualdad territorial y crisis climática.  

A pesar de que la Constitución de 2017 de la Ciudad de México incorpora el derecho a la 
ciudad, la equidad territorial y la sustentabilidad como principios rectores y de que se han 
desarrollado instrumentos formales de planeación como el Programa General de 
Ordenamiento Territorial (PGOT) y el Plan General de Desarrollo (PGD), las prácticas de 
desarrollo urbano cotidianas siguen mostrando signos de desarticulación normativa, vacíos 
regulatorios y de manera más importante, una débil capacidad del estado para regular y 
fiscalizar el desarrollo urbano. (PUEC – UNAM, 2021; Ortiz Flores, 2020).  

Un ejemplo emblemático de la desconexión que existe entre la normatividad y la realidad del 
desarrollo urbano en la Ciudad de México, es la alcaldía Benito Juárez. En esta Alcaldía han 
proloferado el número de proyectos inmobiliarios verticales y de gran densidad sin condiciones 
adecuadas de servicios, equipamiento urbano o infraestructura vial. El proceso de 
reconversión urbana, ha sido impulsado por un modelo de gestión del suelo permisivo que ha 
facilitado la aprobación irregular de usos de suelo. Esta debilidad institucional ha generado un 
colapso de las redes hidráulicas y de transporte y ha provocado el desplazamiento de 
población de ingresos medios y bajos. Este fenómeno se ha documentado de manera muy 
amplia tanto por observatorios ciudadanos como por diversos medios especializados (CENVI, 
2022; IMCO, 2021). 

Existen tambien otras zonas de la ciudad como las Colonias Narvarte, Doctores y Portales, que 
están experimentando acelerados procesos de gentrificación urbana, lo que ha implicado la 
paulatina pero constante sustitución de residentes históricos por la llegada de nuevos 
habitantes que cuentan con mayor poder adquisitivo. Si bien podemos entender que esto 
sucede por una situación de mercado; es decir por la oferta y demanda de estos espacios, es 
un fenómeno que se da gracias a que la legislación urbana de la ciudad no contempla 
mecanismos que protejan a residentes vulnerables, ni impone obligaciones de vivienda social 
a los nuevos desarrollos.  

En tercera instancia, la implementación de megraproyectos urbanos y de movilidad como el 
Cablebús, el Tren Interurbano México – Toluca o la ampliación de vialidades en zonas 
periurbanas, han sido una muestra más de la falta de alineación territorial con los planes de 
ordenamiento existentes. En la mayoría de los casos los proyectos hasta aquí mencionados, 
no han pasado por consultas públicas, ni han sido evaluados con base en criterios de impacto 
urbano, ambiental o social, lo anterior pone en tela de juicio la legitimidad de los instrumentos 
de planeación de la Ciudad de México adicional a que genera conflictos socio- territoriales 
como los que se escuchan de manera más reciente en las noticias.  

Estos casos representan solamente una muestra de un fenómenos más amplio, que esl objeto 
central de la presente investigación: la existencia de un marco legal formalmente robusto pero 
materialmente débil, que hasta el momento ha sido incapaz de controlar los efectos del 
mercado inmobiliario, de garantizar procesos de participación ciudadana efectivos o de frenar 



el impacto ambiental urbano. Como loa señala ONU – Hábitat (2022) y Harvey (2008), la 
planeación urbana no puede desvincularse de los conflictos por el acceso, uso y goce del 
espacio urbano, ni de las estruturas de poder que definen qué ciudad se cosntruye y para 
quien.  

Es en este contexto que el estudio del marco normativo pendiente en la plenación y el 
desarrollo urbano de la Ciudad de México, se vuelve especialmente relevante, principalmente 
por el impacto directo que tiene en el ejercicio de los derechos urbanos, la equidad en el 
acceso al suelo, la vivienda y la sostenibilidad ambiental de largo plazo aunque tambien, por 
sus implicaciones jurídicas.  

Es por lo anterior que la presente investigación busca, contribuir en la comprensión de las 
causas estructurales de esta brecha normativa, identificar sus expresiones concretas y 
proponer reformas legales y/o institucionales que fortalezcan la capacidad de la planeación 
urbana para actuar como herramienta de transformación y no de exclusión, mediante un 
análisis riguroso, propositivo y fundamentado.  

Esquema Conceptual: El Problema Normativo en la Planeación y Desarrollo Urbano de la 
CDMX (2025). 

Marco Legal Vigente 

 
- Constitución Política CDMX (2017) 

- PGOT / PGD 
- Ley de Planeación 

- Ley de Desarrollo Urbano 
 

Brechas Normativas existentes 

-Omisión de temas emergentes 
- Gentrificación, desplazamiento 

- Cambio climático urbano 
 

-Instrumentos sin fuerza vinculante 
-Contradicciones entre niveles de gobierno 

-Participación ciudadana no vinculante 
 

 

 

CASOS REPRESENTATIVOS CONSECUENCIAS DIMENSIONES DEL 
IMPACTO 

Reconversión vertical 
(Benito Juárez) 

Uso de suelo discrecional Derechos urbanos (vivienda, 
ciudad) 

Gentrificación (Narvarte, 
Doctores, Portales) 

Saturación de servicios Equidad territorial 



Megaproyectos sin 
alineación (Cablebus, Tren 
Interurbano) 

- Conflictos 
socioespaciales 

- Desconfianza 
institucional 

- Gobernanza 
democrática del 
suelo 

- Sostenibilidad 
ambiental  

 

Lo que este esquema conceptual nos deja ver es como la planeación urbana formal en la 
CDMX está debilitada por brechas estructurales que no evitan fenómenos urbanos como el 
crecimiento vertical no controlado, la movilidad de población o la fragmentación del territorio.  

Estos fenómenos comprometen el marco normativo existente limitando el ejercicio de 
derechos, debilitando la equidad territorial y reduciendo la capacidad del Estado para fungir 
como ente regulador.  

2. Impacto en el ejercicio de derechos, la equidad territorial y la gobernanza democrática 

Las brechas entre el marco normativo existente y el ejercicio del desarrollo urbano no se 
traducen solamente en un problema técnico o jurídico, sino que tiene implicaciones directas 
en el ejercicio de los derechos fundamentales, la distribución espacial de oportunidades y la 
calidad democrática de la gestión urbana. Lo anterior significa que de forma estructural se 
reproducen y profundizan la desigualdad territorial y social.  

El Derecho a la ciudad se reconoce formalmente desde la promulgación de la Constitución de 
la Ciudad de México (2017) y se entiende como un derecho colectivo que incluye la vivienda 
adecuada, el acceso equitativo a servicios, el transporte, la movilidad sustentable y la 
participación democrática en las decisiones territoriales (Art. 12 y Art. 16). Sin embargo, la falta 
de desarrollo legal efectivo ha hecho imposible que estos derechos se traduzcan en garantías 
que se puede exigir, lo que vulnera las condiciones de los habitantes de la ciudad frente a los 
efectos del mercado inmobiliario.  

En Colonias como la Portales o Narvarte, los procesos de sustitución habitacional que derivan 
de la gentrificación, afectan el derecho a la permanencia y a la vivienda asequible, 
especialmente para mujeres jefas de hogar, adultos mayores o jóvenes sin acceso a crédito 
formal, no solo encarecen el suelo y expulsan poblaciones históricas. (CENVI, 2022).  

En materia de equidad territorial, dada la incapacidad del marco normativo de regular de 
manera eficaz el desarrollo urbano, se ha desarrollado un patrón de crecimiento altamente 
desigual y territorialmente fragmentado. Mientras en ciertas zonas de la ciudad se concentran 
la inversión pública y privada (por ejemplo, en Delegaciones como Benito Juárez, Cuauhtémoc 
o Miguel Hidalgo), otras como Iztapalapa o Xochimilco, enfrentan procesos de 
infraurbanización lo que se traduce en servicios precarios y ausencia de mecanismos de 
planeación efectiva.  

Este desequilibrio no solo representa una falla técnica de coordinación, sino que se traduce 
en la ausencia de principios de justicia espacial al momento de estar diseñando o 



implementando políticas urbanas. Como señala Harvey (2008), la distribución del espacio es 
también una forma de distribución del poder, y un marco legal débil actualmente está 
documentado, favorece a los actores con mayor capacidad de negociación o presión sobre los 
entes públicos.  

Finalmente, hoy en día la CDMX enfrenta un déficit de gobernanza democrática, podemos ver 
como la participación ciudadana en los procesos de planeación urbana, se han mantenido 
como órganos consultivos no vinculantes. Aun cuando existen mecanismos como los 
consejos ciudadanos, consultas públicas y observatorios urbanos, ninguno de estos entes 
tiene un peso real en la toma de decisiones sobre el uso del suelo, infraestructura o proyectos 
estratégicos (PUEC-UNAM, 2021).  

Como ejemplo de ellos podemos hablar de la implementación del Cablebús en la Sierra de 
Santa Catarina (Iztapalapa), ubicación en donde tanto el diseño como el trazado del proyecto 
se realizaron sin mecanismos de consulta previa a comunidades organizadas. Lo anterior es 
indistinto a que el proyecto sin duda atiende necesidades reales de movilidad para la 
población que habita la zona, sin embargo, la falta de diálogo territorial debilita su legitimidad 
social.  

Este déficit democrático, se agrava por la falta de transparencia en procesos como el cambio 
de uso de suelo, la autorización de megaproyectos y la discrecionalidad de las alcaldías en 
materia de desarrollo urbano, situación que contribuyen al debilitamiento del Estado en su 
capacidad de regular y fiscalizar, debido a intereses privados y la opacidad en la gestión del 
territorio (Ortiz Flores, 2020; IMCO, 2021).  

Derivado de estos tres factores podemos evidenciar la urgencia de revisar y actualizar el marco 
normativo que rige la planeación y el desarrollo urbano en la Ciudad de México. No estamos 
hablando solamente del marco normativo y las modificaciones que éste requiere, el proceso 
necesario consiste más bien en reconfigurar la relación que existe actualmente entre el 
territorio, la ciudadanía y el Estado para salvaguardar la justicia territorial, la sustentabilidad 
ambiental y promover la participación ciudadana activa y efectiva.  

3. Contribución a los objetivos del rubro de gasto: cultura política, participación 
ciudadana y derecho a la ciudad.  

De acuerdo con las directrices establecidas para realizar el presente proyecto de 
investigación, podemos decir que la misma se alinea con los objetivos sustantivos del rubro 
de gasto correspondiente a actividades específicas en el ámbito juvenil e investigativo, ya que 
el eje que articula las políticas públicas territoriales con enfoque de derechos en este trabajo 
es la difusión de la cultura política democrática, la promoción de la participación ciudadana y 
el fortalecimiento del derecho a la ciudad. 

Uno de los aspectos centrales de esta investigación es mostrar cómo es que la debilidad 
normativa y su parcial implementación afecta de manera directa la percepción de legalidad, 
justicia y equidad en la ciudadanía. Lo anterior virtud de que la normatividad urbana se percibe 



manipulable y poco transparente lo que a ojos de la ciudadanía merma la confianza en las 
instituciones y promueve la reproducción de una cultura política de clientelismo territorial 
regulada por el mercado. (CENVI, 2022). 

Como resultado de la presente investigación se busca ampliar la comprensión del orden legal 
como herramienta para la transformación democrática del espacio urbano, así como 
promover el conocimiento ciudadano sobre sus derechos en relación con el territorio, el papel 
de los instrumentos de planeación y la función social del suelo, lo anterior con la intención de 
fomentar una cultura jurídica urbana.  

Otro de los principios fundamentales de la cultura democrática moderna es la participación 
ciudadana efectiva en la toma de decisiones públicas. En este sentido ya mencionamos que 
la legislación actual limita, formaliza o desvincula la participación en materia de planeación 
urbana, lo que evidencia las tensiones entre el discurso participativo y la práctica institucional. 
Por tanto, un objetivo de la presente investigación es contribuir en la formulación de 
propuestas normativas que fortalezcan la incidencia efectiva de la ciudadanía en las 
decisiones territoriales, mediante la incorporación de la voz vecinal en procesos estratégicos 
de planeación.  

Finalmente, esta investigación se inscribe en una línea de estudio que promueve el derecho a 
la ciudad como principio normativo y político integral, que se entiende como el derecho 
colectivo a habitar, transformar y gobernar democráticamente la ciudad. Este derecho inscrito 
en la Constitución exige contar con instrumentos jurídicos eficaces, mecanismos de 
redistribución equitativa y estructuras institucionales abiertas a la participación plural y activa 
(Harvey, 2008; Lefebre, 2013; ONU – Hábitat, 2022).  

Sin embargo, el marco normativo actual no está a la altura del mandato constitucional, por lo 
cual mediante la presente investigación se busca crear un insumo técnico y político para 
facilitar la activación real de este derecho, mediante el diagnóstico de los obstáculos 
normativos actuales y el diseño de alternativas que permitan hacerlos exigibles y realizables.  

La contribución central que esta investigación propone radica en que busca articular un 
análisis jurídico riguroso con una perspectiva ciudadana, participativa y democrática del 
territorio con el propósito de promover los valores fundamentales de la cultura política plural, 
incluyente y orientada al bien común.  

4. Aportaciones teóricas, metodológicas y técnicas derivadas del estudio 

Esta investigación sobre el marco normativo pendiente en la planeación y el desarrollo urbano 
de la Ciudad de México en 2025, representa una oportunidad especial y vigente de generar 
conocimientos tanto en el plano teórico como en el práctico, ya que este estudio propone 
elementos que permitan comprender, transformar y mejorar la regulación del espacio urbano 
con propuestas de modificación que podrían tener implicaciones directas tanto para los 
poderes legislativos y públicos, como para las organizaciones ciudadanas y las comunidades 
académicas.  



La presente investigación se enmarca en el campo del derecho urbano, pero desde una 
perspectiva que analiza el orden jurídico no solamente de manera teórica y desde una 
perspectiva neutra, sino que observa la manera en que las reglas reflejadas en el marco 
normativo reproducen relaciones de poder sobre el territorio (Blomley, 2004; Ortiz Flores, 
2020). Derivado de lo anterior, esta investigación facilita:  

 Considerar el concepto de brecha normativa como fenómeno estructural en las 
ciudades de latino américa.  

 Reforzar, como ejes para evaluar los marcos legales existentes, el debate sobre la 
justicia espacial y el derecho a la ciudad (Harvey, 2008; Lefebre, 2013). 

 Identificar las tensiones entre planeación técnica y regulación política en contextos 
metropolitanos marcados por la desigualdad.  

Estas contribuciones ayudan a volver a conceptualizar la planeación urbana como un campo 
de disputa democrática.  

El modelo metodológico de este documento propone un análisis normativo integral a nivel 
territorial que combina:  

 La revisión documental y jurídica del marco legal vigente 
 La revisión de bases de datos institucionales para comprender y contextualizar el 

análisis normativo. 
 El estudio de casos previamente documentados. 

La intención de la metodología es conectar el análisis legal con realidades urbanas concretas 
y generar instrumentos de evaluación replicables, algo como una matriz de brechas 
normativas o una tipología de conflictos urbano – normativos.  

Dado que la investigación se realizará utilizando únicamente fuentes accesibles en línea, el 
presente documento está promoviendo una ciencia abierta que puede ser replicable, así como 
puede facilitar su consulta por parte de actores no especializados en el sector y/o el tema de 
investigación.  

Finalmente, en el plano técnico y de política pública, se busca ofrecer na tipología 
sistematizada de brechas normativas clasificadas por tema, nivel de gobierno o implicación 
social, lo anterior con la intención de:  

• Detectar con claridad los vacíos regulatorios 
• Proponer lineamientos jurídicos de reforma tales como fortalecer los instrumentos de 

planeación, introducir conceptos como el principio de no desplazamiento y residencia 
protegida o promover la participación ciudadana vinculante.  

• Para mejorar la gobernanza de la ciudad, la trazabilidad de las decisiones urbanas y 
generar coherencia normativa entre los distintos órdenes de gobierno, se busca sugerir 
mecanismos institucionales.  



Esta investigación busca ser una contribución de multinivel: teórica, metodológica y práctica 
porque pretende aportar herramientas para el análisis institucional y propuestas concretas 
para el fortalecimiento del derecho a la ciudad y la regulación democrática de la ciudad.  

III. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

1. Objetivo General 

El objetivo general de esta investigación es analizar de manera crítica y sistemática las brechas 
normativas que están presentes en el marco jurídico de planeación y desarrollo urbano de la 
Ciudad de México en 2025, lo anterior con la intención de comprender como es que estas 
brechas limitan la regulación efectiva del territorio urbano, entorpecen la garantía del derecho 
a la ciudad y perpetúan la desigualdad territorial, la exclusión social y la división institucional.  

Este objetivo se sustenta en el supuesto de que si bien la Ciudad de México cuenta con un 
marco normativo avanzado del cual ya hemos hablado en este documento, dicho andamiaje 
legal presenta deficiencias sustantivas en la menos las siguientes 3 dimensiones:  

a) Omisiones temáticas fundamentales como el cambio climático urbano, la 
gentrificación, el desplazamiento forzado y la especulación del suelo.  

b) Ausencia de fuerza jurídica vinculante en los instrumentos de planeación, lo que 
facilita su uso discrecional por actores privados e institucionales. 

c) Débil articulación institucional entre niveles de gobierno y órganos responsables de la 
planeación, situación que genera contradicciones y/o superposiciones normativas y 
falta de rendición de cuentas.  

El cumplir con el objetivo general de esta investigación permitirá formular propuestas 
concretas de actualización normativa y mejora institucional en consonancia con los principios 
fundamentales establecidos en la Constitución de la CDMX y no solamente detectar 
debilidades.  

2. Objetivos Específicos 

Objetivo específico 1: Identificar omisiones y contradicciones normativas en el marco jurídico 
de planeación y desarrollo urbano de la Ciudad de México.  

La presente investigación busca detectar con certeza y claridad las omisiones temáticas y 
contradicciones jurídicas que persisten en el marco normativo urbano vigente de la Ciudad de 
México ya que representan faltas de regulación que permiten, legitiman o simplemente no 
impiden prácticas del desarrollo urbano excluyentes, especulativas o ambientalmente 
insostenibles.  

A) Omisiones temáticas relevantes 

Hablar de omisiones temáticas significa abordar aquellos temas que en la realidad urbana 
contemporánea están contempladas de forma parcial, ambigua o simplemente no están 
considerados en las leyes, reglamentos o instrumentos de planeación. Ya hemos mencionado 



algunas de las omisiones más graves que se pretende abordar en la presente investigación, 
pero a continuación se enlistan brevemente:  

 Gentrificación y desplazamiento forzado: no existen disposiciones legales que regulen 
el derecho a la permanencia, la vivienda asequible en zonas centrales o medidas en 
contra del desplazamiento por el alza de las rentas, el marco jurídico actual no 
contempla mecanismos de protección legal para habitantes de zonas en proceso de 
revalorización del suelo. (Ejemplo: el caso de colonias como Portales, Sta. María la 
Ribera o Doctores) (PUEC- UNAM, 2021; CENVI, 2022).  

 Cambio climático urbano y resiliencia: si bien este tema, aunque reciente, ya está 
legislado, sin embargo, el ordenamiento territorial y la planeación urbana aún no 
incorporan de forma obligatoria estas temáticas, ni la infraestructura verde y azul en 
las normas técnicas de desarrollo urbano.  

 Captura de plusvalía urbana: el Estado no cuenta con mecanismos normativos claros 
ni operativos para recuperar el valor generado por obras públicas, desarrollos 
inmobiliarios o modificaciones de uso de suelo. (Ejemplo: La instalación del Cablebús 
no se traduce en beneficios redistributivos). 
 

B) Contradicciones normativas entre niveles y escalas 

El marco jurídico actual presenta contradicciones tanto horizontales como verticales entre 
leyes, programas y autoridades. Algunas de las mas visibles son:  

 Desarticulación entre instrumentos de planeación: La contradicción entre el PGOT y 
los planea parciales de desarrollo urbano en temas como el uso de suelo, la densidad 
habitacional o zonas de conservación generan inseguridad jurídica y discrecionalidad 
administrativa.  

 Contradicciones interinstitucionales: especialmente en decisiones sobre proyectos 
urbanos, cambio de uso de suelo o licencias de construcción, existen tensiones 
normativas y de competencias entre alcaldías, SEDUVI, SEDEMA y SEMOVI.  

 Normas delegacionales y reglamentos locales que contradicen principios 
constitucionales: los instrumentos de planeación o reglamentos de desarrollo urbano 
permiten prácticas restrictivas, especulativas o de bajo control social que contradicen 
principios establecidos en la Constitución de la CDMX, como la función social del 
suelo o el derecho a una vivienda digna.  

Este objetivo es fundamental para la investigación ya que la identificación rigurosa y 
sistemáticas de estas omisiones y contradicciones nos permitirá construir una tipología de 
fallas normativas que sea útil para elaborar propuestas de reforma y actualización legal con 
enfoque de derechos, sostenibilidad y equidad.  

Objetivo específico 2: Evaluar la eficacia jurídica de los instrumentos de planeación urbana 
vigentes en la CDMX 



Esta investigación busca evaluar la eficacia jurídica real de los instrumentos de planeación 
urbana que se encuentran vigentes en 2025 en la Ciudad de México; es decir, su capacidad real 
para regular el desarrollo urbano, ordenar el uso de suelo y orientar el territorio conforme a los 
principios constitucionales.  

Planeación urbana no solamente se refiere a que existan programas, planes y reglamentos, 
sino a su aplicación, su cumplimiento obligatorio y coherencia con los procesos reales de 
transformación del espacio urbano. En la Ciudad de México la eficacia jurídica de los 
instrumentos formales existentes como el Programa General de Ordenamiento Territorial 
(PGOT), el Plan General de Desarrollo (PDG) y diversos programas parciales, es limitada por 
factores como:  

1) Falta de obligatoriedad y vinculación legal 

Los instrumentos de planeación existentes se utilizan más como marcos de orientación que 
como normas con fuerza coercitiva, lo cual deja lugar la su incumplimiento o reinterpretación 
discrecional por parte de autoridades o actores privados.  

Ejemplo: Aun cuando el PGOT establece lineamientos de densificación equilibrada, zonas de 
conservación ecológico y criterios de movilidad sustentable, estos no tienen carácter 
vinculante para las alcaldías, al momento de emitir licencias o permisos de construcción, lo 
que debilita su eficacia reguladora (SEDUVI, 2023).  

2) Instrumentos sin jerarquía legal clara ni mecanismos de sanción 

Los diferentes instrumentos de planeación existentes no están jerarquizados. En ocasiones, 
los planes parciales o los reglamentos de desarrollo urbano de las alcaldías contradicen o 
ignoran las directrices del PGOT y PGD, sin que exista un procedimiento claro de armonización 
normativa ni sanciones por su incumplimiento.  

Ejemplo: El desarrollo de corredores habitacionales de alta densidad en zonas como 
Patriotismo o Río Mixcoac, se han aprobado bajo planes delegacionales que son mas 
permisivos ya que no atienden criterios metropolitanos ni principios de sustentabilidad 
definidos a nivel general (CENVI, 2022).  

3) Carencia de seguimiento, monitoreo y actualización periódica 

La normatividad local vigente no cuenta con mecanismos institucionales para su evaluación 
periódica, actualización técnica o revisión participativa, por lo cual son documentos 
desfasados frente a dinámicas urbanas aceleradas o en constante cambio.  

Ejemplo: Los programas delegacionales de desarrollo urbano no han sido actualizados en más 
de una década (e.g. Iztacalco, Azcapotzalco), lo que impide que reflejen transformaciones 
recientes como la redensificación, la movilidad emergente o la digitalización de servicios 
urbanos (PUEC – UNAM, 2021).  

4) Debilidad institucional de las entidades responsables de su ejecución 



La eficacia de los instrumentos de planeación urbana depende de la capacidad operativa, 
técnica y jurídica de las instituciones responsables de su aplicación, como SEDUVI, SEMOVI, 
SEDEMA o bien las direcciones de obra de las alcaldías. La ejecución territorial de los planes 
se ve comprometida por la falta de articulación entre las entidades o su limitada autonomía 
técnica.  

Ejemplo: La falta de coordinación entre autoridades locales, federales y ambientales en 
proyectos como el Tren Interurbano México – Toluca, impidió aplicar de forma efectiva los 
criterios del PGOT y afectó zonas de valor ecológico y comunitario sin ofrecer compensaciones 
por dichas afectaciones.  

Este segundo objetivo nos permitirá generar un diagnóstico jurídico – operativo sobre los 
instrumentos de planeación vigentes en 2025, identificando principalmente su capacidad real 
de orientar el desarrollo urbano. Con esta evaluación será posible proponer reformas que 
otorguen mayor jerarquía legal, vinculación institucional, mecanismos de sanción y 
seguimiento efectivo a dichos instrumentos.  

Objetivo específico 3. Analizar casos representativos de conflicto urbano derivados de 
brechas normativas en la Ciudad de México.  

Con este objetivo se pretende evaluar mediante el análisis de casos concretos la forma en que 
las brechas normativas previamente mencionadas, han derivado en conflictos urbanos 
específicos, tanto en términos sociales como territoriales y legales. Lo que este objetivo 
pretende es entender cómo se viven las deficiencias normativas en el espacio real, procesos 
de disputa social y/o contra autoridades, desplazamiento, saturación o despojo, así como de 
identificar qué actores, intereses y reglas (o la falta de ellas) están involucrados en estos 
conflictos. 

Para realizar el presente análisis se revisarán diversos documentos y normas que hacen 
alusión a diversos casos de estudio que han sido documentados por instituciones tales como: 
PUEC-UNAM, CENVI, IMCO, y medios académicos o especializados. 

a) Primer Caso: Reconversión urbana y cambio de uso de suelo en Benito Juárez 

En esta alcaldía será posible observar cómo es que la falta de control normativo efectivo puede 
derivar en procesos de reconversión vertical desproporcionada. A través del mecanismo de 
"polígonos de actuación" y de cambios exprés de uso de suelo, se han aprobado desarrollos 
inmobiliarios en zonas habitacionales de baja densidad, generando: 

• Saturación de servicios básicos (agua, drenaje, movilidad) 

• Deterioro de la infraestructura urbana 

• Aumento de precios del suelo y desplazamiento indirecto de residentes históricos 

Este fenómeno ha ocurrido porque no se cuenta con mecanismos de evaluación del impacto 
urbano acumulado, además de que existe un marco normativo sin mecanismos de exigibilidad 



lo que genera una débil fiscalización por parte de las autoridades locales, en contradicción 
con los principios de ordenamiento y derecho a la ciudad (IMCO, 2021; PUEC-UNAM, 2021). 

b) Segundo Caso: Gentrificación en colonias tradicionales (Narvarte, Portales, Doctores)  

En estas colonias lo que se puede observar es el desplazamiento de residentes históricos, lo
 que está desarrollando un patrón de sustitución social que se da porque los 
desarrolladores privados cuentan con los recursos para crear nuevos desarrollos y con esto 
modificar los precios de la zona y por otro lado los vacíos legales en la regulación de vivienda 
asequible, la ausencia de normas de protección al inquilinato y la falta de requisitos de 
mitigación lo permiten. 

Estos fenómenos han transformado comunidades con vocación habitacional mixta y renta 
media ,en zonas de inversión especulativa (con precios ya determinados por el mercado), lo 
que está generando un fuerte impacto en el acceso a la vivienda para sectores específicos 
como estudiantes, adultos mayores o trabajadoras del sector informal (CENVI, 2022). 

c) Tercer Caso: Megaproyectos urbanos sin alineación territorial (Cablebús, Tren Interurbano)  

Es conocido que las grandes urbes normalmente enfrentan importantes retos en materia de 
movilidad y transporte público dada la cantidad de población y el caso de la CDMX no es la 
excepción. Se han ejecutado megaproyectos de movilidad y transporte promovidos por el 
gobierno federal, mismos que han demostrado, una clara desconexión con la planeación 
territorial existente. Estamos hablado de proyectos como el Cablebús en la Sierra de Santa 
Catarina (Iztapalapa) o el Tren Interurbano en Cuajimalpa que han sido ejecutados sin cumplir 
plenamente con criterios de: 

• Participación ciudadana previa e informada 

• Evaluación ambiental urbana integral 

• Alineación con el PGOT o con los planes parciales de desarrollo 

Si bien la necesidad de contar con estos medios de transporte justifica estos proyectos, los 
mismos han generado conflictos vecinales y sociales debido a la la falta de transparencia en 
su diseño, la ausencia de consulta y la falta de mecanismos compensatorios frente a la 
afectación de comunidades locales. 

Analizar los casos mencionados, nos permitirá comprender el efecto que generan las brechas 
normativas en la realidad, qué actores se ven afectados y qué actores salen beneficiadios y 
cuales son las condiciones institucionales que permiten su reproducción. Conocer esta 
información es clave para vincular el plano jurídico con el plano socioespacial, y para 
sustentar las propuestas normativas de reforma. 



Objetivo específico 4: Analizar los mecanismos de participación ciudadana vigentes, 
establecidos en la legislación urbana de la CDMX, para conocer sus límites, fortalezas e 
impacto real en la toma de decisiones territoriales 

Para que la planeación urbana pueda ser democrática y legítima, debe incorporar 
mecanismos de participación ciudadana efectiva, debe permitir que la población tenga la 
posibilidad de incidir en las decisiones sobre el uso del suelo, los proyectos urbanos y los 
modelos de desarrollo territorial. En la Ciudad de México, si bien marco normativo reconoce 
formalmente este principio, la participación ciudadana en el contexto de planeación urbana 
ha sido limitada, fragmentada y es predominantemente de carácter consultivo y no vinculante; 
es decir en realidad los ciudadanos no inciden en las decisiones.  

Es por lo anterior, que mediante este objetivo, la investigación busca examinar los 
mecanismos institucionales de participación vigentes en la legislación urbana local y evaluar 
su capacidad real de incidir en las decisiones clave de planificación y transformación urbana. 

a) Participación reconocida en el marco legal 

La Constitución de la Ciudad de México (2017) establece el derecho de la ciudadanía a 
participar en los procesos de planeación y ordenamiento del territorio (artículos 12 y 16), y 
mandata la inclusión de mecanismos participativos en la formulación, seguimiento y 
evaluación de los programas de desarrollo urbano. 

Por su parte, la Ley de Planeación de la CDMX establece la figura de los Consejos Ciudadanos 
de Planeación y promueve ejercicios de consulta pública para la elaboración del PGOT, el PGD 
y otros instrumentos. 

b) Limitaciones estructurales 

Estos mecanismos, a pesar de su reconocimiento formal, presentan diversas limitaciones que 
comprometen su impacto real: 

• No son de carácter vinculante: no hay obligación de tomar en cuenta las opiniones 
emitidas por consejos ciudadanos o consultas vecinales. 

o Ejemplo: En el proceso de consulta del PGOT 2022, varios colectivos 
ciudadanos documentaron que sus aportaciones no fueron incorporadas en la 
versión final del instrumento, sin justificación clara. 

• Escasa transparencia y trazabilidad: A pesar de que se llevan a cabo los consejos 
ciudadanos y/o consultas públicas, no se cuenta con mecanismos o lineamientos 
estandarizados para levantar las propuestas ciudadanas, ni para determinar 
públicamente cómo es que se incorporan o rechazan dentro de los instrumentos 
normativos finales como es PGOT, PGD.  



o Ejemplo: En alcaldías como Azcapotzalco o Coyoacán, la actualización de 
planes parciales se ha hecho sin rendición de cuentas pública sobre elas 
propuestas vecinales. 

• Participación desigual y limitada: Los espacios de consulta suelen estar más 
accesibles para sectores organizados o con mayores recursos, mientras que 
comunidades marginadas o con barreras tecnológicas quedan excluidas del proceso. 

o Ejemplo: En zonas populares de Iztapalapa o Tláhuac, la baja conectividad 
digital impidió una participación equitativa en consultas virtuales realizadas 
durante la pandemia. 

• Captura institucional de espacios participativos: esto significa que los los consejos 
ciudadanos han sido coptados por representantes públicos, empresariales o con 
intereses políticos y/o de partidos, lo que compromete su función crítica e 
independiente (CENVI, 2022). 

c) Potencial transformador y buenas prácticas emergentes 

A pesar de que en la práctica la participación ciudadana no es real dentro de los procesos de 
planeación urbana, existen algunas experiencias participativas valiosas en la CDMX que 
pudieran ser fortalecidas con la normativa, como: 

• Los procesos de planeación barrial impulsados por el Programa de Mejoramiento 
Urbano (SEDATU) 

• Las audiencias vecinales realizadas en proyectos de infraestructura comunitaria 

• Las propuestas de presupuestos participativos vinculados a intervenciones urbanas 

Es por lo anterior que se considera relevante este objetivo porque se busca poder identificar y 
sistematizar las limitaciones y buenas prácticas de los mecanismos de participación actuales, 
con el propósito de proponer modificaciones normativas que fortalezcan la participación 
ciudadana vinculante, representativa y efectiva, principalmente en decisiones que impactan 
el hábitat, la vivienda, el espacio público y la movilidad urbana. 

Objetivo específico 5: Proponer lineamientos para una actualización normativa integral en 
materia de planeación y desarrollo urbano en la CDMX, con enfoque de justicia territorial, 
resiliencia y participación democrática 

La etapa final de esta investigación busca traducir los hallazgos en propuestas normativas 
concretas, orientadas a mejorar la coherencia, eficacia, justicia y sostenibilidad del marco 
jurídico que rige la planeación urbana en la Ciudad de México. Se pretende elaborar las 
propuestas con base en las brechas, contradicciones y conflictos detectados en los objetivos 
anteriores, y serán organizadas en función de tres grandes ejes: 



a) Justicia territorial y protección contra el desplazamiento 

Para que la actualización normativa sea integral , esta debe incorporar mecanismos legales 
que garanticen el derecho de los habitantes históricos a permanecer en el territorio, así como 
una distribución equitativa de cargas y beneficios urbanos sobre todo sobre los servicios. Para 
ello, se podrían proponer algunas medidas iniciales como: 

• Incluir la figura de "residencia protegida" para poblaciones vulnerables en zonas de 
revalorización inmobiliaria (inspirado en modelos de São Paulo o Barcelona). 

• Se podría tambien contemplar el incluir en el marco normativo, obligaciones para el 
mercado de inclusión de vivienda asequible en nuevos desarrollos en zonas con alta 
rentabilidad del suelo. 

• Otro tema que se podría incluir tambien serían algunas limitaciones legales a la 
conversión indiscriminada de vivienda en plataformas turísticas como Airbnb o de 
inversión especulativa (como aquellos terrenos cercanos a la construcción de 
infraestructura pública que aumente su valor). 

La intención de generar estas propuestas es presentar al menos un sistema de contrapesos 
que contrarresten el impacto de los procesos de gentrificación y desplazamiento silencioso 
que actualmente no están contemplados en la legislación urbana (CENVI, 2022; Ortiz Flores, 
2020). 

b) Vinculación jurídica efectiva y gobernanza metropolitana 

Se ha identificado que uno de los problemas severos de este contexto de planeación urbana 
es la debilidad jurídica de los instrumentos de planeación. Por ello, tambien se contempla para 
este quinto objetivo, proponer: 

• Una revisión del estatus legal del PGOT y los planes parciales, para dotarlos de 
carácter jerárquico y obligatorio, incluyendo sanciones por incumplimiento. 

• Establecer un sistema de armonización normativa entre alcaldías y el gobierno central, 
mediante una autoridad metropolitana coordinadora o una unidad jurídica de 
planificación territorial. 

• Incorporar mecanismos de evaluación periódica, indicadores de cumplimiento y 
presupuesto vinculado a los objetivos de los instrumentos de planeación. 

Se busca que estas medidas permitan que los planes urbanos se conviertan en instrumentos 
jurídicos operativos y exigibles. 

c) Participación ciudadana vinculante y democratización del suelo 

Dado que tambien se busca garantizar que la planeación urbana sea democrática, se buscará 
proponer algunos mecanismos normativos para: 



• Transformar las consultas públicas en procesos vinculantes, detallando la manera en 
que las aportaciones ciudadanas pueden o no ser integradas para que se pueda dar 
seguimiento a su inclusión. 

• Crear espacios ciudadanos permanentes de deliberación urbana, como jurados 
ciudadanos territoriales o cabildos urbanos temáticos. 

• Obligar a los entes públicos a realizar auditorías urbanas participativas, previo a la 
autorización de megaproyectos o modificaciones mayores de uso de suelo que 
puedan comprometer el desarrollo territorial. 

Adicionalmente, este quinto objetivo analizará tambien mecanismos mediante los cuales se 
pueda capitalizar en espacios públicos, infraestructura verde y/o vivienda asequible, el 
aumento en la plusvalía urbana, lo anterior con la intención de que la renta del suelo se 
redistribuya de manera equitativa, en línea con el principio constitucional de la función social 
del suelo. 

Este quinto objetivo representa el objeto central de la investigación, que pretende proponer 
una forma de sentar las bases para crear un modelo legal urbano más justo, sustentable y 
democrático, donde el derecho a la ciudad se traduzca en acciones jurídicas concretas y 
exigibles por parte de la ciudadanía. 

IV. PLANTEAMIENTO Y DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 

1. El marco normativo vigente no logra regular de manera efectiva el territorio urbano de la 
CDMX 

A pesar de que la Ciudad de México cuenta con un marco normativo que parece robusto en 
materia de planeación y desarrollo urbano, como ya lo mencionamos anteriormente, el 
proceso real de desarrollo urbano evidencía de forma clara y contundente que dicho 
andamiaje (la Constitución local (2017), la Ley de Planeación, el Programa General de 
Ordenamiento Territorial (PGOT), el Plan General de Desarrollo (PGD) y una diversidad de 
programas parciales) no ha logrado una regulación efectiva del territorio. El territorio ha 
crecido de una forma desordenada, sobrecargando los servicios urbanos, generando 
desigualdades espaciales, enfrentando conflictos sociales recurrentes por el territorio y 
dejando en manos del mercado el valor del suelo.  

Este contexto deja de manifiesto que el problema no es que no se cuente con un andamiaje 
normativo, sino que este mismo es débil y está incompleto ya que: a) no es vinculante, b) no 
está articulado entre los distintos ordenes de gobierno, c) no cuenta con mecanismos de 
seguimiento y trazabilidad y d) no es participativo. Lo anterior genera un vacío institucional que 
se vuelve incapaz de ordenar de forma equitativa, sustentable y democrática el desarrollo 
urbano de la ciudad. 



a) Existen importantes contradicciones en materia de planeación urbana entre la normativa y 
el proceso real de transformación del territorio 

Los instrumentos de planeación que existen, son utilizandos de manera discrecional en 
función de las necesidades de cada actor del sector inmobiliario: algunos se sustentan en 
algunos apartados normativos, pero omiten otros o simplemente ignoran la normatividad y 
compran los permisos y usos de suelo. Esta situación deja claro que la expansión inmobiliaria 
no respeta los criterios de planeación que existen. Esto ha permitido que por ejemplo: en 
zonas con vocación de conservación o de bajo impacto, se desarrollen megaproyectos o 
conjuntos habitacionales verticales sin evaluación integral de impacto urbano. 

Tal es el caso de las colonias Portales y Nápoles, en donde se han autorizado torres 
habitacionales de hasta 10 niveles, sin planeación previa de movilidad, siendo zonas de 
densidad baja, comprometiendo la red hidráulica y los servicios públicos. La aplicación de 
“polígonos de actuación” y “transferencia de potencialidades” ha sido usada como estrategia 
para burlar restricciones normativas (PUEC-UNAM, 2021). 

b) Ausencia de jerarquía normativa 

Los distintos niveles de gobierno están fragmentados de la misma manera que los actores que 
intervienen en la planeación urbana: el Gobierno de la Ciudad, las alcaldías, SEDUVI, SEDEMA, 
SEMOVI, el Congreso local y el sector privado. No existe un sistema jurídico que acompañe las 
diversas competencias que tiene cada actor en el sector por lo cual no existe coherencias 
entre las normas y la coordinación entre instituciones y/o actores.  

Sin tomamos como ejemplo el caso del Tren Interurbano México-Toluca, podemos ver que el 
trazo y ejecución del proyecto se realizó desde el gobierno federal sin que realizara un ejercicio 
de armonización con los programas de ordenamiento local. Esto inevitablemente provocó 
conflictos con las comunidades de Cuajimalpa y Álvaro Obregón por el daño que se generó en 
reservas naturales y asentamientos consolidados. 

c) Débil fuerza jurídica de los instrumentos de planeación 

A diferencia de otros ordenamientos normativos como el Código Civil o el Código Penal, los 
instrumentos de planeación no son vinculantes, lo que permite que autoridades o actores 
económicos los eludan sin consecuencias. 

Tomemos como ejemplo el PGOT, este instrumento señala zonas prioritarias para vivienda 
social y espacios verdes, sin embargo, estos criterios no son obligatorios para desarrolladores 
privados ni para el otorgamiento de licencias por parte de las alcaldías, situación que permite 
el uso discrecional del suelo.  



d) Falta de actualización normativa frente a nuevos fenómenos urbanos 

Existen fenómenos emergentes como el cambio climático urbano, la digitalización de los 
servicios, la movilidad multimodal o la turistificación del espacio habitacional, que no han sido 
incluídos dentro de la normatividad vigente en la CDMX. 

Si consideramos como ejemplo, como Airbnb ha generado una presión inmobiliaria en 
colonias como la Roma, laCondesa o la Escandón, podemos ver como esta herramienta ha 
transformando viviendas en unidades de renta temporal y con esto impactado en la 
modificación del valor del suelo en dichas zonas. Esto no se encuentra regulado dentro del 
marco normativo vigente por lo cual no se protege el uso habitacional permanente y se están 
generando desplazamientos silenciosos y aumento del costo del suelo (Ortiz Flores, 2020). 

e) Participación ciudadana formal pero sin impacto real. 

Aunque la Constitución de la CDMX (2017) reconoce el derecho a la participación en la 
planeación del territorio, los mecanismos actuales no son vinculantes ni permiten 
seguimiento y trazabilidad de la participación ciudadana. Por lo cual parecería que su 
existencia solo busca simular que son instrumentos democráticos sin que en realidad la 
ciudadanía tenga un impacto en las decisiones.   

Un claro ejemplo de esta situación es la consulta del PGOT en 2022, en este ejercicio 
numerosas organizaciones sociales manifestaron que sus propuestas no fueron incorporadas 
y que no fueron informados de las causas por las cuales no se les tomó en cuenta, es decir; el 
proceso careció de transparencia y trazabilidad (CENVI, 2022). 

Considerando lo anterior es que la presente investigación plantea que el marco normativo 
vigente en la Ciudad de México no ha logrado construir una arquitectura legal operativa, 
coherente y con capacidad real de incidencia sobre el territorio. La desarticulación genera 
disfuncionalidad que en el territorio se reproduce como desigualdad espacial, debilitamiento 
del derecho a la ciudad y por ende facilita la captura del orden urbano por actores económicos 
con alta capacidad financiero y/o de influencia. 

2. La desarticulación  entre el marco normativo y su aplicación real, impacta de manera directa 
la vida urbana y a su ciudadanía 

La disfuncionalidad del marco normativo en materia de planeación y desarrollo urbano tiene 
consecuencias directas, profundas y desiguales sobre la vida cotidiana de millones de 
habitantes.  Consecuencias que se traducen en injusticias espaciales, pérdida de derechos 
urbanos, conflictos territoriales y deterioro de la calidad de vida, por lo cual es fácil concluir 
que el marco legal no está garantizando el derecho a la ciudad que proclama la Constitución 
local. 

A continuación, se describen los principales impactos que esta disfuncionalidad genera: 



a) Desigualdad en el acceso a la ciudad 

La ausencia de regulación efectiva del uso del suelo y la especulación inmobiliaria producen 
procesos de segregación urbana, donde el acceso a bienes públicos (transporte, espacio 
público, vivienda adecuada, servicios básicos) se concentra en ciertas zonas, mientras otras 
permanecen en condiciones de precariedad o marginación. 

Algunos de ejemplos de esto, los podemos ver en el contraste de inversiones y desarrollo entre 
zonas como Polanco, Del Valle o Santa Fe en donde se construyen desarrollos verticales de 
alta gama con infraestructura renovada y colonias populares de Iztapalapa o Tláhuac en donde 
persisten déficits de drenaje, alumbrado, pavimentación o acceso a transporte masivo, a 
pesar de que dichas demarcaciones están reconocidas en diagnósticos oficiales como zonas 
de atención prioritaria (PGD, 2023). 

b) Desplazamiento y desarraigo comunitario 

Se está generando un proceso de desplazamiento indirecto derivado de la falta de protección 
normativa a la vivienda social y el uso habitacional  por lo cual sectores tradicionales están 
siendo expulsados de sus entornos por el aumento de precios, el cambio en el uso de suelo 
y/o la reconversión habitacional.  

Si vemos el caso de la colonia Doctores y la zona sur de la Roma, podemos identificar como 
las rentas se han duplicado en menos de cinco años debido a la presencia de Airbnb y 
proyectos de reconversión. Esto ocurre porque no se cuenta con mecanismos legales que 
aseguren el arraigo de habitantes históricos o el equilibrio entre oferta turística y vivienda 
permanente (Ortiz Flores, 2020). 

c) Conflictos urbanos y desconfianza ciudadana 

Existe en la CDMX un ambiente de desconfianza y conflicto constante entre los ciudadanos, el 
gobierno y los actores privados del mercado inmobiliario y esto se dervida de que no hay 
participación efectiva ni transparencia normativa en los procesos de planeación urbana. Las 
decisiones sobre grandes obras o cambios normativos se toman sin consulta o sin incorporar 
las demandas sociales. 

d) Deterioro ambiental y vulnerabilidad ante riesgos 

El ambiente urbano y la resiliencia de la ciudad frente a riesgos frecuentes como época de 
lluvias intensas (cada mez más), olas de claro y los recientes socavones, destacan la falta de 
alineación entre la planeación normativa y la gestión del territorio. 

Podemos ver el impacto que genera la urbanización en zonas de conservación ecológica 
(como el Ajusco Medio o el poniente de Cuajimalpa) , lo que ha reducido áreas de infiltración 
de agua, agravando las sequías urbanas y el hundimiento de la ciudad. Esta expansión se da 
gracias al otorgamiento de permisos discrecionales o por omisión de actualización de planes 
parciales (SEDEMA, 2023). 



e) Reproducción del desequilibrio metropolitano 

La ausencia de coordinación normativa con el entorno metropolitano provoca que la CDMX 
traslade problemas a municipios colindantes, como es el caso de la saturación de 
infraestructura, lo que genera presión sobre servicios básicos y/ o desplazamiento de 
población. 

Un ejemplo de esto es el crecimiento vertical desordenado en alcaldías como Miguel Hidalgo 
o Benito Juárez , casos que han generado un aumento de movilidad desde municipios como 
Naucalpan o Nezahualcóyotl, sin que de por medio exista una planeación conjunta ni 
integración metropolitana del suelo y la infraestructura (IMCO, 2021). 

En conjunto, estos impactos demuestran que la disfuncionalidad normativa es un fenómeno 
estructural que vulnera derechos, genera desigualdades territoriales y debilita la gobernanza 
urbana. Es por ello, urgente realizar una revisión que permitan proponer reformas al marco 
legal que le otorguen fuerza jurídica, mecanismos de participación vinculante, así como a las 
instituciones públicas capacidades suficientes para que el derecho a la ciudad se real en la 
práctica y no solo en el papel. 

3. Existen vacíos, contradicciones y/o actores que limitan la planeación democrática y 
sostenible de la ciudad. 

A pesar de que el marco normativo de la Ciudad de México reconoce formalmente principios 
de planeación democrática, sostenibilidad territorial y justicia espacial (Constitución CDMX, 
2017), en la práctica, como hemos visto hasta este momento, estos principios han sido 
debilitados por vacíos legales, contradicciones operativas y la influencia de actores con 
capacidad de captura institucional, lo que limita su cumplimiento efectivo. La planificación 
urbana actual se ve obstruida por estructuras de poder, intereses económicos y debilidad 
institucional, no  es solo un problema de desfase de las dinámicas reales del territorio. 

a) Se identifican vacíos normativos críticos 

Cuando hablamos de vacíos hacemos referencia a la ausencia de regulación específica o 
actualizada para problemáticas urbanas emergentes que actualmente requieren atención 
urgente. Algunos de los más relevantes son: 

• Ausencia de mecanismos de control de renta urbana y protección a los inquilinos, lo 
que esta permitiendo al mercado la expulsión indirecta de habitantes por alza de 
rentas en zonas centrales (Roma, Santa María la Ribera, Portales). 

• Ausencia de normas específicas para regular plataformas de renta turística (Airbnb) y 
su impacto en el mercado de vivienda, fenómeno que por un lado, acelera la 
turistificación y por otro, disminuye la oferta de vivienda permanente. 



• Carencia de instrumentos normativos para incorporar la justicia climática urbana: la 
resiliencia ante lluvias, calor extremo, o contaminación no está integrada en normas 
de desarrollo urbano o infraestructura. 

Estas ausencias contribuyen a que la planeación urbana no actúe como herramienta 
anticipatoria y correctiva, sino que se limite a ser reaccionaria tardíamente o a atender de 
manera parcial las problemáticas que se van presentando en el camino.  

b) Contradicciones normativas y operativas 

Además de los vacíos, existen contradicciones tanto internas como interinstitucionales que 
dificultan la implementación de una planeación democrática: 

• Contradicciones entre escalas normativas: Los programas parciales, reglamentos 
delegacionales y planes de alcaldía muchas veces se contradicen entre sí o con el 
PGOT, generando ambigüedad jurídica que beneficia la discrecionalidad 
administrativa. 

• Contradicciones entre normas urbanas y decisiones políticas: Proyectos como el Tren 
Interurbano, la Línea 12 del Metro o desarrollos en zonas ecológicas muestran cómo 
las decisiones de alto nivel pueden imponerse ante la planeación territorial, 
vulnerando principios de sostenibilidad y consulta ciudadana. 

• Incompatibilidades entre leyes urbanas y normas de inversión pública: Muchas obras 
de infraestructura no se alinean con el PGOT o no pasan por evaluación urbana, debido 
a criterios presupuestales que se imponen sobre los de ordenamiento territorial, lo que 
representa otra área de oportunidad que requiere ser explorada.  

Estas contradicciones provocan que el orden jurídico no sea predictivo ni confiable, y que 
opere bajo reglas que se encuentran ante constantes cambios, mermando así la confianza 
pública en la planeación urbana. 

c) Actores que limitan la planeación democrática 

Existen diversos actores que operan e interactuan en el contexto de planeación urbana, estos 
acotres cuentan con diferentes capacidades que les permiten tomar decisiones o 
simplemente cooptar los procesos de toma de desiciones. Entre los principales actores que 
imponen limitantes se encuentran: 

1. Corporativos inmobiliarios y fondos de inversión urbana 

Estos actores, inciden en las decisiones de uso de suelo, densificación y autorización de 
megaproyectos y en algunos casos, financian estudios de impacto urbano o tienen vínculos 
con despachos encargados de consultorías técnicas, lo cual genera conflictos de interés. 



2. Alcaldías con agendas político-partidistas 

En muchas ocasiones, los planes parciales o decisiones sobre licencias de construcción 
responden a coyunturas electorales o compromisos locales, más que a un diagnóstico técnico 
o participativo. Por tanto es que algunas alcaldías permiten que haya desarrollos inmobiliarios 
contrarios a lo establecido en el PGOT, justificando con la adquisición de permisos de uso de 
suelo fuera de la normatividad o utilizando normatividad desactualizada.  

3. Entidades con bajo poder técnico o político 

Existen instituciones como la Secretaría del Medio Ambiente o los Consejos Ciudadanos 
quienes muchas veces carecen de recursos o atribuciones suficientes para frenar desarrollos 
que contravienen los principios de sostenibilidad urbana. Es aquí donde su papel consultivo 
sin carácter cinvulante, limita su capacidad de incidir en decisiones cuyo impacto y efectos 
son altos.  

4. Ciudadanía desorganizada o con barreras de acceso 

La participación real en la planeación está restringida por asimetrías de información, 
desigualdad tecnológica, tiempos burocráticos y lenguaje técnico, lo que excluye a sectores 
populares, adultos mayores o comunidades periféricas. 

Si combinamos los vacíos normativos, las contradicciones jurídicas y/o desigualdades en la 
capacidad de incidencia pública, se genera un entorno urbano en donde la planificación 
democrática y sostenible se vuelve algo aspiracional más que una práctica institucionalizada. 
Es por esto que, la presente investigación busca identificar y sistematizar factores es clave que 
permitan formular propuestas de reformas legales que otorguen al proceso de planeación 
urbana de fuerza jurídica, coherencia institucional y control ciudadano efectivo. 

4. Delimitación espacial, temporal y temática del problema 

La delimitación clara del problema de investigación es fundamental para establecer el 
enfoque, el campo de análisis y la viabilidad del trabajo. En este caso, la investigación se acota 
a tres niveles de análisis: espacial, temporal y temático, conforme al enfoque de derecho 
urbano, justicia territorial y gobernanza normativa adoptado por el estudio. 

a) Delimitación espacial: la investigación se realiza en el entorno de la Ciudad de México, con 
énfasis en zonas de transformación acelerada 

La presente investigación se centra en la Ciudad de México como entidad federativa 
autónoma, contemplando sus 16 alcaldías, que constituyen el nivel más próximo de gestión 
territorial. Si bien el marco normativo de la ciudad es de carácter general, hemos ya 
mencionado como es que su implementación concreta varía entre territorios, por lo que el 
estudio para efectos de proporcionar claridad se centrará especialmente en tres zonas 
representativas con dinámicas críticas de transformación urbana, con la intención de 
identificar propuestas claras de reformas, las tres zonas de estudio serán: 



• Benito Juárez y Cuauhtémoc: ya que representan áreas de alta concentración 
inmobiliaria, con procesos intensos de densificación, sustitución de población e 
impactos especulativos. Estos casos son clave para analizar las contradicciones 
normativas entre usos del suelo, participación ciudadana y límites legales de la 
reconversión urbana. 

• Iztapalapa y Gustavo A. Madero: que son territorios con dinámicas de marginación 
histórica, déficit de infraestructura y servicios básicos, crecimiento informal y 
conflictos por regularización de suelo. En este contexto lo que queremos analizar, es 
la desigualdad territorial frente a la aplicación normativa. 

• Álvaro Obregón y Cuajimalpa: Finalmente estas demarcaciones tienen zonas de 
expansión de infraestructura metropolitana (Tren Interurbano) que están generando 
presión sobre áreas de conservación ecológica, por lo cual son casos útiles útiles para 
explorar el desajuste entre planeación urbana y ejecución de megaproyectos. 

En principio se espera que con esta selección sea posible contrastar cómo las brechas 
normativas se manifiestan de forma diferenciada en territorios con contextos sociales, 
económicos y urbanos diversos, lo que ilustrará claramente la ineficiencia del marco 
normativo actual para atender las desigualdades espaciales. 

b) Delimitación temporal: 2017–2025 

La investigación se acota al periodo que inicia en 2017, año clave por dos razones: 

1. Es el año en el que se promulgó la Constitución de la Ciudad de México, instrumento 
en donde se introdujeron principios innovadores como: el derecho a la ciudad, la 
función social del suelo y la participación democrática en la planeación territorial. 

2. Por otro lado, es el periodo en el cual se ha dado una mayor reconfiguración 
institucional posterior al sismo del 19S, momento que evidenció fallas estructurales 
del modelo urbano y motivó reformas normativas, especialmente en materia de uso de 
suelo, seguridad estructural y reconstrucción. 

El corte temporal llega hasta 2025, año en el que se han aprobado (o están por consolidarse) 
los principales instrumentos derivados del nuevo modelo constitucional, como el PGOT, PGD 
y los reglamentos técnicos específicos. Este periodo permite observar la evolución normativa 
reciente, así como su grado de implementación en el territorio, aunque sea de manera 
incipiente, pero es oportuno para generar propuestas de reformulación. 

c) Delimitación temática: brechas normativas en planeación y desarrollo urbano 

El enfoque temático se limita al análisis de las brechas normativas que impiden la regulación 
efectiva del territorio urbano, clasificadas en cinco dimensiones: 

1. Omisiones temáticas (e.g., vivienda asequible, gentrificación, resiliencia climática) 



2. Contradicciones jurídicas entre niveles de gobierno e instrumentos normativos 

3. Falta de jerarquía y vinculación legal de la planeación 

4. Débil institucionalidad y gobernanza territorial 

5. Participación ciudadana formal pero sin incidencia real 

No se incluyen dentro del presente estudio otros campos normativos relevantes, salvo que 
estos se crucen directamente con los aspectos de planeación y ordenamiento territorial, tales 
como: el derecho ambiental puro, el derecho agrario, o la normativa fiscal urbana. 

Esta delimitación permite que la investigación sea viable, acotada y relevante, enfocada en 
¿cómo? y ¿por qué? el marco legal urbano de la CDMX ha fallado en su capacidad de 
regulación territorial, y qué reformas son necesarias para corregir esa disfunción desde una 
perspectiva normativa y territorial integral. 

V. MARCO TEÓRICO Y CONCEPTUAL DE REFERENCIA  

1. Definiciones clave 

El presente apartado establece las definiciones de los principales conceptos que sustentan 
esta investigación. Partimos de un enfoque interdisciplinario, combinando aportaciones del 
derecho urbano, la sociología territorial, la planeación participativa y los estudios críticos de 
ciudad. Por lo anterior, las definiciones presentadas a continuación constituyen el marco de 
análisis desde el cual se realizará la intepretación de los hallazgos normativos, documentales 
y territoriales. 

a) Ciudad y territorio urbano 

Se entiende a la ciudad, como una realidad compleja de multiples niveles, construida 
históricamente por procesos sociales, económicos, culturales, ambientales y políticos, 
mismos que se manifiestan espacialmente en formas urbanas diversas. El territorio urbano no 
es solo el soporte físico de edificaciones o infraestructura, sino un espacio socialmente 
producido (Lefebvre, 1974), donde se disputan derechos, recursos y significados. 

En esta investigación, el territorio urbano de la Ciudad de México se concibe como un espacio 
dinámico en constante transformación, condicionado por decisiones institucionales, 
intereses privados, políticos y públicos, así como por dinámicas del mercado del uso del suelo 
y formas comunitarias de habitar, resistir y participar.  

b) Planeación urbana 

Se entiende por planeación urbana al conjunto de procesos técnicos, normativos, sociales e 
institucionales orientados a regular y organizar el uso del suelo, la infraestructura, los servicios 
públicos y el desarrollo físico de las ciudades, de acuerdo con objetivos de sostenibilidad, 
equidad y eficiencia (UN-Habitat, 2020). 



Sin embargo, en esta investigación se pretende adoptar una visión crítica, mediante la cual se 
reconoce que la planeación urbana no es solo un proceso normativo, jurídico y/o técnico: sin 
que es un proceso vivo, cambiante público político, atravesado por relaciones de poder, 
disputas de intereses y desigualdades estructurales (Healey, 2006). Por ello, el estudio se 
enfoca en evaluar en el contexto de la CDMX, que tan democrática, vinculante y justa es la 
planeación en la práctica, más allá de su sustento normativo. 

c) Marco normativo urbano 

Se le define así al conjunto de disposiciones legales, reglamentarias, constitucionales, 
técnicas e institucionales que regulan la planeación, gestión y uso del espacio urbano. Incluye 
normas generales (Constitución local), leyes específicas (Ley de Planeación CDMX, Ley de 
Desarrollo Urbano), instrumentos programáticos (PGOT, PGD, planes parciales), así como 
reglamentos, lineamientos técnicos y resoluciones administrativas. 

Sin embargo, este marco no es solo un sistema de reglas, es también un reflejo de modelos 
urbanos, valores sociales y relaciones de poder. En el caso de la CDMX, se busca entender 
como este marco influye en el desarrollo del espacio urbano a través de una investigación que 
analizará cómo estas normas son aplicadas, interpretadas o vulneradas. 

d) Brechas normativas 

Las brechas normativas son vacíos, contradicciones o insuficiencias en el marco jurídico 
vigente y actual que impiden que la regulación sea efectiva, justa y coherente para el desarrollo 
del territorio. Como ya lo mencionamos en el apartado de delimitación del estudio,estas 
brechas pueden ser: 

• Omisiones temáticas (problemas no regulados) 

• Contradicciones entre niveles de gobierno y sus normativas 

• Normas inoperantes o desactualizadas 

• Falta de jerarquía o vinculación jurídica 

• Débil fiscalización o aplicación discrecional 

En esta investigación, las brechas normativas se entienden como expresiones jurídicas de la 
desigualdad territorial, que favorecen la discrecionalidad, permiten la captura institucional y 
debilitan el derecho a la ciudad. 

e) Planeación democrática 

Se refiere a un modelo de planeación urbana que garantiza que la participación social es 
vinculante y representativa de la ciudadanía en todas las fases del proceso: diagnóstico, 
diseño, toma de decisiones, implementación y evaluación. Es decir; se requiere a que es una 
participación que no se limita a consultas formales, sino que implica: 



• Derecho a la información clara y oportuna 

• Inclusión de sectores tradicionalmente excluidos 

• Trazabilidad y justificación de decisiones públicas 

• Fortalecimiento de capacidades ciudadanas 

Este enfoque se basa en los principios establecidos por la Constitución de la CDMX (2017, 
arts. 12, 13 y 16), el derecho a la ciudad y la perspectiva de gobernanza urbana inclusiva (UN-
Habitat, 2020; Borja, 2013). 

f) Derecho a la ciudad 

Este es un concepto clave de la presente investigación, el derecho a la ciudad es el derecho 
colectivo de todos los habitantes —especialmente aquellos históricamente excluidos— a 
habitar, producir, transformar, gobernar y disfrutar la ciudad, de manera justa, democrática y 
sustentable (Harvey, 2012; Lefebvre, 1968). 

Este derecho implica: 

• Acceso equitativo a bienes públicos y servicios urbanos 

• No discriminación territorial 

• Protección contra el despojo y el desplazamiento 

• Participación efectiva en decisiones que afectan el/su entorno 

En la CDMX, este principio está reconocido legalmente desde la Constitución local, pero el 
problema que enfrentamos es que su cumplimiento real es limitado. Por tanto, esta 
investigación explora cómo las deficiencias normativas obstaculizan el ejercicio pleno de este 
derecho. 

g) Gobernanza urbana 

La gobernanza urbana se entiende como conjunto de instituciones, normas, actores y 
relaciones que regulan el funcionamiento y el desarrollo de las ciudades. A diferencia del 
gobierno, que implica autoridad jerárquica, la gobernanza reconoce la existencia de múltiples 
centros de poder (Estado, mercado, sociedad civil) y enfatiza la necesidad de coordinación 
horizontal, participación ciudadana y transparencia (Pierre y Peters, 2000). 

En esta investigación, se examinará cómo la gobernanza urbana en la CDMX está 
limitada/fragmentada por debilidades normativas, institucionales y políticas, que impiden una 
gestión democrática, coordinada y efectiva del territorio. 

h) Ordenamiento territorial 

Se entiende por ordenamiento territorial al proceso técnico, político y normativo mediante el 
cual el Estado organiza, regula y gestiona el uso, ocupación y transformación del territorio, 



buscando equilibrar el desarrollo económico, la equidad social y la sustentabilidad ambiental 
(SEDATU, 2020; ONU-Hábitat, 2015). 

Se trata, por tanto, de un instrumento de planificación estratégica e integral, que articula 
políticas públicas intersectoriales (vivienda, movilidad, medio ambiente, infraestructura, 
patrimonio) con base en diagnósticos territoriales y de participación ciudadana. 

En el contexto de la Ciudad de México, el ordenamiento territorial está normado por el 
Programa General de Ordenamiento Territorial (PGOT) y se complementa con planes parciales 
y estrategias sectoriales. Sin embargo, como señala esta investigación, su implementación ha 
sido limitada por contradicciones normativas, baja vinculación jurídica y captura por intereses 
privados, lo que impide su efectividad como mecanismo de justicia espacial y sostenibilidad. 

i) Desarrollo urbano sostenible 

El desarrollo urbano sostenible es un modelo de desarrollo que busca satisfacer las 
necesidades de la población urbana actual sin comprometer la capacidad de las generaciones 
futuras, garantizando la protección ambiental, la inclusión social y el equilibrio territorial 
(ONU, Agenda 2030, ODS 11). 

Este concepto implica la integración equilibrada de tres dimensiones fundamentales: 

1. Ambiental: uso racional del suelo, protección de áreas naturales, mitigación y 
adaptación al cambio climático. 

2. Social: acceso equitativo a vivienda, servicios básicos, espacio público y participación 
ciudadana. 

3. Económica: eficiencia en la gestión del territorio, regulación del mercado del suelo, 
generación de empleo urbano justo. 

En la Ciudad de México, el desarrollo urbano sostenible es un principio reconocido por la 
Constitución local y por los marcos normativos vigentes, pero no se traduce sistemáticamente 
en políticas de planeación ni en decisiones de inversión urbana. La presente investigación 
busca explorar cómo esta disociación entre discurso normativo y las prácticas urbanas, 
reproduce dinámicas de fragmentación, sobreexplotación del territorio y vulnerabilidad 
climática. 

2.Enfoques Teóricos 

Gobernanza urbana: enfoque teórico y su relevancia para el análisis normativo urbano 

1. Definición y fundamentos teóricos 

La gobernanza urbana puede definirse como el conjunto de procesos, normas, relaciones e 
instituciones mediante los cuales se toman decisiones, se asignan recursos y se regula el 
funcionamiento de las ciudades, no solo por el Estado, sino mediante la interacción entre 
actores públicos, privados, sociales y comunitarios (Pierre & Peters, 2000). 



Este enfoque surge como respuesta crítica a los modelos verticales, jerárquicos y 
centralizados del gobierno urbano. La gobernanza reconoce que el poder se ha fragmentado y 
redistribuido en redes donde participan empresas, organizaciones civiles, comunidades, 
instituciones académicas y organismos multilaterales, lo que exige mecanismos de 
coordinación horizontal, transparencia, legitimidad y participación. 

“La gobernanza urbana es un proceso político continuo, donde las decisiones sobre el 
territorio deben ser resultado de la interacción entre múltiples intereses, capacidades y 
escalas de poder” — Patsy Healey (2006), Collaborative Planning 

2. Principales aportes académicos internacionales 

Varios autores han sido fundamentales en la consolidación del enfoque de gobernanza 
urbana: 

• Gerry Stoker (1998) define la gobernanza como “la manera en que se ejerce el poder 
para gestionar los asuntos colectivos en contextos donde no hay una autoridad única 
dominante, sino múltiples centros de decisión”. 

• Patsy Healey (2006) propone el modelo de planning through debate, donde la 
planeación urbana no es una imposición técnica sino un proceso comunicativo, donde 
la construcción de consensos legítimos es la base. 

• Jon Pierre y Guy Peters (2000) explican que el cambio de “government to governance” 
supone pasar de estructuras de mando a redes de negociación, lo que obliga a redefinir 
el papel del Estado como coordinador más que como ejecutor directo. 

• UN-Habitat (2016; 2020) ha institucionalizado este enfoque en la Nueva Agenda 
Urbana, subrayando que la gobernanza efectiva debe ser participativa, transparente, 
multiescalar, intersectorial y basada en el derecho a la ciudad. 

3. Enfoques latinoamericanos y mexicanos 

En América Latina, el enfoque de gobernanza ha sido adaptado a contextos de alta 
desigualdad, informalidad urbana y captura institucional. Entre las principales aportaciones 
destacan: 

• Emilio Duhau y Angela Giglia (2007): quienes critican que los procesos de gobernanza 
urbana en México han tendido a ser cooptados por intereses inmobiliarios, debilitando 
la capacidad regulatoria del Estado y dejando fuera a los sectores populares. 

• José Castillo (2010): quien analiza cómo en la CDMX los grandes proyectos urbanos 
han sido resultado de alianzas público-privadas, sin control ciudadano efectivo, lo que 
ha erosionado la legitimidad de las instituciones de planeación. 



• Loreta Castro y Manuel Perló (2018): han propuesto integrar a la gobernanza urbana el 
concepto de infraestructura cívica, que articula participación, diseño y gestión social 
del espacio público. 

• Ana Falú (2016): quien destaca la necesidad de una gobernanza feminista del territorio, 
donde se reconozcan las diferencias de género en el acceso y control del espacio 
urbano. 

4. Tipologías y dimensiones de la gobernanza urbana 

La gobernanza urbana puede analizarse en distintas dimensiones que permiten evaluar su 
calidad y eficacia: 

Dimensión Descripción 

Horizontalidad 
Nivel de coordinación entre actores no jerárquicos (alcaldías, 
sociedad civil, empresas) 

Multiescala 
Articulación entre escalas local, metropolitana, estatal y 
federal 

Participación ciudadana 
Grado de inclusión y vinculación de la ciudadanía en la toma 
de decisiones 

Transparencia y rendición de 
cuentas 

Disponibilidad pública de información y mecanismos de 
fiscalización social 

Capacidad institucional 
Recursos humanos, técnicos y financieros disponibles para la 
gestión urbana 

 

5. Gobernanza urbana en la CDMX: contradicciones estructurales 

Aunque la Constitución de la Ciudad de México (2017) establece que la planeación debe ser 
democrática, prospectiva y participativa (arts. 12, 13 y 16), en la práctica existen barreras 
estructurales que impiden una gobernanza urbana efectiva, tales como: 

• Fragmentación institucional entre SEDUVI, SEDEMA, SEMOVI, Instituto de Planeación 
y alcaldías. 

• Participación ciudadana limitada a procesos consultivos no vinculantes (como el 
PGOT 2022). 

• Falta de trazabilidad en decisiones urbanas relevantes. 

• Asimetrías de poder entre desarrolladores privados y comunidades. 



• Falta de coordinación metropolitana con municipios del Estado de México. 

Este desequilibrio ha dado lugar a un modelo híbrido de gobernanza segmentada, donde 
coexisten mecanismos formales de consulta con prácticas opacas de toma de decisiones 
urbanas. La presente investigación busca justamente, evidenciar estas contradicciones y 
proponer mecanismos jurídicos para revertirlas. 

6. Relevancia del enfoque de gobernanza para esta investigación 

Adoptar el enfoque de gobernanza urbana permite a esta investigación: 

• Analizar la arquitectura institucional de la planeación en la CDMX, más allá de las 
normas escritas (entender la red de relaciones que la integran). 

• Identificar actores con poder efectivo de decisión y su relación con los marcos 
normativos. 

• Evaluar el grado de coherencia, coordinación y participación en los procesos de 
planeación territorial. 

• Proponer reformas jurídicas e institucionales para fortalecer la democracia urbana, la 
equidad y la sostenibilidad. 

2. Justicia espacial: enfoque teórico y su relevancia en la planeación urbana 

1. Definición y fundamentos teóricos 

El concepto de justicia espacial se refiere a la distribución equitativa de los recursos, 
oportunidades, servicios, riesgos y beneficios en el espacio urbano, así como a los procesos 
mediante los cuales esa distribución es producida, disputada o excluida (Soja, 2010). 

El concepto surge como una extensión territorial de la justicia social, reconociendo que el 
espacio no es neutro, sino el resultado de relaciones de poder que determinan quién tiene 
acceso a qué lugares, con qué derechos y bajo qué condiciones. En este sentido, la justicia 
espacial implica tanto la equidad en el reparto, como la inclusión en la decisión sobre el 
territorio (Harvey, 1973; Lefebvre, 1968). 

“La justicia espacial no es solo una cuestión de dónde están las cosas, sino de cómo el 
espacio se organiza para beneficiar o excluir a ciertos grupos sociales.”  
— Edward Soja (2010), Seeking Spatial Justice 

2. Aportes teóricos internacionales 

• Henri Lefebvre (1968) fue pionero al denunciar cómo el espacio urbano es producido 
por y para el capital, y propuso el derecho a la ciudad como contrapeso colectivo ante 
la mercantilización del territorio. 



• David Harvey (1973, 2009) relacionó explícitamente desigualdad urbana con injusticia 
espacial, al demostrar cómo la lógica del mercado genera segregación residencial, 
acceso desigual al transporte o exclusión de servicios públicos. 

• Edward Soja (2010) sistematizó el concepto, destacando que la injusticia espacial no 
es un síntoma secundario, sino una dimensión central del conflicto social urbano, que 
debe ser abordada desde la planeación, el diseño institucional y la normatividad. 

• Susan Fainstein (2010) desarrolló el modelo de la “ciudad justa”, proponiendo 
principios de equidad, diversidad y democracia en la planeación como antídoto frente 
a la gentrificación, el urbanismo de élite y los proyectos de enclave. 

3. Perspectivas latinoamericanas y mexicanas 

• Raquel Rolnik (2015) ha mostrado cómo los marcos normativos urbanos en América 
Latina han servido históricamente para excluir a los pobres, legalizar el despojo o 
institucionalizar la desigualdad territorial. Propone un enfoque de justicia urbana 
basada en derechos colectivos. 

• Eugenio Ortiz Flores (2020) ha desarrollado el concepto de justicia espacial urbana en 
México, analizando cómo las brechas normativas permiten que los beneficios del 
desarrollo urbano se concentren en ciertos grupos, mientras otros enfrentan 
restricciones legales, despojo o invisibilidad territorial. 

• Fernanda Magallón y Carlos San Juan (2021) señalan que en la CDMX la injusticia 
espacial se reproduce por la asimetría en la aplicación del derecho urbano: mientras 
se flexibilizan normas para megaproyectos, se endurecen para la vivienda popular o el 
comercio informal. 

4. Dimensiones clave de la justicia espacial 

La justicia espacial no se limita a la distribución material del espacio. Implica también el 
reconocimiento, la representación y la participación, de acuerdo con los enfoques de Nancy 
Fraser (2008) y Iris Marion Young (1990). Las principales dimensiones de análisis son: 

Dimensión Pregunta clave Ejemplos de aplicación 

Distributiva 
¿Cómo se distribuyen servicios, 
equipamientos y bienes públicos en el 
territorio? 

Acceso desigual al transporte, 
parques, drenaje 

Reconocimiento 
¿Qué grupos o territorios son 
invisibilizados o estigmatizados por la 
planeación? 

Comunidades indígenas 
urbanas, asentamientos 
populares 



Dimensión Pregunta clave Ejemplos de aplicación 

Procesal 
¿Quién participa en las decisiones 
territoriales y con qué poder? 

Consejos ciudadanos sin 
vinculación legal 

Legal-normativa 
¿Qué normas generan o corrigen 
desigualdades territoriales? 

Zonas con excepción de 
densidad para inversión privada 

 

5. Injusticia espacial en la CDMX: evidencia crítica 

A pesar del discurso oficial sobre equidad territorial, diversos diagnósticos demuestran que en 
la CDMX persisten patrones estructurales de injusticia espacial, entre ellos: 

• Segregación residencial: los sectores populares son relegados a la periferia, sin 
conectividad ni servicios adecuados (Iztapalapa, Milpa Alta, Gustavo A. Madero). 

• Inversión desigual: la infraestructura urbana se concentra en zonas con alta plusvalía 
o interés inmobiliario, mientras colonias populares enfrentan rezago histórico. 

• Normas desiguales: las alcaldías aplican criterios distintos para regular el mismo tipo 
de uso de suelo, generando arbitrariedades y discrecionalidad. 

• Disputa por el espacio público: se priorizan usos comerciales o turísticos sobre las 
necesidades cotidianas de las comunidades locales (e.g., Polanco, Centro Histórico). 

6. Relevancia del enfoque para esta investigación 

Adoptar el enfoque de justicia espacial permite: 

• Evaluar el marco normativo urbano no solo por su contenido formal, sino por sus 
efectos reales sobre la equidad territorial. 

• Visibilizar cómo las brechas normativas permiten o toleran desigualdades 
estructurales. 

• Orientar las propuestas de reforma hacia un modelo legal que redistribuya el poder 
urbano, garantice derechos colectivos y reconozca la diversidad territorial de la 
ciudad. 

• Fortalecer la articulación entre derecho a la ciudad, participación efectiva y justicia 
distributiva. 



3. Teoría Institucional del Derecho Urbano: enfoque teórico y su aplicación crítica 

1. Definición y fundamentos conceptuales 

La teoría institucional del derecho urbano se refiere al enfoque que entiende al derecho urbano 
no solo como un conjunto de normas jurídicas escritas, sino como un entramado institucional 
dinámico en el que intervienen normas, prácticas, actores, discursos y estructuras de poder 
que co-producen el territorio urbano (Fix, 2011; Fernández, 2020). 

Desde esta perspectiva, el derecho urbano es: 

• Contextual: se produce, aplica e interpreta en contextos específicos (políticos, 
económicos, históricos). 

• Relacional: está vinculado a instituciones formales e informales que definen cómo se 
regulan y valoran los espacios. 

• Instrumental y simbólico: no solo regula usos del suelo, sino que define legitimidades, 
prioridades de inversión y jerarquías territoriales. 

Este enfoque rompe con la visión puramente normativa (positivista) del derecho y se adentra 
en su dimensión operativa e institucional, lo que permite explicar por qué, aun con leyes 
avanzadas, se producen efectos urbanos injustos o contradictorios. 

“El derecho urbano no es una estructura técnica autónoma; es un instrumento del Estado que 
actúa dentro de relaciones de poder, decisiones institucionales y lógicas económicas 
concretas.” — José Antônio Lima Fix (2011) 

2. Aportes académicos clave 

Internacionales: 

• José Antônio Fix (Brasil) ha sido uno de los principales exponentes de la teoría 
institucional del derecho urbano en América Latina. En su obra O mito da cidade legal 
(2001), demuestra cómo los marcos normativos urbanos operan como instrumentos 
de selectividad institucional, aplicándose con rigor a los sectores populares, pero 
siendo flexibilizados para el capital inmobiliario. 

• Patricia Iglesias (Argentina) plantea que el derecho urbano funciona como una 
tecnología de gobierno del territorio, que incluye mecanismos legales, administrativos 
y políticos que favorecen determinados modelos de ciudad. 

• Raquel Rolnik (2015) propone entender el derecho urbano como campo de disputa 
política, donde las normas pueden ser resignificadas, reinterpretadas o incluso 
neutralizadas por actores con poder económico o institucional. 



Nacionales: 

• Luis Fernando Fernández (México, 2020) argumenta que el marco legal urbano en la 
CDMX funciona como una arquitectura institucional híbrida, en la que coexisten 
normas progresistas con prácticas burocráticas opacas, lo que impide su aplicación 
efectiva y sobre todo equitativa. 

• Carlos San Juan (2021) destaca que el derecho urbano en México presenta una “doble 
vía”: una formal, progresista y garantista en el papel, y otra práctica, fragmentada y 
funcional al mercado, que se impone por medio de figuras de excepción como los 
polígonos de actuación. 

3. Dimensiones analíticas de la teoría institucional del derecho urbano 

La teoría institucional permite analizar el derecho urbano desde diversas dimensiones, que se 
articulan para explicar su funcionamiento real: 

Dimensión Pregunta clave Ejemplos en la CDMX 

Normativa ¿Qué dice la ley y qué principios proclama? 
Constitución CDMX, PGOT, Ley 
de Planeación 

Organizacional 
¿Qué instituciones tienen poder para aplicar 
o ignorar la norma? 

SEDUVI, alcaldías, Instituto de 
Planeación 

Operativa 
¿Cómo se interpreta, aplica o negocia la 
norma en la práctica? 

Permisos por excepción, 
zonificaciones flexibles 

Política 
¿Qué actores inciden en la construcción, 
reforma o aplicación de la norma? 

Cámaras inmobiliarias, 
colectivos vecinales 

Territorial 
¿Qué territorios son regulados con rigor y 
cuáles con flexibilidad? 

Centro Histórico vs. periferia 
popular 

4. La institucionalidad urbana como espacio de disputa 

Uno de los aportes más potentes de este enfoque es evidenciar que las instituciones que 
operan el derecho urbano son también espacios donde se materializan disputas territoriales. 
Por ejemplo: 

• Los procesos de consulta pública del PGOT o PGD, aunque normativamente 
obligatorios, pueden ser simbólicos o no vinculantes debido a su reglamentación 
deficiente. 

• Las zonas de desarrollo económico reciben tratamiento institucional preferente 
(incentivos, simplificación normativa), mientras que los asentamientos populares 
enfrentan fiscalización, omisiones o desalojos sin garantías. 



• Las interpretaciones legales pueden variar según intereses políticos de las alcaldías o 
presiones del sector privado, lo que genera desigualdad institucional. 

5. Aplicación crítica en la CDMX 

Desde este enfoque, el análisis del marco normativo de la Ciudad de México permite 
identificar: 

• Una disociación entre norma y operación: leyes avanzadas pero baja capacidad o 
voluntad institucional para aplicarlas con justicia. 

• La captura normativa por actores privados, que promueven reformas o excepciones 
que benefician desarrollos específicos e intereses particulares. 

• Un patrón de institucionalidad informalizada, donde las decisiones sobre el suelo se 
negocian más que se reglamentan, generando inseguridad jurídica y fragmentación 
normativa. 

6. Relevancia para esta investigación 

La teoría institucional del derecho urbano aporta a esta investigación: 

• Un marco analítico para entender por qué el marco normativo vigente en la CDMX no 
logra regular eficazmente el territorio. 

• Herramientas para mapear relaciones de poder, vacíos institucionales y prácticas 
discrecionales que escapan a la lectura jurídica tradicional. 

• Criterios para proponer reformas estructurales que no se limiten a cambiar leyes, sino 
que fortalezcan capacidades institucionales, transparencia y justicia legal-territorial. 

3. Principales enfoques conceptuales en debate 

La planeación y el ordenamiento territorial en contextos urbanos como el de la Ciudad de 
México no se desarrollan en un vacío técnico, sino que están atravesados por diversos 
enfoques conceptuales y políticos que interpretan de manera distinta el papel del Estado, la 
ciudadanía, el mercado y el territorio. 

Este apartado revisa los principales enfoques en debate, subrayando sus implicaciones para 
el diseño, implementación y evaluación de marcos normativos urbanos. La investigación parte 
de la premisa de que las tensiones normativas observadas en la CDMX derivan en buena 
medida de la coexistencia (y a veces conflicto) de estos modelos teóricos en la práctica urbana 
local. 

a) Planeación normativa vs. planeación estratégica 

Uno de los primeros debates en el campo de la planeación urbana se sitúa entre dos grandes 
tradiciones: 



• Planeación normativa o regulatoria: se centra en la construcción de instrumentos 
legales y jerárquicos para regular el uso del suelo, buscando predictibilidad, legalidad 
y equidad. Implica la existencia de planes con fuerza vinculante, con mapas de 
zonificación, límites de densidad, usos de suelo definidos, etc. 

• Planeación estratégica o por proyecto: se enfoca en coordinar proyectos de alto 
impacto o territorios prioritarios, mediante acuerdos flexibles entre actores públicos y 
privados. Prioriza la atracción de inversión, la eficiencia de gestión y la adaptabilidad. 

En la CDMX, ambos modelos coexisten en tensión. Por un lado, existen instrumentos jurídicos 
como el PGOT o los planes parciales; por otro, proliferan figuras como polígonos de actuación, 
transferencias de potencialidades o proyectos de regeneración urbana, que permiten 
excepciones al marco normativo en nombre de la "estrategia". Este doble estándar ha sido 
señalado como un factor que debilita la fuerza jurídica de la planeación normativa (PUEC-
UNAM, 2021; Borja & Muxí, 2003). 

b) Derecho a la ciudad vs. ciudad como activo financiero 

Otro eje clave de debate conceptual es la tensión entre: 

• El enfoque del derecho a la ciudad: que considera la ciudad como un bien común, un 
espacio de vida colectiva y de realización de derechos humanos, donde la 
participación, la equidad y el arraigo deben ser garantizados jurídicamente (Lefebvre, 
1968; Harvey, 2012). 

• El enfoque de ciudad como activo financiero: donde el territorio es considerado 
principalmente un espacio de valorización económica, inversión inmobiliaria y 
rentabilidad del suelo. Este enfoque promueve flexibilización normativa, incentivos 
fiscales y liberalización del uso del suelo. 

En la CDMX, ambas lógicas coexisten y compiten. Mientras la Constitución local consagra el 
derecho a la ciudad como principio rector, en la práctica el mercado del suelo actúa con 
relativa autonomía normativa, determinando la localización de desarrollos, densidades y 
usos. Esto se observa en zonas como Benito Juárez, Cuauhtémoc o Álvaro Obregón, donde la 
renta urbana crece al margen del planeamiento participativo, sin mencionar los impactos 
adicionales que esto genera en sustentabilidad, conflictos sociales, desplazamientos 
internos.  

c) Gobernanza colaborativa vs. gobierno vertical 

La literatura urbana contemporánea distingue entre: 

• Gobernanza colaborativa: modelo que promueve la coordinación interinstitucional, la 
cooperación entre niveles de gobierno y la participación ciudadana real, con 
mecanismos vinculantes y transparencia. 



• Gobierno vertical o tecnocrático: basado en decisiones centralizadas, planificación 
top-down y visión instrumental del territorio (simulaciones). 

La CDMX ha transitado formalmente hacia un modelo de gobernanza urbana participativa 
(creación del Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva, consejos ciudadanos, 
procesos de consulta), pero en la práctica se mantienen estructuras de decisión vertical, poco 
transparentes y sin rendición de cuentas. Este desfase entre el modelo teórico y la 
implementación concreta ha generado desconfianza y conflictos territoriales severos. 

d) Enfoque territorial sistémico vs. enfoque sectorial fragmentado 

Otro debate importante es el que se da entre: 

• El enfoque territorial sistémico, que entiende el territorio como un sistema 
interdependiente que requiere intervenciones integrales, multiescala y coordinadas 
entre sectores. 

• El enfoque sectorial fragmentado, que opera desde instituciones separadas (vivienda, 
transporte, medio ambiente, desarrollo económico), con poca articulación normativa 
y territorial. 

En la CDMX, este conflicto es visible en la fragmentación institucional: SEDUVI, SEDEMA, 
SEMOVI, el Congreso local y las alcaldías actúan muchas veces sin coordinación, generando 
contradicciones normativas, duplicidades y políticas urbanas disonantes. El resultado es un 
marco legal urbano que no logra traducirse en un modelo coherente de ciudad y que afecta la 
cotidianidad de sus habitantes mas vulnerables generando mayores brechas de marginación 
social. 

e) Desarrollo urbano sostenible vs. urbanización neoliberal 

Finalmente, se contrapone el paradigma del desarrollo urbano sostenible (ODS 11, Nueva 
Agenda Urbana, principios de equidad, resiliencia, inclusión) con la lógica de la urbanización 
neoliberal, caracterizada por: 

• Privatización del suelo y del espacio público 

• Externalización de costos urbanos 

• Desregulación del mercado inmobiliario 

• Financiación del desarrollo urbano 

La CDMX ha adoptado formalmente los principios del desarrollo sostenible, pero en la práctica 
de megaproyectos, urbanización especulativa y proyectos excluyentes demuestra que aún 
predomina una lógica neoliberal del espacio (Monkkonen, 2018). 

Estos enfoques conceptuales en disputa no solo permiten comprender los orígenes 
estructurales de las brechas normativas, sino que ofrecen un marco interpretativo para 



analizar las posibles propuestas de reforma institucional y jurídica. Partir de un 
reconocimiento a las tensiones entre estos modelos conceptuales, es fundamental para 
diseñar un nuevo marco legal urbano que sea coherente, equitativo y jurídicamente exigible. 

3. Referentes históricos y normativos en América Latina 

A lo largo de las últimas décadas, América Latina ha sido un laboratorio político y normativo 
en materia de planeación urbana, enfrentando el desafío de regular ciudades que al igual que 
el espacio territorial objeto de este estudio, han sido marcadas por desigualdad estructural, 
expansión informal, concentración de poder económico y baja institucionalidad. A pesar de 
esto, en distintos países se han gestado reformas normativas, constitucionales e 
institucionales que ofrecen lecciones valiosas para analizar las limitaciones y posibilidades 
del marco normativo urbano en la Ciudad de México. 

A continuación se presentan los casos más representativos, agrupados por sus principales 
contribuciones normativas e institucionales al campo urbano. 

1. Brasil: el Estatuto de la Ciudad (2001) 

Brasil es el caso más paradigmático de reforma urbana estructural en América Latina. El 
Estatuto de la Ciudad (Ley Federal 10.257/2001), es el resultado de décadas de lucha, de 
movimientos sociales urbanos, lo cual marcó un hito al: 

• Reconocer el funcionamiento social de la propiedad urbana como principio jurídico 
superior a la propiedad individual absoluta. 

• Incorporar instrumentos de redistribución del valor del suelo urbano, como el derecho 
de superficie, la expropiación por función social, la captura/capitalización social de 
plusvalías y el otorgamiento oneroso del derecho de construir. 

• Exigir a los municipios la elaboración de planes directores participativos como 
condición para acceder a fondos federales. 

• Establecer figuras como las Zonas Especiales de Interés Social (ZEIS) para la 
regularización de asentamientos populares. 

"El Estatuto de la Ciudad fue un triunfo normativo del derecho a la ciudad, pero su 
implementación ha dependido de la capacidad institucional local y de la correlación de 
fuerzas políticas"— Rolnik, R. (2015) 

Sin embargo de este caso se pueden identificar algunas lecciones relevantes para la CDMX:   

a) La importancia de dotar de fuerza legal a los principios de redistribución,  

b) la regulación sobre como captar el valor de las plusvalías, y  

c) la vinculación jurídica para con la participación ciudadana. 



2. Colombia: Planificación territorial vinculante y descentralizada 

Desde los años 90´s Colombia ha desarrollado una arquitectura normativa compleja y 
coherente en materia de planeación territorial. La Ley 388 de 1997 establece los Planes de 
Ordenamiento Territorial (POT) como instrumentos jurídicos obligatorios, con fuerza de ley 
local. 

Aspectos relevantes de este caso, para el objeto de estudio: 

• Existe una jerarquización normativa clara entre planes nacionales, departamentales y 
municipales. 

• La normatividad vigente es integral ya que contempla planeación física, ambiental y 
socioeconómica. 

• Se cuenta con instrumentos de gestión del suelo, como bancos de tierras, reparto 
equitativo de cargas y beneficios, y participación de la comunidad en la formulación 
del POT. 

• Hay un reconocimiento constitucional del derecho al territorio para los pueblos 
indígenas. 

Las lecciones relevantes de este caso para la CDMX son:  

a) La articulación entre los diversos niveles de gobierno,  

b) La jerarquía normativa efectiva,  

c) La integralidad normativa (ambiental y territorial); y  

d) El marco técnico-operativo de planeación. 

3. Ecuador: Constitución del Buen Vivir y derechos colectivos 

Ecuador adoptó, en 2008,  una Constitución pionera que introdujo el principio del “Buen Vivir” 
(Sumak Kawsay) como eje del desarrollo urbano y reconoció los derechos colectivos al 
territorio, a la vivienda digna, y al hábitat adecuado. 

En este contexto se destacan los siguientes aspectos normativos innovadores: 

• Derecho constitucional a la ciudad y al hábitat (arts. 30 y 375). 

• Reconocimiento jurídico del territorio como espacio cultural y ecológico. 

• Obligación de los gobiernos locales de diseñar Planes de Desarrollo y Ordenamiento 
Territorial (PDOT) con enfoque participativo. 

• Creación de la Secretaría Técnica del Hábitat y Vivienda como instancia articuladora. 

Lo que la CDMX puede valorar de este caso es:  



a) La incorporación de principios constitucionales como orientadores reales de la 
planeación,  

b) El enfoque intercultural del territorio, y  

c) La visión integral del hábitat como derecho. 

4. Uruguay: gestión urbana centrada en derechos 

Uruguay ha desarrollado un modelo de gestión urbana con fuerte base normativa y técnica, 
impulsado desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En 
este contexto se destacan los siguientes aspectos:  

• La Ley de Ordenamiento Territorial (2008) establece la obligatoriedad de planes 
territoriales con participación social vinculante. 

• Se han institucionalizado los Concejos Vecinales de Ordenamiento y mecanismos de 
control ciudadano del uso del suelo. 

• El Estado conserva herramientas para intervenir en el mercado del suelo y garantizar 
equidad en el acceso. 

Las lecciones a destacar para la CDMX nos muestran:  

a) La gobernanza territorial con participación efectiva,  

b) La institucionalización de mecanismos de seguimiento ciudadano, y  

c) El fortalecimiento de capacidades estatales para intervenir en el mercado urbano. 

5. México: avances y limitaciones 

Aunque México ha tenido avances normativos relevantes (por ejemplo, el artículo 4 
constitucional reconoce el derecho a una vivienda digna), el marco legal urbano ha sido 
fragmentado, débilmente vinculante y poco redistributivo. Entre los intentos recientes 
destacan: 

• La reforma constitucional de la Ciudad de México (2017), que consagra el derecho a la 
ciudad y crea el Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva. 

• La Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano (2016), que orienta principios generales pero carece de fuerza vinculante entre 
niveles de gobierno. 

• Los PGOT y PGD de la CDMX, aún en proceso de aprobación y sujetos a debates 
normativos e institucionales. 

La Ciudad de México ha avanzado en la construcción de instrumentos normativos que 
fortalecen el discurso de integralidad y legalidad de la planeación urbana, sin embargo 



enfrenta desafíos estructurales muy relevantes en su implementación, monitoreo y 
vinculación jurídica real. 

De la revisión de estos referentes latinoamericanos podemos destacar que los avances 
normativos en América Latina no son homogéneos ni lineales, pero ofrecen lecciones muy 
valiosas para pensar la reforma del derecho urbano en la CDMX. En todos los casos exitosos, 
se observan algunos elementos comunes: 

• Vinculación jurídica fuerte entre planes, leyes y decisiones públicas. 

• Participación ciudadana con incidencia real y no simbólica. 

• Instrumentos para regular el mercado del suelo y redistribuir sus beneficios. 

• Capacidad institucional técnica, financiera y política para implementar lo normado. 

• Adaptación a contextos históricos, territoriales y culturales locales. 

Estas lecciones alimentan el horizonte normativo que esta investigación busca construir para 
la Ciudad de México: un marco legal urbano justo, coherente, territorialmente informado y 
democráticamente construido. 

VI. FORMULACIÓN DE HIPÓTESIS  

1. HIPÓTESIS GENERAL 

El marco normativo actual de la Ciudad de México presenta brechas temáticas, jurídicas e 
institucionales que impiden una regulación efectiva, vinculante y real del territorio urbano.  

Fundamentación y determinación 

La hipótesis general surge como una afirmación anticipada que orienta la investigación y será 
puesta a prueba mediante el análisis documental, normativo y de estudios de caso. Esta 
hipótesis se construye a partir de tres componentes principales del problema previamente 
analizado: 

a) Existen brechas temáticas 

El marco jurídico vigente no aborda integralmente fenómenos clave emergentes del contexto 
urbano contemporáneo, como: 

• La especulación inmobiliaria. 

• El desplazamiento interno por gentrificación. 

• La segregación socioespacial. 

• La sostenibilidad climática en  la planeación urbana. 



A pesar de estar contenidos en principios generales (como el derecho a la ciudad o la equidad 
territorial), estos temas carecen de vinculación con la operación real en el territorio, de 
desarrollo operativo o normativo vinculante, lo que produce vacíos temáticos críticos. 

b) Brechas jurídicas 

El diseño normativo actual presenta ambigüedades, contradicciones y debilidad institucional 
vinculante, en instrumentos como: 

• El Programa General de Ordenamiento Territorial (PGOT). 

• Los Planes de Desarrollo Urbano Delegacionales (PDDU). 

• La Ley de Planeación de la CDMX (2020). 

Las inconsistencias existentes, limitan la eficacia jurídica de la planeación y abren la puerta a 
su uso discrecional, debilitando la rectoría del Estado sobre el territorio. 

c) Brechas institucionales 

La arquitectura institucional del marco normativo está fragmentada, en este contexto 
participan múltiples actores como: SEDUVI, Instituto de Planeación, alcaldías, SEDEMA, 
SEMOVI, pero sin mecanismos efectivos de coordinación o control mutuo. Esto produce: 

• Superposición de competencias. 

• Omisiones en la fiscalización. 

• Debilidad en la participación ciudadana efectiva. 

Justificación de la hipótesis 

Esta hipótesis se construye con base en los siguientes criterios metodológicos: 

• Fundamento empírico previo: Diversos diagnósticos institucionales (e.g. informes del 
Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva, ONU-Hábitat, INVI, UAM) han 
documentado las inconsistencias del marco urbano capitalino. 

• Consistencia lógica con los objetivos de investigación: La hipótesis permite la 
desagregación en variables observables alineadas con los objetivos específicos: 
identificación de omisiones, contradicciones, efectos territoriales, impactos en 
actores y propuestas de reforma. 

• Viabilidad metodológica: Puede ser evaluada mediante análisis documental 
comparado, revisión de la legislación y los programas existentes, así como mediante 
la interpretación de estudios de caso normativo-institucional. 

A la luz del marco teórico, esta hipótesis se sustenta en los enfoques de: 

• Gobernanza urbana, al evidenciar la desconexión entre actores, normas y decisiones. 



• Justicia espacial, al mostrar cómo la desigualdad legal produce efectos territoriales 
injustos. 

• Teoría institucional del derecho urbano, al analizar cómo las normas se deforman o 
debilitan al ser interpretadas discrecionalmente por actores con poderes desiguales. 

2. HIPÓTESIS ESPECÍFICAS 

Además de la hipótesis general, la presente investigación se enmarca en 5 hipótesis 
específicas que se describen a continuación: 

Hipótesis específica 1 

Existen omisiones temáticas relevantes en el marco normativo urbano vigente de la CDMX, que 
impiden abordar integralmente fenómenos contemporáneos como: la especulación 
inmobiliaria, la gentrificación, la resiliencia climática y la movilidad inclusiva.  

Justificación: 

Esta hipótesis es relevante porque apunta a una de las dimensiones estructurales del rezago 
normativo: la incapacidad del marco legal actual para ser integral adaptándose a los nuevos 
desafíos urbanos del siglo XXI. Si bien hay principios como el derecho a la ciudad o la 
sustentabilidad que se encuentran formalmente presentes en la Constitución de la CDMX o la 
Ley de Planeación, no se implementan/ejecutan normativamente de forma operativa o 
exigible. 

Del análisis documental del PGOT, la Ley de Desarrollo Urbano y otros ordenamientos, esta 
hipótesis busca demostrar que: 

• Faltan disposiciones claras sobre control de la renta urbana, límites y/o sanciones a la 
expulsión de habitantes y mecanismos de defensa social a habitantes históricos 
afectados por los procesos de gentrificación. 

• Las omisiones temáticas no integran de forma vinculante  enfoques como: el de 
cambio climático, riesgo hídrico, ni justicia intergeneracional en la planeación 
territorial. 

Al explorar estas omisiones temáticas las presente investigacion elaborará argumentos para 
reforzar que la CDMX no solo enfrenta un rezago técnico o de actualización legal, sino un vacío 
más profundo en la comprensión de la complejidad actual del territorio urbano y de los 
derechos colectivos vinculados a él. 

Hipótesis específica 2 

Las contradicciones entre diferentes normas e instrumentos de planeación urbana en la 
CDMX, permiten interpretaciones discrecionales que favorecen la aplicación desigual del 
marco legal según el actor, la capacidad económico y/o poder político, el territorio y el tipo de 
proyecto urbano. 



Justificación: 

Esta hipótesis es fundamental para este investigación porque destaca que no basta con tener 
un marco legal que pueda parecer "progresista" o técnicamente sofisticado, si las normas se 
contradicen entre sí, carecen de jerarquización clara o se superponen sin armonización, 
porque este contexto genera un terreno fértil para su aplicación selectiva, la captura normativa 
y la inseguridad jurídica. 

El caso de la CDMX es emblemático por al menos tres razones: 

• Existen contradicciones entre la Constitución local y la Ley de Desarrollo Urbano en 
temas como el derecho a la ciudad, el reparto de cargas y beneficios, o la 
obligatoriedad de instrumentos de planeación participativa. 

• Instrumentos como el PGOT, los planes parciales, y los Programas de Ordenamiento 
Ecológico, no están articulados jerárquicamente ni cuentan con criterios de 
actualización coherente. 

• Las figuras de excepción como los polígonos de actuación, zonas de desarrollo 
estratégico o transferencias de potencial urbano, permiten evadir normas de uso del 
suelo con criterios opacos y selectivos, beneficiando solamente a un pequeño número 
de actores inmobiliarios. 

Del análisis que resulte de esta hipótesis será posible evidenciar que la falta de coherencia 
normativa no es un problema técnico menor, sino una fuente estructural de injusticia social y 
espacial, inequidad regulatoria y de debilitamiento institucional. Se espera que 
adicionalmente, se aporte evidencia sobre cómo estas contradicciones afectan la eficacia del 
marco legal y su legitimidad ante la ciudadanía. 

Hipótesis específica 3 

Las brechas normativas del marco urbano vigente en la CDMX generan impactos territoriales 
diferenciados que profundizan la desigualdad entre zonas con alta plusvalía urbana y periferias 
socioespacialmente marginadas. 

Justificación: 

Esta hipótesis es crucial para conectar el análisis normativo con sus efectos espaciales 
concretos, lo cual permite mostrar que las leyes urbanas no solo se quedan en el plano legal, 
sino que tienen efectos materiales en el territorio y en la vida cotidiana de sus habitantes. 

Desde el enfoque de justicia espacial, esta hipótesis permite observar cómo la ausencia, 
contradicción o flexibilidad en las normas no afecta a todos por igual y de hecho hace más 
grandes las brechas de marginación y rezago para la myaoría de los habitantes. Las zonas 
consolidadas, de interés económico o con influencia política suelen beneficiarse de: 

• Interpretaciones legales favorables. 



• Aplicación flexible de densidades y usos del suelo. 

• Inversión pública prioritaria en infraestructura, espacio público o conectividad. 

Lo anterior, en contraste, con las alcaldías con mayor concentración de población popular, 
como Iztapalapa, Gustavo A. Madero, Xochimilco o Milpa Alta, que enfrentan: 

• Una aplicación más estricta de normas limitantes (uso del suelo rural o habitacional). 

• Ausencia en la regularización territorial por omisión institucional. 

• Ausencia de actualización normativa que las incluya en procesos de planeación con 
equidad. 

Mediante esta hipótesis podremos identificar cómo la norma se convierte en un instrumento 
de producción de territorio desigual, legitimando ciertas formas de desarrollo mientras otras 
son penalizadas, invisibilizadas o abandonadas. 

Verificar esta hipótesis contribuirá a demostrar que la ineficacia del marco legal no es solo 
técnica, sino que produce y reproduce inequidades espaciales, económicas y sociales dentro 
de la ciudad. 

Hipótesis específica 4 

La fragmentación institucional y la ausencia de mecanismos eficaces de coordinación y 
control entre los actores responsables de la planeación urbana en la CDMX, dificultan la 
aplicación coherente del marco normativo vigente. 

Justificación: 

Con esta hipótesis podremos examinar cómo, quién aplica la norma, cómo se interpreta y bajo 
qué condiciones, condiciona directamente su eficacia real en el territorio. Es insuficiente 
contar con marcos normativos “robustos” y avanzados, si estos no están respaldados por una 
arquitectura institucional funcional, coherente, participativa y democrática. 

En la Ciudad de México, el entramado institucional presenta múltiples síntomas de 
disfuncionalidad: 

• Existen al menos ocho instituciones clave con competencias urbanas: SEDUVI, 
Instituto de Planeación, Alcaldías, SEMOVI, SEDEMA, INVI, Procuraduría Ambiental y 
del Ordenamiento Territorial (PAOT), y el Congreso local, pero sin mecanismos 
vinculantes de coordinación, rendición de cuentas, ni jerarquía operativa. 

• El Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva, creado como garante técnico y 
participativo de la planeación, ha sido sistemáticamente marginado en procesos clave 
como la elaboración del PGOT. 

• Las Alcaldías operan con discrecionalidad (y conforme a las capacidades del mercado 
inmobiliario) en la autorización de usos del suelo y permisos de construcción, a 



menudo al margen del marco general de planeación, en un contexto donde la 
fiscalización es débil o inexistente, por lo cual llevar al límite las normas e incluso no 
tomarlas en cuenta, no tiene consecuencias. 

• La participación ciudadana se encuentra formalmente reconocida, pero no tiene 
capacidad de veto, revisión, ni seguimiento en los procesos de decisión territorial. 

Mediante este hipótesis podremos demostrar que las brechas institucionales no son un 
defecto colateral, sino un componente estructural del modelo urbano actual, que permite: 

• La captura de decisiones por actores privados. 

• La erosión de la planeación democrática. 

• La inefectividad del principio de rectoría pública del territorio. 

Con esto, se refuerza la necesidad de no solo actualizar leyes, sino de reformar la 
institucionalidad urbana, sus reglas de coordinación y su capacidad de implementación y 
fiscalización. 

Hipótesis específica 5 

La actualización del marco normativo urbano de la CDMX requiere incorporar principios 
operativos de justicia territorial, participación vinculante y jerarquía normativa para garantizar 
una planeación democrática, equitativa y sostenible. 

Justificación: 

Esta hipótesis abre finalmente, la dimensión propositiva de la investigación, al vincular el 
diagnóstico de brechas con los principios rectores que deben guiar la reforma normativa 
pendiente. Retoma los principales enfoques teóricos trabajados los traduce en criterios para 
evaluar y transformar el marco legal vigente. 

Su formulación parte de la siguiente confirmación: la planeación urbana en la CDMX ha sido 
históricamente guiada por principios tecnocráticos, economicistas y centralizados, que han 
resultado insuficientes para atender los desafíos territoriales actuales, tales como: 

• La desigualdad estructural en el acceso al suelo, vivienda y servicios. 

• La expansión informal sin regulación ni inclusión normativa. 

• El cambio climático, la crisis hídrica y los conflictos socioambientales. 

• La exclusión de comunidades populares, rurales y periféricas del proceso de 
planeación. 

En ese sentido, esta hipótesis plantea que la reforma del marco normativo no puede reducirse 
a ajustes técnicos o sectoriales, sino que debe: 



• Incorporar principios operativos de justicia territorial, que garanticen distribución 
equitativa de recursos, cargas y beneficios espaciales. 

• Establecer mecanismos de participación ciudadana con efectos vinculantes, 
incluyendo consultas obligatorias, revocación de decisiones contrarias al interés 
público y vigilancia ciudadana del cumplimiento. 

• Asegurar una jerarquía normativa clara entre planes, leyes y reglamentos, así como 
entre ordenes de gobierno y diversos actores para evitar contradicciones y vacíos 
legales. 

• Dotar a las instituciones públicas de autonomía técnica y capacidad operativa para 
resistir presiones político-económicas que distorsionan la planeación. 

Verificar esta hipótesis permitirá orientar una agenda de reformas orientada a fortalecer el 
derecho a la ciudad, la función social del territorio y la corresponsabilidad en su gestión. 

VII. PRUEBAS CUALITATIVAS DE LAS HIPÓTESIS  

1. Metodología para el análisis documental comparado 

1.1 Enfoque general 

La estructura del presente análisis surge a partir de una estrategia cualitativa de análisis 
documental comparado, que permite identificar brechas, contradicciones y vacíos 
normativos tanto dentro del marco legal vigente en la Ciudad de México como en contraste 
con referentes regionales relevantes. 

Mediante este enfoque se busca ir más allá de una lectura jurídica formal, tomando en cuenta 
las perspectivas de la teoría institucional del derecho urbano, la justicia espacial y la 
gobernanza urbana, y analizando no sólo lo que dicen las normas, sino cómo están 
estructuradas, qué omiten, cómo interactúan entre sí y qué efectos territoriales generan. 

1.2 Objetivos específicos del análisis comparado 

• Detectar omisiones temáticas, ambigüedades o contradicciones en el marco legal 
urbano de la CDMX. 

• Evaluar el grado de actualización y coherencia interna de sus instrumentos de 
planeación. 

• Comparar el diseño normativo de la CDMX con referentes latinoamericanos que han 
incorporado principios de justicia urbana, participación vinculante y gobernanza 
territorial. 

• Proponer criterios de reforma que permitan robustecer el marco normativo pendiente. 



1.3 Dimensiones analíticas del análisis documental 

Cada documento será evaluado a partir de las siguientes dimensiones clave: 

Dimensión Descripción Ejemplos 

Temática 

Cobertura y tratamiento de fenómenos 
contemporáneos (gentrificación, 
plusvalía, crisis climática, movilidad 
interna). 

¿Se regulan usos de suelo con enfoque 
redistributivo? 

Jurídica 
Jerarquía, claridad normativa, 
compatibilidad entre instrumentos, y 
fuerza vinculante. 

¿Existe conflicto entre el PGOT y la Ley 
de Planeación? 

Institucional 
Definición de competencias, 
mecanismos de coordinación y 
control. 

¿Qué facultades tiene el Instituto de 
Planeación frente a las alcaldías? 

Participativa 
Existencia y calidad de mecanismos de 
participación ciudadana. 

¿Es vinculante la consulta pública de 
los planes? ¿Se puede trazar el 
seguiimiento como resultado de la 
participación ciudadana? 

Territorial 
Enfoque diferencial o equitativo entre 
zonas urbanas, rurales, patrimoniales 
o populares. 

¿Hay criterios específicos para la 
periferia urbana o el suelo de 
conservación? 

 

2. Corpus documental seleccionado para el análisis 

2.1 En primer lugar vamos a analizar la legislación urbana vigente en la Ciudad de México que 
se enlista a continuación: 

1. Constitución Política de la Ciudad de México (2017) 

2. Ley de Planeación de la Ciudad de México (2020) 

3. Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (última reforma vigente) 

4. Ley de Vivienda de la Ciudad de México 

5. Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el Distrito Federal 

6. Reglamento de Construcciones para la Ciudad de México 

7. Ley de Participación Ciudadana de la CDMX 



8. Programa General de Ordenamiento Territorial (PGOT) – versión pública 2023 

9. Programa General de Desarrollo (PGD) – versión pública 2022 

2.2 Analizaremos tambien algunos documentos y planes comparativos latinoamericanos que 
nos permitan verificar / validar algunas de las sugerencias/propuestas normativas: 

1. Estatuto de la Ciudad (Brasil, Ley Federal 10.257/2001) 

2. Ley 388 de 1997 – Colombia (Planes de Ordenamiento Territorial) 

3. Lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo Urbano – Argentina (2021) 

Estos documentos serán analizados en relación con el marco normativo de la CDMX para 
identificar prácticas normativas avanzadas e innovadoras, así como mecanismos de 
planificación efectivos y estructuras institucionales que podrían alimentar la propuesta de 
actualización pendiente en el contexto mexicano. 

3. Herramientas y criterios de análisis 

• Se utilizará una matriz comparativa analítica que permita cotejar cada dimensión en 
todos los documentos seleccionados. 

• Se sistematizarán inconsistencias, ausencias, excepciones normativas y referencias 
cruzadas conflictivas. 

• Se analizará la presencia o ausencia de principios clave tales como: el derecho a la 
ciudad, la función social de la propiedad, la participación vinculante, la equidad 
territorial, y el enfoque ecosistémico. 

• Si es el caso, se registrarán buena prácticas normativas latinoamericanas que puedan 
traducirse al contexto legal e institucional de la CDMX. 

 

1. Constitución Política de la Ciudad de México (2017) 

 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

Robusta al menos en términos discursivos. Reconoce el derecho a la 
ciudad, la función social de la propiedad, la gestión democrática del 
territorio, la vivienda adecuada, el derecho a la movilidad y el derecho 
a un medio ambiente sano (arts. 12, 13, 15, 16,  y 21). Sin embargo, 
carece de desarrollo operativo o articulación con instrumentos 
normativos secundarios. No aborda de forma específica fenómenos 



Dimensión Análisis 

emergentes como la gentrificación, la especulación, la crisis hídrica o 
de movilidad interna. 

Coherencia jurídica 
interna 

El texto constitucional tiene una estructura sólida y coherente entre 
capítulos. No obstante, su implementación ha enfrentado obstáculos 
porque muchas de sus disposiciones no fueron armonizadas con leyes 
secundarias (e.g., Ley de Desarrollo Urbano, PGOT). Hay tensiones 
entre principios constitucionales y marcos legales vigentes que no 
fueron actualizados. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Presenta incompatibilidades con normativas previas y posteriores, en 
particular con la Ley de Planeación (2020) y con el Reglamento de 
Construcciones. Las obligaciones de los instrumentos de planeación 
no siempre se derivan de manera clara desde los principios 
constitucionales.  

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Define con amplitud las funciones del Instituto de Planeación 
Democrática y Prospectiva, del Congreso, y de las Alcaldías. Sin 
embargo, muchas competencias se traslapan o son ambiguas en la 
práctica, como las que refieren a ordenamiento ecológico, uso del 
suelo o aprobación de planes (arts. 15, 16 y 19). 

Coordinación 
interinstitucional 

Reconoce la necesidad de coordinación entre entidades (arts. 16, 20), 
pero no establece mecanismos vinculantes ni jerarquías funcionales 
claras. No existen procedimientos definidos para resolver conflictos 
entre alcaldías, el Instituto de Planeación y dependencias sectoriales. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Reconoce ampliamente la participación social vinculante en la 
planeación (art. 15, 19 y 20), incluyendo mecanismos como el 
Parlamento Abierto, presupuestos participativos y consultas. No 
obstante, su reglamentación ha sido limitada y no se ha materializado 
en decisiones vinculantes dentro del PGOT o los programas parciales. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

Reconoce la diversidad territorial (urbano, rural, pueblos originarios, 
suelo de conservación) y mandata una planeación con enfoque 
territorial. Sin embargo, no establece criterios normativos específicos 
ni jerarquizados. Hay ausencia de instrumentos de redistribución 
espacial u obligación de cobertura equitativa de inversiones. 



Dimensión Análisis 

Observaciones 
iniciales 

La Constitución de la CDMX representa un avance normativo en el 
reconocimiento de derechos urbanos y principios territoriales, pero 
enfrenta serios problemas de implementación y armonización. 
Funciona más como carta de derechos que como guía operativa para 
la planeación urbana. La falta de actualización normativa ha generado 
tensiones entre principios y leyes secundarias vigentes. 

 

2. Ley de Planeación de la Ciudad de México (2020) 

 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

Este ordenamiento, integra principios relevantes como el derecho a la 
ciudad, equidad territorial, sostenibilidad, perspectiva de género, 
participación ciudadana y resiliencia urbana (arts. 3 y 4). Sin embargo, 
los fenómenos contemporáneos como la especulación del suelo, 
gentrificación, movilidad de cuidados, justicia intergeneracional o 
crisis climática, no están desarrollados como categorías operativas o 
criterios normativos vinculantes. 

Coherencia jurídica 
interna 

Presenta inconsistencias entre definiciones y procedimientos. Por 
ejemplo, define instrumentos de planeación obligatorios, pero no 
delimita claramente su jerarquía, obligatoriedad ni vigencia temporal. 
Se superponen términos como "Plan General de Desarrollo", "Plan de 
Gobierno", "Programa General de Ordenamiento Territorial", sin una 
estructura lógica secuencial y/o coherente. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

En la práctica, ha generado conflictos con la Constitución local y con 
leyes como la de Desarrollo Urbano o la Ambiental. No hay claridad 
sobre cómo esta ley se articula con instrumentos de planeación 
sectorial (e.g., movilidad, medio ambiente, vivienda). 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Establece al Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva como 
órgano rector técnico, pero sufre ambigüedad normativa frente a otras 
instituciones como SEDUVI o las Alcaldías. El artículo 60 habla del 
Consejo de Evaluación, pero no le otorga capacidades ejecutivas 
claras. Existen vacíos en la definición de competencias fiscalizadoras 
y en mecanismos de revisión interinstitucional. 



Dimensión Análisis 

Coordinación 
interinstitucional 

Establece consejos y comisiones (como el Comité de Planeación) para 
articular decisiones, pero no otorga carácter vinculante ni mecanismos 
de resolución de conflictos. Tampoco delimita responsabilidades en 
caso de contradicción entre órdenes de gobierno o entre instrumentos 
distintos (ej. PGOT vs. planes parciales). La coordinación es 
deiscursiva, no operativa. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Reconoce la participación desde los consejos consultivos, foros 
temáticos y mecanismos abiertos (Capítulo V), pero no establece 
procedimientos claros ni define consecuencias jurídicas de dicha 
participación. No existe un modelo de participación con efectos 
vinculantes o con capacidad de impugnación sustantiva. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

Si bien menciona criterios de equidad territorial y reconoce la 
existencia de zonas con características distintas (urbano-rural, suelo 
de conservación, pueblos originarios), no establece normas 
específicas o diferenciadas para su tratamiento. Tampoco vincula 
explícitamente la planeación con mecanismos de compensación 
territorial o redistribución de recursos. 

Observaciones 
iniciales 

La Ley representa un intento de modernizar el sistema de planeación, 
pero sufre de ambigüedades, omisiones y conflictos normativos. La 
coexistencia de esta ley con marcos anteriores no derogados (Ley de 
Desarrollo Urbano del Distrito Federal) ha generado dobles 
regulaciones y zonas grises legales. Es un documento clave para esta 
investigación por su papel articulador, pero también por sus 
limitaciones estructurales. 

 

3. Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (vigente con reformas) 

 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

Limitada y desfasada. La ley fue diseñada en el contexto de la década 
de los 90, enfocada en instrumentos tradicionales como el uso del 
suelo, zonificación, licencias y programas delegacionales. No 
contempla conceptos contemporáneos como derecho a la ciudad, 



Dimensión Análisis 

justicia espacial, equidad territorial, resiliencia, movilidad integrada, ni 
emergencias climáticas. 

Coherencia jurídica 
interna 

Existen numerosos artículos derogados o en conflicto con leyes 
posteriores (Planeación, Vivienda, Constitución local). No está 
estructurada bajo principios constitucionales actuales, lo que genera 
contradicciones jurídicas relevantes, sobre todo en materia de 
jerarquía de instrumentos. Ejemplo: la figura de “polígono de 
actuación” no tiene sustento ni compatibilidad con el PGOT. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Es una de las principales fuentes de conflicto normativo. La ley no ha 
sido armonizada con el nuevo modelo de planeación establecido en la 
Constitución de la CDMX ni con la Ley de Planeación de 2020. Muchos 
de sus conceptos entran en tensión con las definiciones más actuales 
del PGOT. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

La ley concentra facultades en la SEDUVI, limitando al Instituto de 
Planeación (no contemplado en esta ley) y a las alcaldías. No reconoce 
la nueva estructura de gobernanza establecida por la Constitución de 
2017 en materia de planeación urbana. Esto genera solapamientos 
entre facultades de evaluación, emisión de dictámenes y definición de 
lineamientos. 

Coordinación 
interinstitucional 

Prácticamente inexistente. La ley refleja un modelo jerárquico, 
centralizado en el Ejecutivo local, sin espacios formales para 
coordinación con alcaldías, ciudadanía o dependencias sectoriales. 
La planeación participativa o multisectorial no forma parte de su 
arquitectura normativa. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Mencionados de forma general en los artículos vinculados a los 
programas delegacionales y a la actualización de planes parciales, 
pero sin efectos vinculantes ni procedimientos claros. La ciudadanía 
no tiene posibilidad de intervenir en la autorización de cambios de uso 
de suelo, ni en la definición de parámetros normativos. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

La ley parte de un modelo de zonificación rígida y homogénea, sin 
criterios de equidad territorial, ni adaptabilidad a contextos 
diferenciados (urbano consolidado, suelo de conservación, periferias). 
No existen mecanismos para corregir desigualdades históricas en la 
distribución del equipamiento, infraestructura o inversión pública. 



Dimensión Análisis 

Observaciones 
iniciales 

Este documento es uno de los núcleos del rezago normativo urbano de 
la CDMX., que además genera las mayores contradicciones y 
tensiones. Su vigencia formal, a pesar de estar en contradicción con el 
nuevo modelo constitucional, genera una situación de bicefalía legal, 
donde coexisten dos paradigmas incompatibles: uno centralista y 
tecnocrático (Ley de Desarrollo Urbano) y otro participativo y territorial 
(Constitución y PGOT). Su análisis es necesario y fundamental para 
evidenciar las brechas jurídicas que obstaculizan una planeación 
democrática y sostenible y explicar porque puede haber omisiones y 
contradicciones a su vez en el sistema de planeación urbana.  

 

A pesar del cambio constitucional a Ciudad de México (2017), esta ley no ha sido 
completamente sustituida, ni derogada, por lo que representa uno de los mayores ejemplos 
de desactualización normativa en materia urbana y genera importantes retos a la aplicación 
práctica del sistema de planeación urbana.  

 

4. Ley de Vivienda de la Ciudad de México (última reforma publicada 2023) 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

Integra conceptos relevantes como “vivienda digna”, “producción social 
de vivienda” y “acceso progresivo a la vivienda digna” (art. 4). Reconoce 
modalidades diversas de acceso: autogestiva, cooperativa, 
arrendamiento. Sin embargo, no aborda temas clave como 
gentrificación, control de rentas, vacíos urbanos, ni mecanismos para 
contener desplazamientos por renovación urbana. Tampoco incorpora 
de forma explícita la relación entre vivienda y movilidad o sostenibilidad 
climática. 

Coherencia jurídica 
interna 

Presenta una estructura razonablemente clara, aunque varios artículos 
están redactados con ambigüedad operativa, y algunos procedimientos 
no están alineados con la Ley de Planeación ni con el PGOT. Hay poca 
definición de criterios normativos para la integración entre suelo, 
infraestructura y servicios. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Existe un déficit de articulación con los instrumentos de planeación 
urbana: no establece mecanismos obligatorios de alineación con el 
PGOT o los planes parciales. El vínculo entre la política de vivienda y los 



Dimensión Análisis 

usos del suelo no está normado de manera vinculante. Tampoco 
contempla de forma explícita la aplicación del principio de función 
social de la propiedad ni su coordinación con la Ley de Desarrollo 
Urbano. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Define al Instituto de Vivienda (INVI) como el organismo rector, pero sin 
claridad suficiente respecto a su relación con SEDUVI, el Instituto de 
Planeación, las alcaldías y el Congreso local. No establece mecanismos 
de coordinación ni jerarquización institucional clara entre quienes 
asignan suelo, financiamiento y gestión del hábitat. 

Coordinación 
interinstitucional 

Es muy limitada. Se menciona la coordinación en términos generales 
(art. 12, fracción X), pero no se definen estructuras, tiempos ni procesos 
concretos para la integración de políticas de vivienda con planeación 
territorial, movilidad, medio ambiente o agua. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Incluye principios de participación social en la producción autogestiva 
de vivienda (art. 6), pero no establece canales institucionalizados para 
la participación vinculante en la asignación de suelo, definición de 
prioridades o evaluación de programas habitacionales. Las decisiones 
sobre grandes proyectos de vivienda permanecen centralizadas. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

Reconoce la existencia de zonas de atención prioritaria y de grupos 
vulnerables (arts. 10 y 14), pero no hay lineamientos normativos claros 
para garantizar una política de vivienda equitativa en términos 
territoriales. Tampoco se establecen mecanismos de compensación ni 
obligaciones de integración urbana en zonas con alta marginación o 
exclusión de servicios. 

Observaciones 
iniciales 

La Ley de Vivienda ofrece principios progresistas, pero carece de fuerza 
operativa y de integración normativa con los sistemas de planeación 
urbana locales. Es uno de los espacios donde se refleja la fragmentación 
del modelo urbano: la vivienda como política social no está 
estructuralmente vinculada a la lógica del ordenamiento del territorio, lo 
que debilita su capacidad para garantizar el derecho a la ciudad en 
condiciones de justicia espacial. 

 



Esta ley es clave para entender cómo se articula (o no) la política de vivienda con el marco de 
planeación territorial, y es uno de los ejes fundamentales para evaluar la justicia espacial y la 
equidad urbana en la ciudad. 

4. Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el Distrito Federal (vigente, con 
reformas hasta 2023) 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

Aborda temas fundamentales como protección del suelo de 
conservación, áreas naturales protegidas, biodiversidad, y recursos 
hídricos. Reconoce la gestión integral de residuos, cambio climático, y 
evaluación de impacto ambiental. Sin embargo, no incorpora 
conceptos más recientes como justicia ambiental, servicios 
ecosistémicos urbanos, resiliencia climática con enfoque 
comunitario, o ecourbanismo. Está más orientada a conservación 
ecológica que a integración urbana sostenible. 

Coherencia jurídica 
interna 

La estructura de la ley es clara, pero varios capítulos han quedado 
rezagados respecto al nuevo marco constitucional de la CDMX (2017). 
Existen disposiciones que remiten a entidades que han cambiado o 
desaparecido, y no hay integración explícita con los instrumentos de 
planeación urbana. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Es uno de los puntos más críticos. La ley opera como una norma 
ambiental sectorial que no se articula directamente con la Ley de 
Planeación, la Ley de Desarrollo Urbano ni con el PGOT. Esto ha 
derivado en una gestión fragmentada del territorio, particularmente en 
la zona de suelo de conservación, que representa más del 50% del 
territorio de la CDMX pero no está adecuadamente integrada en los 
programas de ordenamiento. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Asigna atribuciones a la Secretaría del Medio Ambiente (SEDEMA), 
pero no delimita claramente su coordinación con el Instituto de 
Planeación, las alcaldías o SEDUVI. Tampoco establece procesos 
conjuntos de dictaminación, lo que provoca duplicidad o 
contradicción en autorizaciones de suelo y proyectos. 

Coordinación 
interinstitucional 

Menciona la necesidad de colaboración entre dependencias (art. 6, 
fracc. XIII), pero no establece estructuras formales ni procesos 
intersectoriales para garantizar dicha coordinación. En la práctica, los 
planes ambientales y urbanos funcionan en paralelo, sin mecanismos 
efectivos de integración. 



Dimensión Análisis 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Reconoce la participación social en la protección del ambiente (art. 7), 
pero no existen instrumentos vinculantes que permitan a 
comunidades incidir en los procesos de planeación ambiental o 
evaluar el cumplimiento de programas ecológicos. No hay canales 
formales para exigir la preservación de sus territorios frente a proyectos 
urbanos o inmobiliarios. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

Tiene una fuerte orientación al suelo de conservación, lo cual es 
positivo. Sin embargo, no incorpora el principio de justicia ambiental, 
ni mecanismos de redistribución compensatoria frente a las zonas 
más presionadas por la expansión urbana o el deterioro ecosistémico. 
No existe un enfoque de gobernanza ecológica con participación 
comunitaria ni criterios de gestión diferenciales según vulnerabilidad 
territorial. 

Observaciones 
iniciales 

Esta ley es fundamental para preservar el equilibrio ambiental de la 
ciudad, pero está desarticulada del sistema de planeación urbana y 
carece de mecanismos normativos para hacer exigible la 
sostenibilidad ambiental dentro del modelo urbano. Su actualización 
debería apuntar a la integración ecosistémica del territorio urbano y al 
reconocimiento de los habitantes del suelo de conservación como 
actores legítimos de gobernanza territorial. 

 

Esta norma, fue promulgada en 2000, y conserva una relevancia significativa debido a su rol 
en la regulación del suelo de conservación, los recursos naturales y los servicios ambientales, 
todos ellos críticos para una planeación urbana sostenible y territorialmente equitativa, 
simplemente no esta vinculada al sistema de planeación, por lo que su condición de norma 
paralela abre la puerta para que se generen contradicciones y/o duplicidades.  

5. Reglamento de Construcciones para la Ciudad de México (última reforma 
publicada en 2023) 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

El documento esta centrado casi exclusivamente en aspectos 
técnicos, estructurales y administrativos del proceso constructivo. No 
incluye criterios de sostenibilidad urbana, eficiencia energética, 
mitigación de riesgos climáticos ni movilidad sustentable. No se alinea 
con principios actuales como la ciudad compacta, el desarrollo 



Dimensión Análisis 

orientado al transporte, o la equidad espacial. La vivienda, por ejemplo, 
se regula desde la lógica del metraje y no desde un enfoque de 
habitabilidad adecuada o resiliencia. 

Coherencia jurídica 
interna 

Coherente desde el punto de vista técnico, pero parcialmente 
desalineado con los principios constitucionales y con la Ley de 
Planeación. Opera con una lógica sectorial basada en la normatividad 
constructiva tradicional, sin vinculación explícita a los planes de 
desarrollo urbano o instrumentos de ordenamiento territorial. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Uno de los mayores puntos de conflicto. En la práctica, este 
reglamento ha permitido excepciones normativas y criterios de 
interpretación discrecional en procesos como el otorgamiento de 
licencias de construcción o densidades permitidas, lo cual desarticula 
la planeación desde los PGOT o planes parciales. Ejemplo: los 
polígonos de actuación no son contemplados por el PGOT pero sí 
operan desde este reglamento. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Centraliza las facultades en la Dirección General de Obras y Desarrollo 
Urbano de las alcaldías, con validación técnica de la SEDUVI. Sin 
embargo, no reconoce la función del Instituto de Planeación ni 
establece procedimientos interinstitucionales de revisión de proyectos 
complejos. 

Coordinación 
interinstitucional 

Ausente. Este reglamento funciona como una norma de ejecución 
técnica desconectada de la coordinación intersectorial, lo que ha 
permitido que decisiones técnicas reconfiguren el territorio sin 
alinearse con los principios de planeación urbana. No hay mecanismos 
de consulta a SEMOVI, SEDEMA o PAOT en proyectos con alto impacto 
territorial. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Inexistentes en términos sustantivos. Las autorizaciones de 
construcción y licencias no están sujetas a revisión social, consulta 
pública ni seguimiento participativo, salvo en casos judicializados o 
promovidos por vecinos. No existe un marco legal para la revisión 
ciudadana de megaproyectos o evaluaciones socioespaciales. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

Ausente. Este reglamento opera bajo criterios uniformes, sin incorporar 
enfoques diferenciados según ubicación geográfica, vulnerabilidad 
social o capacidad de infraestructura urbana. Esto ha permitido que se 



Dimensión Análisis 

apliquen criterios constructivos idénticos en zonas patrimoniales, 
rurales o de conservación ecológica. 

Observaciones 
iniciales 

El Reglamento de Construcciones es uno de los instrumentos 
normativos que más contribuyen a la fragmentación del modelo de 
gobernanza urbana, ya que permite el desarrollo físico sin una 
evaluación integral del impacto territorial, social o ambiental. Su 
actualización es urgente para alinear los criterios técnicos con los 
objetivos estratégicos del ordenamiento urbano, garantizando un 
desarrollo justo, sostenible y participativo. 

 

Este es uno de los instrumentos más operativos y a la vez más problemáticos en el entramado 
normativo urbano de la ciudad, pues regula directamente el desarrollo físico del territorio, 
muchas veces por encima de los lineamientos de planeación territorial. Su revisión y 
armonización es una tarea urgente. 

De la revisión realizada a los primeros 6 Documentos Normativos Urbanos de la CDMX, 
identificamos lo siguiente: 

El gran ausente es un marco general articulador de todos estos instrumentos, no es solo que 
los instrumentos operan de manera independiente unos por la fecha de aprobación 
/publicación y otros por el tema a su cargo, sino que ninguno de estos documentos interactua 
directamente o fue creado de la mano de otro. Esto genera fragmentación jurídica, 
duplicidades y vacios legales, no se ha logrado una armonización jurídica sustantiva. 

• La Constitución local establece principios avanzados tales como: el erecho a la 
ciudad, la función social de la propiedad y la equidad territorial, pero estos principios 
no ha sido efectivamente traducidos en normas secundarias vinculantes, en muchas 
de ellas ni siquiera se encuentran referidos o considerados estos principios. 

• La Ley de Planeación tiene como buena intención, articular un sistema de planificación 
prospectiva y democrática, pero al momento en que no se ha logrado derogar 
instrumentos obsoletos como la Ley de Desarrollo Urbano o el Reglamento de 
Construcciones, se generan entonces superposiciones y conflictos operativos. 

Como resultado de lo anterior, la planificación territorial de la CDMX, opera en un campo 
jurídico cuando menos bifurcado, en donde los principios de justicia urbana coexisten con 
prácticas normativas que los contradicen y lo peor de todo es que no existen ni norma, ni 
autoridad con la competencia y/o poder suficiente para fungir como articulador.  



Por otro lado, existe un vacío en la jerarquía normativa entre planes (PGOT, PGD), leyes 
sectoriales (vivienda, medio ambiente) y reglamentos técnicos (construcciones), lo que impide 
una implementación coherente del modelo territorial definido en la Constitución.  

• Como ya lo revisamos, el Reglamento de Construcciones, se aplica como instrumento 
operativo prioritario en procesos constructivos, incluso si contradice lineamientos 
territoriales del PGOT; es aquí donde cabe la discrecionalidad y los intereses 
particulares.  

• Por su parte, la Ley de Vivienda no se vincula obligatoriamente con los planes de 
ordenamiento territorial, ni condiciona su ejecución al cumplimiento de criterios 
territoriales o ambientales. 

Por tanto, es puede concluir que los instrumentos jurídicos no forman un sistema normativo 
sino un conjunto disgregado de normas que no se hablan, lo que de nuevo da lugar a la 
discrecionalidad institucional y vulnera el principio de legalidad territorial. 

En tercer lugar, aunque varios documentos normativos reconocen formalmente la 
participación ciudadana, en la práctica, como ya lo habíamos comentado, las decisiones clave 
permanecen centralizadas en órganos técnicos y políticos (SEDUVI, Jefatura de Gobierno, 
direcciones de obras de alcaldías). 

• La Ley de Planeación y la Constitución local proponen mecanismos de participación 
ciudadana, que carecen de efecto vinculante, por lo cual no son de utilidad real. 

• En contraste, el Reglamento de Construcciones y la Ley de Desarrollo Urbano permiten 
autorizaciones técnicas sin que sea necesaria ni siquiera una consulta pública o una 
evaluación socioespacial. 

Es entonces que se presenta una clara asimetría entre el discurso normativo y las prácticas 
institucionales, que genera opacidad y mantiene a la ciudadanía como espectadora y no como 
sujeto activo del modelo de desarrollo urbano que integra su ciudad. 

Adicionalmente, no existen mecanismos formales de gobernanza ecológica, integración 
territorial,  ni articulación intersectorial las normas ambientales y de suelo de conservación, 
como la Ley Ambiental de Protección a la Tierra, operan de forma sectorial y desconectada de 
los planes urbanos.  

• A pesar de que más del 50% del territorio de la CDMX es suelo de conservación, este 
no está vinculado de forma estratégica a los procesos de planeación urbana. 

• Las decisiones sobre vivienda, infraestructura y transporte no consideran criterios de 
sostenibilidad ,ni límites ecosistémicos definidos por la norma ambiental. 

De modo tal que el modelo urbano sigue siendo centralizado y fragmentario, sin un enfoque 
de territorio como sistema social y ecológico. 



Finalmente, al no existir un enfoque de justicia espacial y equidad redistributiva, la planeación 
urbana sigue basada en modelos normativos homogéneos y tecnocráticos. 

• No hay criterios normativos diferenciados para el tratamiento de zonas patrimoniales, 
rurales, periféricas o de conservación. 

• Las políticas de vivienda no priorizan explícitamente los territorios con mayores 
rezagos, ni los articulan con servicios públicos e infraestructura. 

Esto último reproduce un modelo urbano excluyente y desigual, que perpetúa la 
fragmentación territorial y limita el derecho a la ciudad para los sectores más vulnerables. 

El análisis comparado realizado hasta este momento, evidencia que la Ciudad de México 
carece de un sistema jurídico urbano integrado, coherente y actualizado. Aunque se han 
establecido principios normativos de avanzada en la Constitución y algunas leyes recientes, 
estos cambios no han sido acompañados por la transformación operativa e institucional 
necesaria para asegurar su implementación efectiva. 

Hasta este punto de la investigación es posible fundamental la necesidad de una reforma 
estructural del marco normativo urbano, que no solo armonice instrumentos legales, sino que 
establezca mecanismos claros de relación entre ellos como: jerarquización, exigibilidad, 
participación vinculante y justicia territorial. 

7. Ley de Participación Ciudadana de la Ciudad de México (2019, reformas hasta 2023) 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

La ley contempla mecanismos relevantes como la consulta ciudadana, 
el presupuesto participativo, las asambleas ciudadanas, el sistema de 
comités vecinales, entre otros. Sin embargo, no está alineada 
explícitamente con los procesos de planeación territorial (PGOT, 
planes parciales) ni con el ejercicio del derecho a la ciudad como 
principio operativo. No contempla la participación para el diseño ni 
evaluación de grandes proyectos urbanos o infraestructura. 

Coherencia jurídica 
interna 

Es un documento bien estructurado para fines de organización vecinal 
y toma de decisiones barriales. Sin embargo, los mecanismos de 
participación definidos no están articulados con el marco normativo 
urbano o ambiental, lo que impide su aplicación en procesos 
estratégicos de toma de decisiones sobre el uso del suelo o el modelo 
territorial. Hay una división entre la democracia barrial (operativa) y la 
democracia urbana (estratégica). 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Esta Ley esta desconectada del Sistema de Planeación de la Ciudad. 
No se establece en ella ninguna obligación formal para que los 



Dimensión Análisis 

resultados de la participación ciudadana sean considerados 
vinculantes en los planes urbanos, en la gestión del PGOT o en los 
programas parciales. Tampoco se establece una ruta de exigibilidad 
ciudadana sobre decisiones urbanas. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Define el papel del Instituto Electoral de la Ciudad de México (IECM) 
como ente rector, así como de las Alcaldías y los Comités de 
Participación Comunitaria (COPACO). Sin embargo, no delimita cómo 
estas figuras deben interactuar con SEDUVI, el Instituto de Planeación, 
o el Congreso local en temas de desarrollo urbano, lo que genera una 
ausencia de mecanismos de interlocución formal en procesos 
estratégicos. 

Coordinación 
interinstitucional 

Muy limitada. La ley opera de forma aislada del sistema institucional de 
planeación, enfocándose en estructuras electorales y vecinales sin 
establecer mecanismos de corresponsabilidad interinstitucional. No 
hay vinculación con órganos técnicos, ni espacios de decisión sobre 
grandes proyectos urbanos. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

Existe una gran cantidad de mecanismos establecidos, pero están muy  
limitados en su impacto estratégico. El presupuesto participativo opera 
en una escala micro (barrial), sin capacidad de influir en las decisiones 
macro de inversión pública o planeación territorial. No existe una figura 
de evaluación ciudadana de megaproyectos, ni rutas formales de 
impugnación social a procesos de construcción o modificación de 
usos de suelo. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

La ley no considera diferenciación territorial en los mecanismos de 
participación. No existen criterios especiales para garantizar 
participación reforzada en zonas vulnerables, pueblos originarios, 
suelo de conservación o territorios indígenas urbanos. Esto limita su 
capacidad para operar como herramienta de equidad democrática 
territorial. 

Observaciones 
iniciales 

La Ley de Participación Ciudadana representa un avance importante en 
la organización barrial y la democratización local, pero carece de 
conexión con el modelo de planeación urbana y la justicia espacial. No 
es un instrumento que garantiza la participación estratégica de la 
ciudadanía en el ordenamiento territorial ni en el diseño de políticas 
públicas urbanas de largo plazo.  



 

Esta norma es clave para evaluar la dimensión democrática del sistema de planeación urbana, 
especialmente en lo relativo a mecanismos de consulta, coplanificación y control social sobre 
el territorio. Su revisión es crucial para articular la democracia participativa con el derecho al 
territorio. 

8. Programa General de Ordenamiento Territorial (PGOT) – CDMX (versión pública 2023) 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

El PGOT incorpora un enfoque territorial integral que busca articular 
dimensiones físicas, ambientales, sociales y de riesgos. Introduce 
nociones avanzadas como unidades de gestión territorial, sistemas 
ambientales urbanos, conectividad ecosistémica, zonificación por 
vocación de uso, así como lineamientos para la resiliencia urbana. No 
obstante, varios de estos conceptos no tienen aún sustento normativo 
secundario, ni vinculación jurídica directa, lo que limita su 
operatividad. 

Coherencia jurídica 
interna 

Aunque está formulado con base en la Constitución local y la Ley de 
Planeación, sufre tensiones normativas con leyes aún vigentes como la 
de Desarrollo Urbano y el Reglamento de Construcciones. El PGOT 
plantea una nueva jerarquía de instrumentos territoriales (planes 
parciales, sistemas integrados), pero sin mecanismos jurídicos claros 
para derogar la normatividad contradictoria existente lo que genera 
inseguridad jurídica para su aplicación. 

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

Busca coordinarse con el Plan General de Desarrollo y otros 
instrumentos sectoriales, pero aún no existe una armonización 
completa con los programas delegacionales, la Ley Ambiental o los 
planes de movilidad y vivienda. Además aún hace falta un reglamento 
específico del PGOT, lo que obstaculiza su implementación territorial 
efectiva. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

Define un rol central para el Instituto de Planeación Democrática y 
Prospectiva, pero no delimita con claridad las competencias 
operativas de SEDUVI, Alcaldías, SEMOVI, SEDEMA, INVI o PAOT. 
Tampoco contempla la existencia de Consejos Territoriales con 
funciones de deliberación vinculante. Esta ambigüedad institucional 
dificulta su ejecución intergubernamental. 



Dimensión Análisis 

Coordinación 
interinstitucional 

Propone principios de gobernanza integrada y transversalidad, pero no 
establece estructuras formales, plazos o mecanismos de 
corresponsabilidad operativa entre dependencias. No hay claridad 
sobre cómo se alinearán los presupuestos, proyectos de obra pública y 
autorizaciones constructivas con las prioridades del PGOT. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

El documento reconoce la participación como principio rector del 
ordenamiento territorial. Sin embargo, los mecanismos reales de 
consulta y coproducción de este plan han sido objeto de controversia 
pública, debido a limitaciones en tiempo, formato y alcance. No existen 
mecanismos vinculantes, ni instancias deliberativas permanentes para 
la evaluación social del PGOT. 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

Este es uno de sus mayores aciertos. El PGOT distingue 9 Unidades de 
Gestión Territorial que incorporan diferenciación socioambiental, 
densidad poblacional, riesgos naturales, y tipologías de suelo. También 
reconoce el suelo de conservación, barrios originarios y zonas de 
recarga hídrica. Sin embargo, la regulación normativa diferenciada no 
está plenamente especificada ,ni respaldada por leyes secundarias. 

Observaciones 
iniciales 

El PGOT representa una apuesta conceptual ambiciosa por 
transformar el modelo de planeación urbana hacia la sostenibilidad, 
equidad y justicia espacial. Sin embargo, en su estado actual, es un 
instrumento jurídicamente débil y políticamente disputado, sin reglas 
claras de implementación ni armonización con el resto del andamiaje 
normativo urbano. Su eficacia depende de reformas legislativas, 
voluntad política y gobernanza multinivel. 

 

Este instrumento es clave para la presente investigación, ya que representa el intento más 
robusto del gobierno local por territorializar la planeación urbana en concordancia con el 
nuevo marco constitucional. 

9. Programa General de Desarrollo (PGD) de la Ciudad de México 

Publicado por el Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva (2023) 

Dimensión Análisis 

Cobertura temática 
contemporánea 

El PGD propone una visión de desarrollo basada en derechos, igualdad 
sustantiva, sostenibilidad, innovación y resiliencia. Identifica 6 ejes 



Dimensión Análisis 

estratégicos y 25 objetivos prioritarios que abarcan desde el desarrollo 
económico incluyente, la cohesión social, la igualdad de género, hasta 
el cambio climático y la seguridad ciudadana. Sin embargo, la 
dimensión territorial está poco desarrollada: el suelo, la vivienda, la 
movilidad y la estructura urbana son abordadas de forma general o 
fragmentaria, sin estrategias espaciales específicas. 

Coherencia jurídica 
interna 

El PGD responde formalmente a la Ley de Planeación y a los mandatos 
de la Constitución de la CDMX. No obstante, su estructura 
programática y narrativa es más política que operativa, y carece de 
mecanismos normativos de exigibilidad. No articula con precisión 
cómo sus objetivos se traducen en planes sectoriales o territoriales.  

Compatibilidad con 
otros instrumentos 

En teoría, el PGD debe ser el eje articulador de los demás instrumentos 
de planeación (PGOT, Programas Institucionales, Proyectos 
Estratégicos). Sin embargo, en la práctica, los vínculos normativos son 
débiles o poco reglamentados, lo que impide su aplicación obligatoria 
en los programas operativos de las dependencias. Ejemplo: no se 
especifica cómo sus metas inciden sobre las autorizaciones urbanas, 
políticas de vivienda o distribución presupuestal. 

Claridad de 
competencias 
institucionales 

El documento identifica al Instituto de Planeación como órgano 
responsable de su formulación, seguimiento y evaluación, pero no 
delimita claramente cómo deben alinearse las dependencias del 
Ejecutivo local, el Congreso, las alcaldías y los órganos autónomos. 
Esto diluye la responsabilidad política sobre su cumplimiento. 

Coordinación 
interinstitucional 

Plantea la creación de un Sistema de Evaluación del Desarrollo, pero 
hasta ahora no se ha implementado con reglas claras, ni existen 
instrumentos jurídicos que obliguen a las dependencias a cumplir con 
sus metas. Tampoco se establecen estructuras de gobernanza 
colaborativa entre dependencias. 

Mecanismos de 
participación 
ciudadana 

El proceso participativo para su elaboración fue limitado y no existen 
instancias permanentes para la participación vinculante de la 
sociedad civil, académica o comunitaria en su evaluación o revisión 
periódica. El PGD no contempla formas de participación estratégica 
para monitorear impactos territoriales, urbanos o ambientales. 



Dimensión Análisis 

Tratamiento 
territorial 
diferenciado 

A pesar de que reconoce las desigualdades estructurales entre 
alcaldías y zonas urbanas, no establece un marco territorial explícito, 
ni criterios normativos diferenciales para zonas marginadas, pueblos 
originarios, periferias o suelo de conservación. La distribución 
territorial de sus metas es solo sugerida, no normada. 

Observaciones 
iniciales 

El PGD es un documento clave desde el punto de vista programático y 
discursivo, pero carece de los instrumentos normativos y operativos 
necesarios para asegurar su influencia real sobre el desarrollo urbano 
y la planeación territorial. Su desconexión con el PGOT, la Ley de 
Desarrollo Urbano y los presupuestos públicos debilita su función 
como eje rector del desarrollo integral. Es un plan de ciudad con visión, 
pero sin dientes legales ni mapas que territorialicen sus propuestas. 

 

Este programa constituye el instrumento rector del desarrollo integral de la ciudad a mediano 
y largo plazo, con un horizonte de 20 años. Este documento es clave para evaluar la alineación 
estratégica entre los objetivos sociales, económicos, territoriales y ambientales, y su 
articulación con el ordenamiento urbano. 

Sin embargo, ambos instrumentos enfrentaron diversas críticas por omisiones legales, falta 
de transparencia y procedimientos apresurados y por tanto fueron calificados por diversos 
sectores como un “frankestein jurídico” – reddit.com – junio 2 2023 (Sheinbaum anuncia 
proyectos, pero analistas ven un Frankestein jurídico. Ambos documentos fueron retirados del 
Congeso y se estima nuevamente su promulgación para octubre 2025 (PGD) y enero 2026 
(PGOT).  

Esta segunda etapa del análisis revela que, aunque tanto el PGD como el PGOT proponen 
visiones integrales y progresistas del desarrollo, aún no existen mecanismos jurídicos ni 
operativos que garanticen su implementación efectiva y coordinada. 

• El PGD establece metas de desarrollo social, económico y ambiental, pero no tiene 
herramientas legales, ni presupuestales para territorializar sus objetivos. 

• El PGOT incorpora criterios socioespaciales de avanzada (como Unidades de Gestión 
Territorial), pero estos carecen de fuerza vinculante frente a leyes secundarias 
obsoletas o reglamentos técnicos contradictorios. 

Si bien la ciudad ya tiene  al menos en potencia dos grandes mapas conceptuales del futuro 
(PGD y PGOT), aún carece de las “rutas legales” que conecten visión, territorio y decisión 
institucional. 



Por su parte, la Ley de Participación Ciudadana representa un esfuerzo por institucionalizar la 
participación vecinal (aunque su creación y enfoque inicial es electoral), pero en los hechos 
no permite a la ciudadanía incidir estratégicamente en la toma de decisiones relativas al 
desarrollo urbano. 

• Los instrumentos participativos (presupuesto participativo, COPACOS, consultas) no 
están conectados ni con los planes territoriales, ni con los proyectos urbanos de gran 
escala. 

• Tampoco existen mecanismos para que los habitantes impugnen, modifiquen o 
evalúen proyectos que afecten su hábitat. 

Por tanto tenemos un modelo participativo en términos barriales o micro, muy funcional para 
el terreno electoral, pero no existe una gobernanza democrática del territorio urbano en 
términos estratégicos. 

Si bien, ya mencionamos que tanto el PGOT como el PGD establecen principios progresistas y 
transversales (resiliencia, equidad, derecho a la ciudad, sostenibilidad), dichos principios no 
se traducen en criterios normativos obligatorios para los reglamentos, licencias, asignación 
de suelo o inversión pública. 

• Por ejemplo, los conceptos de “función social de la propiedad” o “habitabilidad 
adecuada” no tienen traducción normativa en el Reglamento de Construcciones o en 
las autorizaciones de SEDUVI. 

• La planeación participativa y prospectiva propuesta en el PGD no ha reformado los 
instrumentos operativos que siguen siendo centralistas, tecnocráticos y 
fragmentarios. 

La ciudad opera en un marco de dualidad normativa todavía a pesar de contar con 
instrumentos que atienden todos los conceptos necesarios para integrar un sistema 
coherente y funcional. Actualmente la planeación estratégica convive con instrumentos de 
regulación que responden a otros paradigma y no se cuenta con un ruta o un líder claro que 
pueda unificar o articular el sistema. 

Estos últimos tres instrumentos revisados, reconocen como fundamental, la necesidad de 
coordinación institucional, pero ninguno establece mecanismos vinculantes, plazos o 
estructuras permanentes de cooperación entre dependencias. 

• No hay claridad sobre cómo se alinearán las decisiones de SEDUVI, SEDEMA, INVI, 
SEMOVI, Alcaldías o el Instituto de Planeación frente a los lineamientos del PGOT o 
PGD, lo que permite vacíos de responsabilidad y conflictos normativos permanentes, 
y favorece tanto la discrecionalidad como la captura institucional. 

La planeación urbana de la CDMX sigue operando bajo lógicas sectoriales y aisladas, sin 
coordinación operativa real, ni visión integral del territorio. 



Este segundo bloque de documentos analizados confirma que el problema urbano de la CDMX 
no es solo técnico, financiero o institucional, sino eminentemente normativo y relacional. 
Existen al menos tres tipos de brechas estructurales: 

• Brechas jurídicas: leyes contradictorias, jerarquías difusas, instrumentos sin fuerza 
vinculante. 

• Brechas institucionales: competencias traslapadas, falta de coordinación, ausencia 
de gobernanza. 

• Brechas políticas: ciudadanía excluida de la toma de decisiones territoriales; 
planificación orientada por intereses de corto plazo. 

La Ciudad de México no podrá avanzar hacia una planeación justa, sostenible y democrática 
sin que se genere una transformación profunda de su arquitectura normativa y se genere un 
enfoque de sistema que garantice la coherencia, la vinculación interinstitucional, la 
participación estratégica y la exigibilidad social del derecho al territorio. 

La revisión realizada a estos nueve instrumentos normativos vigentes y vinculados de alguna 
manera a la planeación urbana  de la Ciudad de México revela que, si bien la Ciudad se 
encuentra en una transición clara hacia la creación de un sistema integral de planeación 
urbana que contempla todos los conceptos modernos, está transición se encuentra  
bloqueada entre el viejo paradigma tecnocrático-fragmentado y un nuevo modelo territorial 
basado en derechos y sostenibilidad. Para destrabar esta transición, se requiere llevar a cabo 
de manera urgente un proceso de armonización del marco normativo y  crear un sistema de 
articulación entre instituciones, leyes y ciudadanía, este sistema debe estar encabezado por 
alguna instancia gubernamental y debe establecer una jerarquía que regule las relaciones 
entre dependencias y la vinculación entre las diversas normas existentes. 

Ahora bien, con el propósito de identificar algunas lecciones importantes que puedan ser 
integrados al apartado de propuestas de la presente investigación a continuación se presente 
el resultado de un análisis comparado de referentes normativos urbanos en América Latina. 

Matriz comparativa de tres instrumentos normativos latinoamericanos 

Dimensión / 
Instrumento 

Brasil – Estatuto de 
la Ciudad (2001) 

Colombia – Ley 388 
(1997) 

Ecuador – 
Constitución del 
Buen Vivir (2008) 

Principios rectores Función social de la 
propiedad, equidad, 
gestión 
democrática, 
sostenibilidad. 

Desarrollo 
sostenible, función 
social y ecológica de 
la propiedad, 
eficiencia territorial. 

Sumak kawsay 
(buen vivir), 
derechos de la 
naturaleza, justicia 
intergeneracional, 
sostenibilidad. 



Instrumentos de 
planeación 

Planes Directores 
municipales 
obligatorios. 
Zonificación 
inclusiva. ZEIS. 

Planes de 
Ordenamiento 
Territorial (POT), 
PBOT y EOT según 
tamaño municipal. 

Planes de desarrollo 
y ordenamiento 
territorial locales 
con enfoque 
participativo y 
ecológico. 

Enfoque territorial Fuerte énfasis en 
control del uso del 
suelo y 
redistribución del 
valor del suelo 
urbano. 

Clasificación del 
suelo (urbano, rural, 
expansión). 
Jerarquía normativa 
bien definida. 

Protección del 
patrimonio natural, 
planificación 
biorregional, uso 
social del suelo. 

Gobernanza y 
actores 

Alcaldías y consejos 
municipales con 
competencia 
normativa y de 
implementación. 

Gobiernos 
municipales con 
competencia sobre 
planeación; fuerte 
papel de 
autoridades locales. 

Gobiernos 
seccionales 
autónomos, 
participación 
comunitaria, 
organismos de 
control ambiental. 

Derecho a la ciudad 
y equidad 

Reconocido 
legalmente como 
principio 
constitucional. 
Instrumentos 
locales. 

Incluido como eje 
normativo. 
Operatividad 
variable según 
región. 

Derivado del 
derecho al territorio, 
la naturaleza y los 
derechos 
colectivos. 

Participación 
ciudadana 

Participación 
obligatoria en 
elaboración y 
revisión de planes. 
Audiencias 
públicas. 

Instancias de 
concertación y 
consulta. Requiere 
participación para 
aprobar POT. 

Mandato 
constitucional de 
participación en 
planificación y 
control social. 

Vinculación 
normativa 

Vinculación directa 
con la Constitución 
de Brasil y leyes 
federales. 

Alta integración con 
el régimen 
municipal 
colombiano y 
normas 
ambientales. 

Integración 
transversal en toda 
la Constitución. 
Referente ecológico 
y territorial de alto 
rango. 



Observaciones 
clave 

Ejemplo 
paradigmático de 
derecho urbano 
progresista. Inspira 
reformas regionales. 

Sistema maduro de 
planificación 
territorial. Desafíos 
en implementación 
y actualización. 

Constitución 
pionera en el 
reconocimiento de 
la naturaleza como 
sujeto de derechos. 
Base ética y 
ecológica para el 
ordenamiento. 

 
De la revisión de estos tres instrumentos podemos identificar importantes aportaciones para 
el contexto mexicano, ya que se revelan tendencias comunes que podrían nutrir la 
actualización del marco normativo de la CDMX en materia de desarrollo urbano: 

 El principio de función social y ecológica del suelo, debe ser la base jurídica y operativa 
de la planeación urbana.  

 Es crucial contar con una jerarquía normativa clara que generen obligatoriedad para los 
planes locales, así como es necesario contar con instrumentos que faciliten y 
transparenten la articulación de los niveles de gobierno y la normatividad vigente.  

 Otro principio fundamente es la participación ciudadana no solo a nivel de consulta, 
sino como elemento clave en la toma de decisiones por lo que debe ser posible trazar 
su vinculación a las decisiones territoriales.  

 Finalmente el principio de gobernanza institucional se debe hacer presente tanto en el 
marco normativo de la Ciudad de México como entre los distintos órdenes de gobierno 
y/o sectores que integran la planeación urbana. Deben crearse estrcturas permanentes 
de control.  

Los casos de Brasil y Colombia demuestran que es posible territorializar los derechos urbanos 
a través de instrumentos jurídicos robustos, mientras que el caso de Ecuador nos permite 
conocer por primera vez un enfoque holístico e innovador que combina derechos humanos, 
justicia territorial, participación ciudadana y un profundo respeto ecológico desde el marco 
constitucional. 
 
Es necesario y urgente para la Ciudad de México, buscar la forma de pensar en integrar estos 
aprendizajes. Hacerlo en principio va a implicar: reformar leyes secundarias, establecer una 
jerarquía clara de los diversos instrumentos existentes, formalizar e institucionalizar la 
gobernanza democrática del suelo y vincular la planeación con la justicia ecológica y espacial. 
Solo, a través de la realización de estos ejercicios, se podrá consolidarse un verdadero derecho 
al territorio urbano, desde una lógica de sostenibilidad y equidad de largo plazo. 

3. Revisión de bases de datos públicas 

Con el propósito de fortalecer el análisis documental con evidencia cuantitativa, espacial e 
institucional, la presente investigación integra este apartado de revisión de bases de datos 



públicas confiables, bases que primero vamos a describir para conocer su utilidad y posible 
contribución a la investigación y despúes vamos a utilizar a la luz de algunos estudios de caso 
para triangular hallazgos normativos con evidencia empírica sobre territorio, vivienda, 
instrumentos de planeación y actores urbanos.  

Se identificaron, con estas características, cuatro fuentes prioritarias que serán consultadas: 

A) INEGI – Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

Tipo de información relevante: 

• Censos y encuestas de población y vivienda (2020 y anteriores) 

• Inventarios de uso del suelo, catastro y cobertura urbana 

• Mapas digitales vectoriales (MGV y Series Urbanas) 

• Datos sobre rezago habitacional, densidad, crecimiento urbano y límites territoriales 

INEGI permite aportar a la presente investigación la identificación de patrones de crecimiento 
urbano, desigualdades espaciales, presión sobre suelo de conservación y concentración 
habitacional. Esta información es clave para sustentar empíricamente las brechas entre el 
marco normativo y la realidad urbana. 

Cuales serán las Bases de datos consultables: 

• Sistema de Consulta de Información Censal: https://www.inegi.org.mx/app/scitel/ 

• Marco Geoestadístico Nacional 

• Banco de Indicadores (BIE): https://www.inegi.org.mx/temas/indicadores/ 

 

B) SEDUVI – Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (CDMX) 

Tipo de información relevante: 

• Registro de autorizaciones y licencias de construcción 

• Cartografía del Programa General de Ordenamiento Territorial (PGOT) 

• Programas Delegacionales de Desarrollo Urbano (PDDU) 

• Inventario del suelo urbano y de vivienda 

SEDUVI proporciona información crucial para rastrear cómo se implementa o evade el marco 
normativo urbano vigente. Se revisará la base de datos de usos de suelo, zonas patrimoniales, 
corredores de desarrollo, así como la información sobre la distribución territorial de licencias 
de construcción. 

Plataformas clave a consultar: 



• Geoportal SEDUVI: https://seduvi.cdmx.gob.mx/portal/ 

• Sistema de Información Territorial Urbano Ambiental (SITUA) 

• Consulta de usos de suelo por predio 

 

C) PUEC-UNAM – Programa Universitario de Estudios sobre la Ciudad 

Tipo de información relevante: 

• Estudios académicos y diagnósticos sobre expansión urbana, políticas de suelo, 
vivienda y gobernanza 

• Proyectos colaborativos sobre ordenamiento territorial y desarrollo sustentable 

• Indicadores urbanos de accesibilidad, precariedad, habitabilidad y movilidad 

El PUEC aporta una visión crítica y académica complementaria, que permite contrastar los 
enfoques gubernamentales con análisis estructurales. Sus estudios permiten identificar 
vacíos institucionales y normativos a partir de evidencia empírica y conceptual. 

Bases de consulta: 

• Biblioteca digital y publicaciones abiertas: https://www.puec.unam.mx/ 

• Indicadores del Observatorio Urbano de la Ciudad de México 

 

D) IMCO – Instituto Mexicano para la Competitividad 

Tipo de información relevante: 

• Índices de competitividad urbana (por municipio y zona metropolitana) 

• Evaluaciones de transparencia institucional y gestión del suelo 

• Estudios sobre regulación, tramitología y barreras a la inversión urbana 

El IMCO permite evaluar la eficacia regulatoria y operativa del marco urbano, especialmente 
en términos de claridad normativa, discrecionalidad y corrupción. Esta instancia ofrece 
indicadores que revelan si la legislación urbana vigente está alineada con buenas prácticas de 
gobernanza y eficiencia institucional. 

Se consultará: 

• Índice de Competitividad Urbana (ICU): https://imco.org.mx/ 

• Ranking de Mejores Prácticas Regulatorias 

https://imco.org.mx/


Estas bases de datos constituyen una infraestructura crítica de información pública que a la 
luz de la presente investigación permitirá complementar el análisis normativo con indicadores 
comprobables sobre cómo se transforma, utiliza y distribuye el territorio en la Ciudad de 
México. Su consulta, curzada con los casos de estudio que vamos a revisar, facilitará la 
validación de las hipótesis de la presente investigación, en espera de que pueda también 
ilustrar las contradicciones y vacios legales existentes, con el propósito de reforzar de nueva 
cuenta la necesidad de generar propuestas normativas sustentadas en datos verificables y 
accesibles. 

4. Casos de Estudio 

En este apartado vamos a revisar ahora algunos Casos de Estudio utilizando como insumos 
estas bases de datos arriba mencionadas. Los casos de estudio seleccionados han sido ya 
mencionados a lo largo de la presente investigación, sin embargo es en este apartado en el 
cual vamos conjugar el marco teórico conceptual, el análisis documental y la revisión de las 
bases de datos para comprobar tanto la hipótesis general como las específicas y detectar 
elementos clave para el apartado de conclusiones y recomendaciones.  

Reconversión inmobiliaria en la Alcaldía Benito Juárez (CDMX) 

A continuación se presenta el análisis cualitativo del caso de reconversión inmobiliaria en la 
Alcaldía Benito Juárez (CDMX), revisado a la luz de los hallazgos obtenidos en las bases de 
datos públicas revisadas (INEGI, SEDUVI, PUEC-UNAM e IMCO). Este análisis permite 
ejemplificar de manera concreta cómo las brechas normativas, la discrecionalidad 
institucional y la captura del territorio se materializan en un caso documentado y 
representativo de transformación urbana reciente. 

Contexto del caso:  

En la última década, la Alcaldía Benito Juárez ha sido el epicentro de procesos acelerados de 
reconversión del suelo urbano, pasando de una vocación predominantemente habitacional de 
baja densidad, a una configuración de alta densidad vertical y uso mixto comercial-residencial. 
Este fenómeno ha sido especialmente visible en colonias como Del Valle, Nápoles, Narvarte y 
Portales. 

Este proceso de reconversión ha generado: 

• Incremento de torres de departamentos de más de 8 niveles, en suelos no aptos para 
dichas alturas, lo que ha estresado los servicios básicos. 

• Sustitución de vivienda unifamiliar por macrodesarrollos habitacionales verticales.  

• Reconfiguración del entorno urbano sin consulta comunitaria, ni planeación 
sustentable. 

Como resultado del proceso de reconversión se ha generado un contexto de evasión de usos 
de suelo autorizados de la siguiente manera:  



• A través de polígonos de actuación (que es un área determinada en la que se permite 
la modificación de normas urbanísticas para desarrollar un proyecto urbano integral – 
avalados por el Reglamento de Construcciones y la Ley de Desarrollo Urbano), 
transferencias de potencial y modificaciones unilaterales al uso del suelo, se han 
aprobado desarrollos que no respetan los planes delegacionales vigentes, ni el PGOT. 

• La SEDUVI ha otorgado autorizaciones contradictorias con el uso permitido según los 
datos del Geoportal SEDUVI, lo cual evidencia opacidad y discrecionalidad 
administrativa. 

Adicionalmente, en este caso de estudio se tiene documentado por parte de la FGJ – CDMX el 
caso del llamado “Cártel Inmobiliario” que es la expresión de una red de corrupción entre 
desarrolladores, funcionarios y autoridades delegacionales, que permiten construcciones 
ilegales mediante el pago de sobornos y autorizaciones simuladas.  

Dado que la CDMX no cuenta con órganos de fiscalización urbana que sean autónomos y no 
existe vinculación entre el PGOT y las autorizaciones emitidas por SEDUVI y las Alcaldías, se 
evidencía un claro vacío normativo – operativo.  

Como parte del contexto se identifica también la ausencia de mecanismos de control 
ciudadano lo que significa que la ciudadanía no tiene voz real en el proceso de transformación 
de su ciudad. Esto implica que si bien se cuenta con la Ley de Participación ciudadana, esta 
no se articula con el marco normativo de desarrollo urbano y por tanto no hay vigilancia social 
sobre el cambio territorial.  

Como consecuencias en el espacio de este contexto se han documentado los siguientes 
fenómenos:   

a. Concentración habitacional sin soporte urbano 

• Según INEGI (AGEBs), Benito Juárez muestra un crecimiento en densidad superior al 
30% en colonias como Nápoles y Narvarte, pero sin mejoras en infraestructura hídrica, 
vial ,ni ambiental. 

• Esto ha resultado en que las redes de drenaje y agua potable estén colapsadas o 
sobredimensionadas, situación que ha sido ampliamente reconocida y documentada 
en reportes del PUEC-UNAM. 

b. Presión indirecta sobre suelo de conservación 

• Aunque Benito Juárez no contiene suelo de conservación, la presión inmobiliaria del 
centro empuja la expansión hacia zonas periféricas y rurales, lo que incrementa la 
urbanización informal en alcaldías como Tlalpan, Milpa Alta y Xochimilco. 

c. Desplazamiento y pérdida de tejido social 



• Estudios del PUEC-UNAM y testimonios vecinales documentan gentrificación, alza de 
rentas, desplazamiento de población de bajos ingresos y pérdida de comercios 
tradicionales. 

Derivado del análisis realizado con este caso de estudio podemos identificar cómo la 
planeación urbana en la Ciudad de México opera bajo un régimen normativo débil, capturado  
por grupos de interés y fragmentado normativa y relacionalmente hablando. Las bases de 
datos públicas confirman que: 

• El marco legal vigente no garantiza la congruencia entre planeación y operación 
urbana. 

• Las mismas autoridades locales no están obligadas a respetar el PGOT ni los planes 
delegacionales. 

• La ciudadanía no tiene participación real en las decisiones urbanas que afectan su 
entorno. 

• No hay gobernanza multinivel, ni vigilancia institucional que permita la 
instrumentalización privada del derecho al territorio. 

Por tanto, podemos reafirmar la hipótesis central de esta investigación: la Ciudad de México 
tiene pendiente una transformación normativa estructural, que cierre la brecha entre el 
derecho urbano proclamado y el territorio realmente construido. 

Para el análisis del presente caso de estudio las fuentes de información consultadas fueron:  

Fuente Información relevante para el caso 

SEDUVI – Geoportal y SITUA 
Mapas de uso de suelo, cambios de densidad y altura, 
autorizaciones de construcción, corredores urbanos 
modificados. 

INEGI – Censos 2020 y Mapa 
Digital 

Aumento de densidad poblacional por AGEB, pérdida de 
vivienda unifamiliar, incremento de edificaciones verticales. 

PUEC-UNAM – Indicadores 
urbanos y estudios territoriales 

Análisis sobre presión sobre infraestructura, expulsión de 
población vulnerable, gentrificación, opacidad en la 
planeación. 

IMCO – Índice de 
Competitividad Urbana y 
análisis regulatorio 

Déficits en normatividad clara, discrecionalidad de SEDUVI 
y alcaldías, baja rendición de cuentas. Reportes sobre 
corrupción inmobiliaria. 

 



Megaproyecto del Cablebús (CDMX) 

Realicemos ahora el análisis cualitativo del megaproyecto del Cablebús en la Ciudad de 
México, considerado también como un estudio de caso clave para examinar el vínculo que 
existe entre planeación territorial, movilidad, equidad socioespacial y marco normativo. Como 
en el caso anterior, el análisis se estructura con base en evidencia localizada en bases de 
datos públicas y se enfoca en identificar vacíos normativos, contradicciones institucionales, 
presión territorial y efectos socioespaciales. 

Contexto del proyecto:  

El Cablebús es un sistema de transporte por teleférico que busca conectar zonas de alta 
marginacióny topografía compleja con el resto de la ciudad. Se han construido dos líneas: 

• Línea 1: Indios Verdes – Cuautepec (Gustavo A. Madero) 

• Línea 2: Constitución de 1917 – Santa Marta (Iztapalapa) 

Ambas líneas operan en zonas históricamente marginadas, con alta densidad poblacional, 
baja conectividad y problemas de urbanización irregular. 

¿Qué es lo que ha sucedido durante la implementación del proyecto, con el marco normativo? 
Se ha dado una integración normativa fragmentada. Este Megaproyecto se planeó como parte 
del Sistema Integrado de Transporte aun cuando su implementación no fue armonizada con el 
PGOT, ni con los programas de desarrollo urbano locales.  

Este proyecto fue implementado como obra pública sin un Programa Parcial de Ordenamiento 
Territorial específico, lo que representa una omisión relevante del marco normativo de 
planeación. 

Adicionalmente en el contexto de este proyecto se identifica que hay vacíos en la regulación 
del suelo aledaño al proyecto, en virtud de que no existen normas claras para regular la 
transformación urbana puesta en marcha por el mismo proyecto tal como: densificación, 
cambio de uso de suelo o redistribución del valor del suelo generado.  

Estos vacíos,  generan un efecto de oportunidad para procesos de especulación inmobiliaria 
o urbanización informal en zonas circundantes. 

Como en el caso de estudio de la Delegación Benito Juárez, en el marco de este proyecto se 
comprueba también, la ausencia de de mecanismos de control ciudadano; esto se tradujo en 
que las decisiones que se tomaron durante el diseño y ejecución del megaproyecto en relación 
a los trazos, estaciones y usos de suelo, no fueron sujetos de procesos de consulta 
estructurada o vinculación con los (comités ciudadanos). Como los señala diversos estudios 
del PUEC, el marco de la Ley de Participación Ciudadana tampoco fue activado como 
instrumento de planeación urbana democratizada para este proyecto  

 



Por otro lado se generaron importantes impacto territoriales y socioespaciales tales como: 

a. Movilidad y accesibilidad mejoradas 

Según el INEGI y el Instituto de Planeación CDMX, el tiempo de traslado se redujo por la 
implementación de este Megaproyecto en promedio de 60 a 30 minutos, beneficiando a más 
de 90 mil personas por línea. El PUEC ha documentado incrementos en la conectividad urbana 
y acceso a servicios públicos que antes se encontraban aisladas.  

b. Riesgos de gentrificación y desplazamiento 

Se ha documentado tambien que en estaciones terminales como Constitución de 1917 y 
Santa Marta se empieza a percibir un incipiente encarecimiento del suelo, sin que existan 
políticas de contención o vivienda asequible. Lo anterior implica que la implementación de 
este Megaproyecto puede dar inicio a procesos de renovación excluyente del uso del suelo, 
situación que si no se regla con criterios de justicia espacial, puede afectar en manera severa 
a un histórico sector de la población.  

c. Desplazamiento institucional 

El Instituto de Planeación Democrática quedó al margen de la planeación operativa del 
proyecto, y el liderazgo fue asumido por la Secretaría de Movilidad (SEMOVI) y la Jefatura de 
Gobierno. Este hecho deja ver una clara falta de articulación entre planeación territorial y 
movilidad, lo que impide que existe la gobernanza urbana integral. 

Como resultado del análisis realizado mediante este caso de estudio podemos concluir que el 
Cablebús representa una intervención transformadora, con alto potencial de justicia 
territorial, sin embargo ya en la ejecución, este proyecto revela importantes deficiencias 
normativas e institucionales en el contexto de la planeación urbana de la Ciudad de México: 

• Se implementó al margen de instrumentos de ordenamiento territorial obligatorios. 

• No se establecieron reglas claras para prevenir procesos de exclusión y especulación 
inmobiliaria. 

• La participación ciudadana fue meramente informativa. 

• No existe una evaluación normativa de impacto territorial ni mecanismos legales para 
su seguimiento urbano integral. 

Como resultado del análisis realizado en el caso de estudio podemos nuevamente confirmar 
que el marco normativo vigente es insuficiente para guiar y regular megaproyectos urbanos 
con impacto estructural. De modo que para que la planeación urbana cumpla su función 
redistributiva y democrática, no es suficiente con buenas intenciones o resultados de corto 
plazo sino que es urgente que se lleven a cabo reformas legales y su correspondiente proceso 
de armonización, para crear entonces con un enfoque sistémico un Sistema de Planeación 



Urbana de la Ciudad de México, que garantice equidad, transparencia y gobernanza territorial 
efectiva. 

Para el análisis del presente caso de estudio las fuentes de información consultadas fueron:  

Fuente Información relevante para el caso 

SEDUVI – PGOT y programas 
delegacionales 

Articulación territorial del proyecto, compatibilidad con 
usos del suelo, integración al sistema urbano. 

INEGI – Censo 2020 y mapas 
geoespaciales 

Caracterización socioeconómica de las zonas 
beneficiadas (GAM, Iztapalapa), crecimiento urbano 
informal. 

PUEC-UNAM – Estudios de 
movilidad y segregación urbana 

Impacto sobre accesibilidad, percepción comunitaria, 
procesos de revitalización urbana, riesgos de 
gentrificación. 

IMCO – Estudios sobre eficiencia 
urbana 

Evaluaciones de costo-beneficio, transparencia en la 
ejecución, sostenibilidad institucional. 

 

Tren Interurbano México–Toluca (El Insurgente) 

Finalmente se presenta el análisis del Megaproyecto del Tren Interurbano México–Toluca 
como estudio de caso, bajo el mismo enfoque metodológico y crítico: examinando cómo se 
implementa o evade el marco normativo urbano, qué vacíos legales o institucionales se 
presentan, qué efectos territoriales ha tenido, y qué revelan los datos públicos sobre este 
megaproyecto de movilidad e infraestructura. 

Contexto del proyecto: 

El Tren Interurbano llamado “El Insurgente”, es un megaproyecto federal de movilidad masiva 
que conecta Zinacantepec (Edomex) con la estación Observatorio (CDMX). Tiene una 
extensión de 58 km, inició en 2015 y ha enfrentado múltiples retrasos, conflictos 
socioambientales, sobrecostos y conflictos intergubernamentales. Esto derivado de que su 
implementación afecta directamente a zonas como Cuajimalpa, Santa Fe, Álvaro Obregón, 
San Jerónimo y Observatorio, en la Ciudad de México. 



En principio se destaca que en este proyecto no hubo un proceso de armonización entre la 
planeación urbana vista desde lo federal y desde lo local. El proyecto fue desarrollado por la 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes (SICT) sin alineación previa con 
el PGOT de la CDMX, ni con los programas de desarrollo delegacionales. En ningún momento 
del proyecto se han formulado planes parciales de ordenamiento territorial para regular la 
transformación inducida por el tren en estaciones clave como Observatorio o Vasco de 
Quiroga en Santa Fé.  

Por otro lado, se ha documentado que este megaproyecto utilizó declaratorias de utilidad 
pública y realizó expropiaciones instrumentalizando el suelo y dejando al margen el derecho 
urbano. No se cuenta con evidencia, en el marco de este proyecto de que se cuente con 
instrumentos jurídicos de redistribución del valor del suelo (es decir captación de la plusvalía 
para darle un valor social), lo cual sin duda vulnera el principio de función social del territorio.  

Adicionalmente el IMCO ha reportado que el proyecto acumuló un sobrecosto superior al 80% 
respecto a su presupuesto inicial (Pasó de 30 mil a más de 60 mil millones de pesos). 
Revisiones realizadas al proyecto por parte de la Auditoría Superior de la Federación muestran 
que se han detectado diversas irregularidades y contratos opacos en la implementación y 
gestión del proyecto, en donde además no existe un marco jurídico actualizado que permita 
garantizar tanto trazabilidad como fiscalización al proceso de desarrollo territorial generado 
por el megaproyecto en cuestión.  

Finalmente, este megaproyecto no se escapa de los efectos territoriales y socioespaciales 
generados como se describe a continuación:  

a. Reconfiguración sin control del entorno 

Las zonas ubicadas alrededor de estaciones como Santa Fe u Observatorio están 
experimentando presión inmobiliaria acelerada como resultado del megaproyecto y esto esta 
sucediendo aún cuando no se cuenta con normas claras que garanticen inclusión o equilibrio 
ecológico, lo anterior es evidencia de que se está generando un proeso no planificado de 
urbanización inducida en zonas periféricas del Estado de México.  

b. Aumento del riesgo socioambiental 

El trazado del tren atraviesa zonas de recarga hídrica y barrancas (especialmente en Álvaro 
Obregón y Cuajimalpa), sin que se hayan realizado estudios de impacto ambiental 
concluyentes. En ningún momento se aplicó o realizó una Evaluación Estratégica Territorial 
(EET), a pesar de la escala del proyecto. 

c. Fragmentación institucional y falta de gobernanza metropolitana 

Como se ha ya documentado a lo largo de la presente investigación, no existe un ente de 
coordinación metropolitana funcional que regule los efectos territoriales conjuntos del tren 
entre CDMX y el Estado de México. Esto es el resultado de que no se cuenta con un marco legal 



operativo de gobernanza interjurisdiccional, por lo cual se presentan ambigüedades 
normativas y vacíos de responsabilidad.  

Este último caso de estudio analizado, ilustra cómo un megaproyecto de alta inversión puede 
intensificar la fragmentación del territorio si no se inserta en un marco normativo de 
planeación urbana sólida. Los datos y hallazgos permiten concluir que: 

• Existe una disociación entre las decisiones de infraestructura y los marcos locales de 
ordenamiento territorial. 

• La implementación del tren evadió normativas de participación ciudadana, justicia 
territorial y regulación del suelo. 

• Se profundizan vacíos legales en la gobernanza metropolitana, lo que debilita la 
gestión del territorio como un bien colectivo. 

• El marco normativo vigente no tiene herramientas suficientes para controlar ni 
aprovechar el valor territorial generado por megaproyectos. 

Nuevamente este caso de estudio refuerza la necesidad de una reforma normativa que 
establezca mecanismos de planeación integrada, coordinación intergubernamental, 
instrumentos de captura de plusvalía y participación social efectiva. El futuro del desarrollo 
urbano en México depende de que los megaproyectos no sean solo islas de infraestructura, 
sino catalizadores de equidad, sostenibilidad y derecho al territorio. 

Para el análisis del presente caso de estudio las fuentes de información consultadas fueron:  

Fuente Información clave obtenida 

INEGI – SIG y censos 
Distribución de AGEBs por uso de suelo, densidad, expansión 
urbana en Cuajimalpa, Álvaro Obregón y Lerma. 

SEDUVI – PGOT y mapas 
urbanos 

Trazado del tren, estaciones, áreas de influencia urbana, relación 
con corredores estratégicos. 

PUEC-UNAM 
Estudios sobre infraestructura y fragmentación urbana, impactos 
socioambientales, modelos de gobernanza. 

IMCO – Infraestructura y 
legalidad 

Alertas sobre corrupción, sobrecostos, falta de transparencia en 
adjudicación y evaluación normativa. 

 

5.Hallazgos generales del análisis normativo y empírico 

El conjunto de evidencias obtenidas a partir del análisis documental comparado, el estudio de 
bases de datos públicas (INEGI, SEDUVI, IMCO, PUEC-UNAM) y los estudios de caso urbanos 



(Benito Juárez, Cablebús y Tren Interurbano), permite identificar patrones estructurales de 
disfunción normativa y operativa que respaldan empíricamente la hipótesis general y cada una 
de las hipótesis específicas de esta investigación. Detallemos la manera en que esto sucede:  

En relación a la Hipótesis general: “El marco normativo actual de la CDMX presenta brechas 
temáticas, jurídicas e institucionales que impiden una regulación efectiva del territorio 
urbano.” 

Podemos decir que el como resultado del análisis comparado realizado a lo largo de este 
apartado, se evidencia fragmentación legal, contradicciones entre leyes y reglamentos (por 
ejemplo, entre el PGOT, los PDDU y el Reglamento de Construcciones), y una ausencia tanto 
de vinculación jerárquica efectiva entre instrumentos con entre los diversos actores que 
participan en el contexto del desarrollo urbano. Las bases públicas muestran cómo estas 
fallas se reflejan en el territorio mediante fenómenos como el crecimiento descontrolado, la 
saturación de infraestructura, la inequidad espacial y la vulnerabilidad ambiental. 

Si tomamos como ejempli el caso del Tren Interurbano, podemos ver como un proyecto de 
gran escala puede operar al margen del sistema de ordenamiento urbano, sin mecanismos 
normativos eficaces para regular su impacto territorial. 

En relación a la Hipótesis específica 1: “Las omisiones y contradicciones normativas generan 
discrecionalidad en la aplicación de políticas urbanas.” 

La revisión de instrumentos (como la Ley de Desarrollo Urbano y el PGOT) es posible afirmar 
que existen lagunas jurídicas que permiten interpretaciones divergentes por parte de SEDUVI, 
alcaldías y promotores privados. Esta divergencia fomenta decisiones arbitrarias y colusión 
institucional de acuerdo a intereses particulares.  

Si consideramos el caso del “Cártel Inmobiliario” en Benito Juárez, podemos confirmar cómo  
es que las contradicciones normativas fueron explotadas por parte de ciertos actores para 
autorizar desarrollos ilegales o sobredensificados, sin que esto generara sanciones 
estructurales por parte de alguna autoridad.  

En cuanto a la Hipótesis específica 2: “La ausencia de instrumentos jurídicos específicos 
impide controlar los procesos de valorización y reconversión del suelo urbano.”  

Paartimos de que ninguna ley local vigente (incluyendo la Ley de Vivienda y la Ley de Desarrollo 
Urbano) establece mecanismos eficaces de captura de plusvalía, ni regula la reconversión 
inducida por proyectos de infraestructura o desarrollo vertical. 

Ni el Cablebús, ni el Tren Interurbano incorporaron zonas de gestión especial, reglas de 
densificación progresiva o vivienda incluyente en sus entornos, lo que genera procesos 
especulativos desregulados que actualmente estan afectando a los habitantes que colindan 
con dichos megaproyectos.  



Como resultado de la Hipótesis específica 3: “La falta de articulación entre escalas de 
gobierno y niveles normativos, limita la gobernanza territorial efectiva.” 

El marco normativo vigente, carece de mecanismos vinculantes de coordinación 
intergubernamental, tanto entre el gobierno central y las alcaldías como con el Estado de 
México en zonas conurbadas. No existe una institución metropolitana con facultades 
normativas ni operativas. 

Nuevamente si revisamos el caso del Tren Interurbano, podemos comprobar la ausencia de 
gobernanza metropolitana, con impactos compartidos con territorios colindantes que no 
fueron planeados, ni gestionados entre jurisdicciones. 

En cuanto a la Hipótesis específica 4: “El diseño legal vigente no garantiza la participación 
ciudadana en decisiones sobre el uso y transformación del suelo.” 

Ya hemos mencionado ampliamiente que a pesar de existir la Ley de Participación Ciudadana, 
sus mecanismos no están integrados al sistema de planeación urbana por lo cual la 
participación es informal, consultiva y no vinculante, y no hay exigencia legal de co-decisión 
territorial. 

Derivado del análisis podemos identificar que ninguno de los tres casos de estudio incluyó 
procesos sólidos de consulta ciudadana para definir trazos, alturas, densidades o servicios 
asociados. La ciudadanía solo fue notificada de la implementación de los diversos proyectos 
y/o acciones específicas de construcción; es decir no fue consultada, ni incorporada en el 
proceso de toma de decisiones sobre los efectos directos que recaen en los ciudadanos. 

Finalmente como resultados de la Hipótesis específica 5: “El marco legal vigente no responde 
a los principios de sostenibilidad y justicia territorial establecidos en la Constitución de la 
CDMX.” 

Si bien es claro que la Constitución de la CDMX consagra el derecho a la ciudad, la función 
social del suelo y la equidad territorial como resultado del análisis documental podemos ver 
que ninguna ley secundaria lo operacionaliza plenamente. La Ley Ambiental, por ejemplo, no 
se articula con los planes de ordenamiento urbano. 

La reconversión acelerada en Benito Juárez ha generado procesos de gentrificación, 
saturación de servicios y expulsión de población vulnerable, lo que contradice los principios 
de justicia espacial, sostenibilidad e inclusión incluídos en la Constitución de la ciudad. 

Los hallazgos generados como resultado de este apartado, pnos ermiten afirmar que la Ciudad 
de México enfrenta un desfase profundo entre su marco normativo urbano y la complejidad 
del territorio construido. La evidencia recopilada sustenta tanto a la hipótesis general como a 
las específicas: la legislación vigente es insuficiente, está disgregada, no es operativa y si es 
vulnerable a la captura institucional. 



Por tanto podemos confirmar que esta situación exige una reforma integral del sistema 
normativo de planeación y desarrollo urbano, que articule escalas, actores, instrumentos y 
principios constitucionales. De no llevarse a cabo dicha transformación, será imposible 
garantizar una planeación urbana democrática, sustentable, justa y efectiva. 

VIII. CONCLUSIONES Y NUEVA AGENDA DE INVESTIGACIÓN 

Principales hallazgos  

La presente investigación nos ha permitido identificar de forma sistemática un conjunto de 
brechas que limitan seriamente la regulación efectiva del territorio urbano en la Ciudad de 
México. Estas brechas pueden clasificarse en tres grandes dimensiones fuertemente 
interrelacionadas: temáticas, jurídicas e institucionales. 

a) Brechas temáticas 

Las brechas temáticas refieren a los contenidos sustantivos ausentes, insuficientes o 
incongruentes en la normativa vigente para abordar los desafíos urbanos contemporáneos. A 
partir del análisis documental y comparado, se identificaron las siguientes brechas: 

 Desvinculación entre planeación y derecho a la ciudad: Ninguna de las leyes 
analizadas incorpora el principio del derecho a la ciudad de forma explícita y operativa, 
lo que deja sin anclaje legal una visión de justicia espacial, equidad territorial y acceso 
universal a servicios y hábitat digno que al menos si se refiere en la Constitución de la 
CDMX (2017) pero no se acompaña para volver operativo. 

 Ausencia de perspectiva ambiental y climática integral: La Ley Ambiental de 
Protección a la Tierra en el Distrito Federal se encuentra desfasada respecto a los retos 
del cambio climático. No articula adecuadamente los instrumentos de mitigación 
urbana, gestión de riesgos, ni soluciones basadas en la naturaleza. 

 Falta de instrumentos para captura de plusvalía: A diferencia de países como Brasil o 
Colombia, el marco normativo de la CDMX no cuenta con mecanismos explícitos para 
redistribuir los beneficios derivados del desarrollo urbano, perpetuando así la 
desigualdad espacial. 

 Invisibilización de la perspectiva de género, infancia o interseccionalidades: La 
planeación urbana actual no incorpora criterios diferenciados que respondan a las 
necesidades específicas de grupos vulnerables. 

b) Brechas jurídicas 

Estas brechas refieren a inconsistencias, omisiones o contradicciones en el diseño, jerarquía 
y articulación del marco legal que impiden su aplicación coherente: 

 Fragmentación normativa y vacíos de jerarquía: Existen múltiples instrumentos (PGD, 
PGOT, PPUs, PDMs) sin una jerarquía normativa clara entre ellos; es decir sin que 



exista una articulación o integralidad o complementariedad entre las normas, lo que 
permite su uso discrecional. Además, el Congreso local no ha armonizado la Ley de 
Planeación con el marco constitucional de la CDMX, ni con el resto de los documentos 
normativos analizados, de hecho no es algo que se tenga previsto hacer en su agenda. 

 Ausencia de obligatoriedad legal en la planeación participativa: Aunque la 
Constitución y algunos ordenamientos reconocen la importancia y necesidad de que 
exista la participación ciudadana, su operatividad es frágil y está limitada a 
mecanismos consultivos sin carácter vinculante. 

 Falta de mecanismos de exigibilidad y sanción: La mayoría de los instrumentos 
normativos carecen de consecuencias jurídicas claras en caso de incumplimiento por 
parte de autoridades o desarrolladores, lo que produce una cultura de impunidad 
regulatoria, que permite a los intereses particulares florecer y proliferar. 

 Normas contradictorias o duplicadas: Ejemplo de ello es la coexistencia de usos de 
suelo aprobados por SEDUVI que contradicen lo establecido en Programas Parciales 
vigentes, adicionalmente no se cuenta con mecanismos de resolución normativa. 

c) Brechas institucionales 

Estas brechas se refieren a los retos en las relaciones entre las diversas dependencias y 
actores participantes en el entorno, asi como a las limitaciones operativas, duplicidades y 
debilidades en las capacidades de las instituciones encargadas de implementar el marco 
normativo urbano: 

 Débil articulación interinstitucional: Las funciones están repartidas entre SEDUVI, 
SEMOVI, INVEA, PAOT, alcaldías y el Congreso local, pero sin coordinación efectiva. 
Se detectó además una “parálisis de implementación” en instrumentos clave como el 
PGOT y el PGD. 

 Discrecionalidad en dictámenes y autorizaciones: La falta de transparencia y la 
captura institucional por intereses inmobiliarios, generan decisiones contrarias a los 
principios normativos (caso Benito Juárez, corredores de desarrollo). 

 Asimetrías de capacidad técnica y política: Las alcaldías presentan gran desigualdad 
en su capacidad para planear, fiscalizar y proponer ordenamientos territoriales, lo cual 
agrava las desigualdades urbanas. 

 Instituciones con competencias formales pero sin capacidad de vigilancia real: El 
INVEA y PAOT, por ejemplo, carecen de poder sancionador efectivo o son 
políticamente limitadas, lo cual permite que las ilegalidades prosperen sin 
consecuencias. 

Estas brechas no son independientes entre sí. La falta de contenido temático actualizado, 
combinada con un marco jurídico fragmentado y capacidades institucionales débiles, crea un 



entorno propicio para la discrecionalidad, la exclusión social y el deterioro ambiental. Para 
que el derecho al territorio urbano sea una realidad en la CDMX, es urgente realizar un proceso 
profundo de armonización normativa y estructural del ecosistema institucional de planeación, 
que parta de estas brechas como puntos críticos. Se requiere visualizar a la Planeación Urbana 
con un enfoque sistémico.  

2. Propuestas normativas concretas 

La Ciudad de México enfrenta hoy una crisis de gobernabilidad urbana derivada de un marco 
normativo fragmentado, una institucionalidad dispersa y una ausencia de reglas claras sobre 
el uso, transformación y control del territorio. A partir del análisis documental y comparativo, 
y recuperando lecciones de países como Brasil, Colombia y Ecuador, se propone una  agenda 
normativa de transformación estructural, que permita al menos dar inicio el tránsito hacia un 
modelo sistémico, democrático y sostenible de planeación urbana. 

a) Es necesario realizar una reforma estructural de la Ley de Planeación de la Ciudad de México 

Pese a su reciente creación (2020), la Ley de Planeación no ha logrado establecer un sistema 
integrado de gobernanza territorial. Al contrario, mantiene dispersas las competencias entre 
niveles y sectores, sin jerarquía normativa, sin mecanismos de coordinación, ni vínculos 
claros con el presupuesto público. 

Por tanto, se presentan a continuación las propuesta de modificaciones normativas para este 
primer ordenamiento: 

1. Integrar y promover una jerarquía normativa clara y vinculante entre instrumentos 

 La ley debe establecer explícitamente que el Plan General de Ordenamiento 
Territorial (PGOT) y el Programa General de Desarrollo (PGD) tienen 
supremacía jurídica sobre cualquier otro instrumento (PPUs, PDMs, 
resoluciones administrativas). De hecho la sugerencia sería que desde estos 
instrumentos se establezcan cláusulas de nulidad para actos que puedan 
contravenir estos instrumentos.  

2. Unificación de criterios y temporalidades de planeación 

 Una segunda propuesta sería la de integrar todos los instrumentos sectoriales 
(movilidad, vivienda, medio ambiente) dentro de un Sistema Integral de 
Planeación Territorial, articulado por el PGOT y con un horizonte común de 
planeación (al menos 20 años). 

3. Creación de una Autoridad Metropolitana de Planeación Territorial y Fiscalización del 
Suelo, con autonomía técnica 

 Esta figura es crucial para que el Sistema Integral de Planeación funcione, 
siguiendo modelos como el Estatuto de la Ciudad en Brasil, esta figura tendría 
facultades para: 



▪ Emitir dictámenes de congruencia normativa 

▪ Vigilar el cumplimiento de los planes 

▪ Coordinar a las alcaldías 

▪ Actuar como defensoría técnica del derecho a la ciudad. 

4. Inclusión obligatoria de principios rectores transversales 

 Incorporar en la ley los principios de: 

▪ Función social y ecológica de la propiedad (Brasil, Colombia) 

▪ Justicia espacial y equidad interseccional 

▪ Derecho al territorio y al hábitat (Ecuador) 

▪ Interés general sobre valor del suelo 

b) Se require de manera urgente, contar con mecanismos de exigibilidad, control social y 
transparencia en el marco normativo 

Dado que no se cuenta con mecanismos eficaces de fiscalización ni posibilidades reales de 
acción por parte de la ciudadanía, la ley es casi letra muerta. La falta de transparencia en la 
autorización de usos del suelo y la concentración de decisiones técnicas en manos políticas 
o intereses privados, ha generado un entorno de discrecionalidad y corrupción. 

Por tanto se genera la siguiente propuesta normativa: 

1. Implementación de la “acción pública urbanística” 

 Tomando como ejemplo el modelo colombiano, lo que se buscaría es permitir 
que cualquier ciudadano, colectivo o institución pueda impugnar actos, 
autorizaciones o desarrollos que contravengan los instrumentos de 
planeación, para lo cual sería necesario trazar los mecanismos desde la ley de 
Participación Ciudadana. 

2. Portal Único de Información Territorial 

 Se sugiere la creación de este instrumento con la obligatoriedad de contar con 
una plataforma digital que concentre en tiempo real: 

▪ Planes vigentes y en proceso 

▪ Cambios de uso de suelo autorizados 

▪ Información geoespacial de plusvalías y densificación 

▪ Resoluciones del INVEA, PAOT, SEDUVI 

3. Informe Anual de Coherencia Territorial 



 Para garantizar la transparencia y coherencia de las acciones realizadas en el 
marco del Sistem de Planeación urbana se sugiere la elaboración al menos 
anual de un informe de coherencia territorial, elaborado por la Auditoría 
Superior de la CDMX y por el órgano de planeación, para evaluar: 

▪ Congruencia entre gasto público y objetivos territoriales 

▪ Incumplimientos, impactos negativos, y captura del suelo 

4. Sanciones administrativas y fiscales por incumplimiento 

 Es crucial que el Sistema de Planeación urbana cuente con mecanismos de 
fiscalización que puedan permitir en su caso la inhabilitación de funcionarios 
públicos comprometidos en un marco de opacidad, así como la nulidad de 
actos cuando se compruebe contradicción entre resoluciones emitidas y 
planes aprobados. 

c) Una tercera temática que debe ser abordada como parte de este proceso de transformación 
es el promover la vinculación presupuestal con la planeación territorial. 

Actualmente, los planes de desarrollo urbano, no tienen poder vinculante sobre la asignación 
del gasto público. Ello permite que megaproyectos o decisiones de infraestructura respondan 
a criterios políticos o clientelares, sin atender prioridades territoriales, ni criterios de equidad 
espacial. 

Por lo anterior la propuesta normativa sería que: 

1. En el marco de la Ley de Evaluación de la Ciudad de México, que es la normatividad 
que regula los mecanismos de evaluación de las políticas públicas con especial 
atención entre ellas al Impacto Territorial del Presupuesto Público se considere que: 

 Toda obra, programa o inversión superior a cierto monto deba presentar: 

▪ Dictamen de congruencia con el PGOT o PGD 

▪ Justificación de su localización y beneficiarios 

2. La creación de techos presupuestales para zonas de atención prioritaria (ZAP´s) 

 En línea con el enfoque ecuatoriano del Buen Vivir, se debe garantizar que al 
menos el 25% del presupuesto urbano se oriente a territorios históricamente 
marginados o con valor ambiental. 

3. Se diseñen e integren indicadores de justicia espacial en la planeación financiera 

 Se sugiere considerar el incluir variables como: acceso a servicios, distancia a 
equipamiento básico, densidad habitacional, calidad del aire, etc., como 
criterios para la distribución presupuestal anual. 



d) El nuevo modelo que articule el Sistema de Planeación Urbana debe ser el de: Gobernanza 
urbana transformadora. 

En la Ciudad de México la gobernanza es reactiva, vertical, poco transparente y fragmentada 
entre niveles de gobierno. No existen estructuras de coordinación metropolitanas, ni 
mecanismos democráticos vinculantes. 

La propuesta institucional sería que en el marco de un nuevo Sistema de Planeación Urbana 
exista: 

1. Gobernanza multiescala con corresponsabilidad social 

 Es decir que se establezca un modelo de atención con tres niveles: 

▪ Nivel central: Autoridad Metropolitana de Planeación Territorial 

▪ Nivel delegacional: Comités Territoriales Participativos (con voz y voto 
vinculante) 

▪ Nivel técnico: Consejos Sectoriales de Expertos 

2. Autonomía y blindaje técnico de la planeación 

 El órgano rector de la planeación urbana en la CDMX debe contar con 
autonomía presupuestal, reglas de elección técnica y un consejo ciudadano 
permanente (inspirado en el Instituto de Pesquisa e Planejamento Urbano de 
Curitiba, Brasil). 

3. Articulación con el derecho a la ciudad y el territorio 

 La gobernanza no debe limitarse a “gestión”, sino que debe ser garante del 
cumplimiento de los derechos urbanos reconocidos constitucionalmente (art. 
16 Constitución CDMX). 

Estas propuestas iniciales, parten del reconocimiento de que la planeación urbana debe ser 
considerada como una función estratégica del Estado, no solo una mera herramienta técnica. 
Su carácter, que debe ser, redistributivo, ambiental y democrático exige un rediseño 
institucional y normativo profundo, que coloque a la CDMX a la altura de sus desafíos urbanos 
contemporáneos. 

Si aprovechamos la oportunidad de tomar las lecciones aprendidas y avances de Brasil, 
Colombia y Ecuador, es posible imaginar un modelo urbano donde el suelo cumpla una 
función social, el gasto público sea territorialmente justo y los ciudadanos puedan defender 
activamente su derecho al territorio. 

3. Líneas de investigación futura 

Los resultados de la presente investigación nos permiten comprobar que si existe un gran 
pendiente en la funcionalidad del marco normative de la CDMX en materia de Desarrollo 



urbano, sin embargo es solamente el resultado de un primer abordaje a esta problemática que 
necesita ser atendida de manera urgente. Sin embargo, hay muchos temas pendientes en esta 
materia que podrían abonar información adicional para refozar el proceso de transformación 
de la planeación urbana de la Ciudad de México, a continación se presentan algunas 
propuestas que podrían ser abordadas en futuras investigaciones.  

a) Modelos comparados de gobernanza del suelo 

Uno de los hallazgos más relevantes de esta investigación es que la ausencia de gobernanza 
efectiva sobre el suelo urbano en la Ciudad de México contribuye directamente a la 
discrecionalidad normativa, la fragmentación institucional y la expansión urbana 
desordenada. Para avanzar hacia un modelo de planeación sostenible, es necesario entender 
cómo es que otros países han construido sistemas institucionales capaces de regular el suelo 
como bien público, garantizar derechos colectivos y articular intereses públicos y privados. 
Tal vez la información disponible solamente refleja una realidad final, pero seguramente hay 
un recorrido de lucha y transformación que podría otorgarnos algunas lecciones relevantes 
para este propósito.  

¿Qué se entiende por gobernanza del suelo? 

Se trata de un enfoque que considera el suelo urbano no sólo como un recurso físico o 
económico, sino como un espacio público, político y jurídico donde confluyen derechos, 
intereses y responsabilidades. Lo anterior implica que es necesario responder a las siguientes 
interrogantes: 

• ¿Quién decide sobre el uso del suelo? 

• ¿Con qué reglas? 

• ¿Con qué mecanismos de control y participación? 

• ¿Con qué criterios de equidad y justicia? 

En esta línea de investigación los ejes temáticos que se podrían abordar serían:  

1. Marco institucional de regulación del suelo 

 Estudios comparados sobre agencias o entidades responsables de la gestión 
territorial en contextos federales y metropolitanos. 

 Un Ejemplo de ellos sería: el rol del Instituto Nacional de Suelo Urbano y 
Vivienda (INSV) en Uruguay o el Instituto da Cidade en Belo Horizonte, Brasil, 
como actores técnicos autónomos. 

2. Instrumentos jurídicos y fiscales de gestión del suelo 

 Revisión de experiencias de captura de plusvalías, zonificación inclusiva, 
transferencias de derechos de desarrollo y bancos públicos de suelo. 



 Ejemplo: el mecanismo de Outorga Onerosa do Direito de Construir en Brasil 
(art. 28, Estatuto da Cidade) que exige retribuciones económicas por construir 
más allá del coeficiente básico. 

3. Gobernanza interinstitucional y multiescala 

 Modelos de coordinación entre niveles de gobierno (nación, estado, municipio) 
y entre sectores (vivienda, medio ambiente, movilidad). 

 Ejemplo: el sistema POT-PBOT-EOT en Colombia, articulado con instancias 
como los Consejos Territoriales de Planeación. 

4. Justicia territorial y redistribución del valor del suelo 

 Investigación sobre esquemas que promueven acceso equitativo al suelo, 
protección del suelo de conservación y mecanismos de compensación 
socioespacial. 

 Ejemplo: el Plan de Redistribución del Valor del Suelo de Quito (Ecuador) 
basado en el principio del Buen Vivir. 

5. Participación ciudadana vinculante en decisiones territoriales 

 Modelos legales que otorgan a la ciudadanía poder de veto o co-decisión sobre 
proyectos urbanos. 

 Ejemplo clave: referendos locales en planes de zonificación en cabildos 
participativos en Medellín. 

Esta línea de investigación podría aportar el siguiente valor complementario a la presente 
investigación:  

 Aportar alternativas operativas a los cuellos de botella actuales en la CDMX, en lo que 
respecta al vacío institucional para la regulación del suelo y la incapacidad de 
fiscalización territorial efectiva. 

 Permitir vincular la justicia espacial con herramientas jurídicas y fiscales específicas, 
no sólo como principios abstractos. 

 Inspirar reformas legislativas factibles, adaptadas al contexto mexicano, partiendo de 
referentes ya en operación en América Latina y otras regiones. 

b) Modelos internacionales de participación ciudadana vinculante en la planeación  

La participación ciudadana en la Ciudad de México ha sido reconocida constitucionalmente 
como un derecho fundamental. Sin embargo, en el ámbito de la planeación urbana, sigue 
operando como un mecanismo consultivo y no vinculante, lo que genera desconfianza, falta 
de legitimidad en los planes y una débil apropiación social de la evolución del territorio. Este 



vacío institucional ha sido aprovechado por actores inmobiliarios para imponer intereses 
privados sobre el interés y el bien público. 

Explorar modelos internacionales donde la participación tiene efectos jurídicos directos en la 
toma de decisiones territoriales, permitiría transitar de un modelo simbólico a uno 
transformador. 

¿Qué implica una participación ciudadana vinculante? 

La participación vinculante va más allá de la consulta; implica que las decisiones colectivas 
tomadas en procesos deliberativos tengan consecuencias jurídicas obligatorias para las 
autoridades. Esto exige estructuras formales, transparencia, formación ciudadana y voluntad 
política institucional. 

En este línea de investigación, los ejes temáticos que se podrían analizar serían:  

1. Diseños institucionales de participación con efectos vinculantes 

 Estudiar consejos ciudadanos de planeación con atribuciones reales (como el 
Conselho das Cidades en Brasil). 

 Evaluar procesos de planificación participativa obligatoria como los Planos 
Populares en Bolivia o Presupuestos Participativos con enfoque territorial. 

2. Mecanismos de democracia directa urbana 

 Referendos o plebiscitos sobre cambios de uso de suelo, rezonificación o 
grandes proyectos. 

3. Instrumentos de deliberación ciudadana organizada 

 Cabildos urbanos, jurados ciudadanos, mesas técnicas con poder resolutivo. 
Como el  caso de Medellín (Colombia) y los Consejos Territoriales de 
Planeación municipales. 

4. Vigilancia ciudadana del cumplimiento de planes urbanos 

 Observatorios urbanos comunitarios, contralorías sociales territoriales y 
mecanismos ciudadanos de evaluación de impactos urbanos. 

 Un Ejemplo de ello: Observatorio de Políticas Urbanas de Veedurías 
Ciudadanas en Colombia. 

Esta línea de investigación podría aportar el siguiente valor agregado: 

 Elementos para superar la simulación participativa en la planeación actual, aportando 
herramientas jurídicas y metodológicas para una planeación democrática real. 



 Propuestas para fortalecer la corresponsabilidad social sobre el uso y destino del 
suelo urbano, reduciendo la opacidad y discrecionalidad en decisiones clave. 

 Mecanismos para promover el diseño de normativas e instituciones con enfoque de 
justicia procedimental, reconociendo el conocimiento ciudadano como válido y 
vinculante. 

c) Captura de plusvalía y redistribución urbana 

Una de las grandes áreas de oportunidad que resultaron de la presente investigación y que se 
entiende como una importante omisión del marco normativo urbano de la Ciudad de México, 
es la ausencia de mecanismos robustos y operativos para capturar el incremento del valor del 
suelo generado por la acción pública. Este incremento, conocido como plusvalía urbana, 
termina en manos privadas sin que exista redistribución social aun cuando genera impactos 
sociales negativos y por ende profundizando la desigualdad territorial y la financiarización del 
suelo. 

Por tanto el explorar mecanismos internacionales de captura de plusvalía permitiría dotar al 
Estado mexicano de herramientas fiscales y jurídicas para asegurar que el desarrollo urbano 
beneficie colectivamente a la sociedad y no solo a sectores privilegiados. 

¿Qué es la captura de plusvalía? 

Es un instrumento de política pública urbana mediante el cual el Estado recupera parte del 
incremento del valor del suelo que él mismo genera a través de sus decisiones de planeación, 
inversión y regulación. Los fondos recuperados deben reinvertirse en infraestructura, servicios 
y vivienda social, promoviendo la equidad territorial y equilibrando las brechas de marginación 
y rezago social. 

Los ejes temáticos que se podrían abordar en esta propuesta de investigación serían:  

1. Mecanismos legales de captura de valor urbano 

 Pago por mayor aprovechamiento, contribuciones por mejoras, cargas 
urbanísticas y obligaciones de urbanización. Algunos casos de estudio que 
podrían ser analizados serían: Contribución de mejoras en Colombia o 
Contribución por valorización en Brasil. 

2. Experiencias de bancos públicos de suelo 

 Creación de entidades encargadas de adquirir, regular y redistribuir suelo 
urbano estratégicamente. Un caso importante del contexto latinoamericano 
podría ser: Banco de Tierras de Quito (Ecuador) del Modelo del Buen Vivir. 

3. Modelos de redistribución de beneficios urbanos 



 Normas que obligan a destinar un porcentaje del suelo o de la plusvalía 
capturada :a vivienda asequible, equipamiento o espacio público. El caso de 
los ZEIS (Zonas Especiales de Interés Social) en Brasil. 

4. Evaluación económica y transparencia de la gestión del suelo 

 Sistemas de valoración pública del suelo, estudios de impacto económico 
urbano, acceso público a datos de transacciones y plusvalías. 

Al abordar esta línea de investigación se estaría incursionando en el un apartado que puede 
abrir una Puerta de vinculación importante con la participación ciudadana ya que las decisions 
de uso del valor adquirido podrían caer en manos de los habitantes de la ciudad. Otras 
aportaciones de este apartado podrían ser:  

• Fortalecimiento de la equidad territorial al generar ingresos públicos con fines 
redistributivos desde el corazón del sistema urbano: el suelo. 

• La posibilidad de financiar políticas de vivienda social e infraestructura sin 
endeudamiento, basándose en la lógica del retorno de inversión social. 

• Abrir un camino hacia un sistema fiscal urbano progresivo, articulando planeación, 
hacienda pública y justicia espacial. 

• Reducir la especulación del valor del suelo mediante la promoción de un uso eficiente 
y justo del suelo urbano. 
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